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La optimización de los procedimientos, esto es, buscar la mejor 
manera de realizar una actividad, no implica que pueda ponerse 
en grave riesgo algunos bienes protegidos constitucionalmente o 
el ejercicio de los derechos fundamentales de las personas. 1

Lo antedicho cobra especial relevancia cuando se está frente a 
actuaciones que involucran bienes y productos que son altamente 
peligrosos y nocivos para la vida, la salud, el medio ambiente e in-
cluso la propiedad; es decir, para la seguridad pública, tales como 
los que provienen de los procesos mineros, gasíferos, energéticos 
y del sector hidrocarburos, etc. 2

La simplificación o flexibilización de los procedimientos debe rea-
lizarse considerando la naturaleza de cada actividad concreta y 
atendiendo a criterios de razonabilidad y proporcionalidad, sin 
que en ningún caso pueda ponerse en grave riesgo la seguridad 
pública y el efectivo ejercicio de los derechos fundamentales a la 
vida, la salud y el medio ambiente. 3

El Tribunal Constitucional no puede dejar de advertir que la ame-
naza que se alega en la demanda ya se habría materializado, con 
lo cual no solo se puede constatar diversos actos lesivos a raíz 
del proceso de simplificación materia de autos, sino que, además, 
esto refleja que, mientras subsista dicha regulación, el riesgo de 
daño y, por ende, de vulneración de los derechos alegados en la 
demanda, se torna cierto e inminente, a partir de la aplicación de 
la cuestionada resolución del consejo directivo del Osinergmin. 4

El Tribunal Constitucional considera que las actuaciones derivadas 
de dicha normativa, en los extremos que simplifican y flexibilizan 
los procedimientos, privilegiando los controles posteriores por 
encima de la supervisión previa, ha resultado lesivas a los derechos 
fundamentales al medio ambiente, a la salud y vida de las personas.5

1	 Fundamento 24 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
2	 Fundamento 25 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
3	 Fundamento 26 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
4	 Fundamento 38 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
5	 Fundamento 56 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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El 28 de noviembre del 2011, IDLADS presentó una acción de amparo 
contra el Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería – OSI-
NERGMIN por la aprobación de autorizaciones sin supervisión previa para 
el funcionamiento de grifos y estaciones de servicio, grifos flotantes, grifos 
rurales con almacenamientos en cilindros, consumidor directo de GLP, Dis-
tribuidor a granel de GLP, Distribuidor de GLP en cilindros, Distribuidor 
Minorista de Combustible Líquido y/u OPDH, local de venta de GLP, medios 
de transporte terrestre de combustibles líquidos, GLP u OPDH, actividades del 
subsector hidrocarburos citadas en el artículo 2 de la Resolución de Consejo 
Directivo del OSINERGMIN N° 191-2011-OS/CD amenazando el derecho de las 
personas a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo 
de la vida humana.

Lamentablemente, el 02 de diciembre del 2011, el Quinto Juzgado Civil de 
la Corte Superior de Justicia del Callao declaró improcedente liminarmente 
la demanda porque, a su entender, no se encuentra objetivamente probado 
(“perjuicios imaginarios”) que la posible expedición de autorizaciones ponga 
en peligro el derecho a gozar de un ambiente equilibrado. Posteriormente, 
la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia del Callao declaró nula 
la improcedencia solicitando al juez de primera instancia que se pronuncie 
de nuevo sobre la admisibilidad de la demanda.

Efectivamente, el 14 de marzo del 2013, la primera instancia admitió la de-
manda, sin embargo, el 16 de agosto del 2013, declaró infundada la demanda 
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por no considerar acreditada la amenaza ambiental cierta e inminente sobre 
los derechos de las personas. Debido a ello, el 09 de octubre del 2013, ID-
LADS presentó la apelación correspondiente logrando que, el 05 de marzo 
del 2015, la segunda instancia anule la sentencia y ordene al juez del Quinto 
Juzgado Civil de la Corte Superior de Justicia del Callao expedir un nuevo 
pronunciamiento.

En consecuencia, luego de casi dos años, el 01 de marzo del 2017, la primera 
instancia volvió a sentenciar declarando nuevamente infundada la demanda: 
“esta judicatura se ratifica en la decisión de no existir amenaza e inclusive 
vulneración alguna al derecho a un medio ambiente equilibrado y adecuado 
al desarrollo de la vida”1. Por ende, el 03 de mayo del 2017 presentamos la 
apelación correspondiente.

El 26 de diciembre del 2017, la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Jus-
ticia del Callao confirmó la errada decisión de primera instancia que declaró 
infundada la demanda motivando la presentación de un recurso de agravio 
constitucional el 05 de marzo del 2018.

El 22 de enero del 2020 fuimos testigos de una tragedia totalmente evitable: 
un camión cisterna de la empresa Transgas LG E.I.R.L. que transportaba 2500 
litros de Gas Licuado de Petróleo (GLP), en el distrito de Villa El Salvador, pasó 
por un desnivel de la zona, que terminó por desprender sus válvulas produ-
ciendo una extensa fuga de gas y originando en cuestión de minutos un gran 
incendio que alcanzó a varias viviendas, dejó decenas de heridos y provocó 
la muerte de 34 personas2. Las malas condiciones de un camión cisterna 
modificado y la ineficiente supervisión de OSINERGMIN desencadenaron el 
infierno para más de 20 familias.

1	 Fundamento 18 de la Resolución N° 30 (sentencia) del 01 de marzo del 2017 en el expediente 
N° 02171-2011-0-0701-JR-CI-05.

2	 https://rpp.pe/lima/judiciales/a-dos-anos-de-la-deflagracion-en-villa-el-salvador-los-so-
brevivientes-aun-exigen-justicia-noticia-1382333

https://rpp.pe/lima/judiciales/a-dos-anos-de-la-deflagracion-en-villa-el-salvador-los-sobrevivientes-aun-exigen-justicia-noticia-1382333
https://rpp.pe/lima/judiciales/a-dos-anos-de-la-deflagracion-en-villa-el-salvador-los-sobrevivientes-aun-exigen-justicia-noticia-1382333
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Fuente: RPP. “A dos años de la deflagración en Villa El Salvador, los sobrevivientes aún exigen 
justicia. Recuperado de https://rpp.pe/lima/judiciales/a-dos-anos-de-la-deflagracion-en-villa-el-

salvador-los-sobrevivientes-aun-exigen-justicia-noticia-1382333?ref=rpp (consultado 01/02/22).

Audiencia Pública del Pleno del Tribunal Constitucional

Fuente: Canal de YouTube de Idlads Perú. Recuperado de: https://www.youtube.com/
watch?v=aR75ugeSlkc&t=30948s (consultado 03/02/22)

https://rpp.pe/lima/judiciales/a-dos-anos-de-la-deflagracion-en-villa-el-salvador-los-sobrevivientes-aun-exigen-justicia-noticia-1382333?ref=rpp
https://rpp.pe/lima/judiciales/a-dos-anos-de-la-deflagracion-en-villa-el-salvador-los-sobrevivientes-aun-exigen-justicia-noticia-1382333?ref=rpp
https://www.youtube.com/watch?v=aR75ugeSlkc&t=30948s
https://www.youtube.com/watch?v=aR75ugeSlkc&t=30948s
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Esto generó que el Tribunal Constitucional, en el marco de la presente acción 
de amparo, solicite información a OEFA sobre la posibilidad de daño ambien-
tal originado por accidentes relacionados con las actividades cuestionadas. 
En consecuencia, el 14 de enero del 2021, mediante Oficio N° 00017-2021-
OEFA/GEG, la Gerencia General de OEFA remitió la información requerida 
concluyendo que las actividades del subsector hidrocarburos citadas en el 
artículo 2 del Reglamento del Registro de Hidrocarburos, aprobado mediante 
Resolución de Consejo Directivo del OSINERGMIN N° 191-2011-OS/CD, son 
susceptibles de sufrir emergencias ambientales que, a su vez, ocasionen daños 
ambientales, a la salud y a la vida de las personas.

El 24 de noviembre del 2021 se llevó a cabo la audiencia pública de vista de 
causa ante el Pleno del Tribunal Constitucional. Posteriormente el 25 de julio 
del 2023, el colegiado emitió su sentencia declarando fundada la demanda 
y ordenando al Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería 
(Osinergmin) que, dentro del marco de sus competencias, elabore un nuevo 
reglamento en el plazo de noventa (90) días hábiles desde la notificación 
de la presente sentencia. Asimismo, exhorta a Osinergmin que cumpla con 
eficacia e idoneidad su función de fiscalización no solo en la etapa previa a 
la inscripción en el Registro de Hidrocarburos, sino también en la etapa de 
operaciones de las personas naturales o jurídicas que realicen actividades 
en el sector hidrocarburos, tal cual se establece que en el artículo 5, inciso 
c, de la Ley 26734, Ley del Organismo Supervisor de Inversión en Energía y 
Minería (Osinergmin).

OSINERGMIN no había cumplido con la sentencia hasta el 1 de agosto del 
2024, lo que habría ocasionado una continua amenaza cierta, eminente y 
manifiesta contra el derecho al ambiente adecuado y equilibrado como se 
puede corroborar con la explosión del 20 de mayo del 2024 en Villa María del 
Triunfo debido a la fuga de gas que ocasión el fallecimiento de una persona 
y 46 personas heridas, 426 damnificados y 98 casas afectadas, lo que ocupó 
la primera plana de la prensa escrita en el país:
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Recordemos que el Tribunal Constitucional reconoció que “lo ocurrido en 
el distrito de Villa El Salvador en enero de 2020, suceso trágico que, como se 
constató, no solo vulneró la vida y salud de diversas personas, sino que habría 
causado daño medioambiental. Por ello es que, a través del Decreto Supremo 
011-2020-PCM, se declaró el estado de emergencia en el sector comprendido 
entre las avenidas El Sol, Micaela Bastidas, Juan Velasco Alvarado y María 
Elena Moyano, del distrito de Villa El Salvador, de la provincia y departamen-
to de Lima, por impacto de daños ante la ocurrencia del gran incendio, por el 
plazo de sesenta (60) días calendario, para la ejecución de medidas y acciones 
de excepción, inmediatas y necesarias, de respuesta y rehabilitación que co-
rrespondan.”3 En otras palabras, intuyó la relación causal entre la omisión del 
Estado al no supervisar previamente la infraestructura de hidrocarburos y la 
deflagración que ocasionó daños a la salud y vida de los pobladores de Villa 
El Salvador por lo que la única forma de evitar se repitan un hecho similar es 
el retorno de mecanismos de supervisión previa caso contrario tendremos 

3	 Considerando 54 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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otro suceso similar al ocurrido en otro distrito marginal de Lima: Villa María 
del Triunfo en el 2024.

Agrega el Colegiado que “En tal sentido, en virtud del principio de prevención 
en las situaciones relativas al medio ambiente, vida y salud de las personas, la 
autoridad administrativa, en la emisión de las disposiciones técnicas para ac-
ceder al registro y al Informe Técnico Favorable de Osinergmin, debe considerar 
los daños potenciales a consecuencia de la implementación de la simplificación 
de los diversos procedimientos administrativos establecidos en la Resolución 
del Consejo Directivo 191-2022-OS/CD. Y es que este Tribunal considera que 
las actuaciones derivadas de dicha normativa, en los extremos que simplifican 
y flexibilizan los procedimientos, privilegiando los controles posteriores por 
encima de la supervisión previa, ha resultado lesivas a los derechos fundamen-
tales al medio ambiente, a la salud y vida de las personas. En consecuencia, 
corresponde estimar la demanda.” 4

El Tribunal Constitucional reconoce la premisa de la demanda de amparo 
relacionada a la relación de causalidad que existe entre la flexibilización am-
biental extrema y sus consecuencias sobre el medio ambiente y la salud de 
las personas. Asimismo, se ha demostrado que los principales afectados son 
poblaciones vulnerables provenientes de estratos socio económicos bajos los 
cuales no solo han perdido sus viviendas, sino que han sido gravemente heri-
dos e incluso fallecido tanto en Villa El Salvador como Villa María del Triunfo. 
Sin embargo, pese a la evidencia irrefutable de las graves consecuencias que 
puede traer en materia ambiental el privilegiar controles posteriores sobre 
los previos no se ha modificado la forma en que se entregan autorizaciones 
para transportar y comercializar hidrocarburos en el Perú.

El máximo interprete de la Constitución señala que IDLADS solicitó “la inapli-
cación de la Resolución del Consejo Directivo del Osinergmin 191-2011-OS/
CD, que aprobó el Reglamento del Registro de Hidrocarburos, en particular, 
las disposiciones normativas que regulan la expedición de autorizaciones, 
esto es, del Informe Técnico Favorable (ITF) y del registro, sin supervisión 
previa, para diversas actividades vinculadas a los hidrocarburos. Asimismo, 

4	 Considerando 56 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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solicita la restitución de las supervisiones previas de instalación y uso y fun-
cionamiento para el otorgamiento de autorizaciones de todas las actividades 
vinculadas a dicho compuesto; no obstante, a juicio de este Colegiado, lo 
que correspondería en este caso es que, atendiendo a las modificaciones ya 
introducidas al TUPA de Osinergmin mediante el citado Decreto 193-2020-
PCM, se complemente los procedimientos administrativos de inscripción 
y modificación en el Registro de Hidrocarburos, aminorando los riegos o 
daños potenciales a la salud, vida y medio ambiente, y se subsane la omisión 
normativa derivada de la exclusión de las visitas o supervisiones previas (…), 
a través de la elaboración de una nueva resolución del consejo directivo del 
Osinergmin, que lo regule en forma ordenada y sistemática.” 5 En otras palabras, 
el colegiado le encarga a OSINERGMIN establecer mecanismos adecuados 
para proteger el ambiente y la salud de las personas de los riesgos que genera 
la actividad de transporte, almacenamiento, distribución y comercialización 
de hidrocarburos a fin de evitar que ocurran nuevas deflagraciones o explo-
siones como las acontecidas en Villa El Salvador y Villa María del Triunfo.

En el caso ha quedado acreditado que “efectivamente, como se puede apreciar 
de la normativa de Osinergmin, en varios de sus extremos, este organismo, en 
virtud de su competencia reguladora, no ha logrado reglamentar los controles 
previos necesarios a la obtención y acceso al registro de Hidrocarburos y al 
Informe Técnico Favorable, a través de los procedimientos administrativos 
(…), por lo que se debe ordenar a dicho organismo que regule, en el marco 
de sus competencias, un reglamento a través del cual no se privilegie los 
controles posteriores sobre las supervisiones previas. Dicha regulación 
técnico-normativa deberá elaborarla en un plazo que no exceda de los no-
venta (90) días hábiles desde la notificación de la presente sentencia”. 6 Así 
pues, este caso nos lega la lección de que en materia ambiental el principio de 
prevención tiene entre sus consecuencias la implementación de supervisión 
previa al inicio de actividades económicas riesgosas resulta fundamental para 
proteger el ambiente, la salud y la vida de las personas.

5	 Considerando 57 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
6	 Considerando 58 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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El 02 de agosto del 2024 se publicó en “El Peruano”, el Reglamento del Regis-
tro de Hidrocarburos de Osinergmin, aprobado por Resolución de Consejo 
Directivo OSINERGMIN No 150-2024-OS/SD, que en sus considerandos se 
lee lo siguiente:

“Que, posteriormente, mediante Sentencia 319/2023 recaída en el 
Expediente 01692-2018-PA/TC, el Tribunal Constitucional declaró 
fundada la demanda de amparo interpuesta el 28 de noviembre de 2011 
por el Instituto de Defensa Legal del Ambiente y el Desarrollo Sostenible 
Perú (IDLADS Perú), a través de la cual solicitaba la inaplicación de la 
Resolución N° 191-2011-OS/CD, que aprobó el Reglamento del Registro 
de Hidrocarburos, y la restitución de las supervisiones previas a la 
instalación, y uso y funcionamiento para diversos agentes de la cadena 
de comercialización de hidrocarburos;

Que, en la referida sentencia, el Tribunal Constitucional sostiene que, 
aun cuando el Texto Único de Procedimientos Administrativos (TUPA) 
de Osinergmin aprobado por Decreto Supremo N° 193-2020-PCM, 
establece que la inscripción en el Registro de Hidrocarburos es un 
procedimiento de evaluación previa sujeto a silencio administrativo 
negativa, la norma que regula dicho procedimiento (la Resolución N° 191-
2011-OS/CD) no contempla las visitas o supervisiones preoperativas que 
debe garantizar Osinergmin; en se sentido, el Tribunal Constitucional 
ordena la elaboración de una nueva resolución del consejo directivo 
del Osinergmin, que regule tales diligencias en forma ordenada y sis-
temática, a través de la cual no se privilegie los controles posteriores 
sobre las supervisiones previas;

Que, de conformidad con el artículo 202 de la Constitución Política, es 
competencia del Tribunal Constitucional conocer, en última y definitiva 
instancia, las resoluciones denegatorias de hábeas corpus, amparo, 
hábeas data y cumplimiento;

Que, el artículo 130 inciso 2 de la Constitución, reconoce el derecho 
fundamental a la debida ejecución de las resoluciones jurisdiccionales;

Que, en ese sentido, se requiere emitir una resolución de Consejo Direc-
tivo en la que se aprueba un nuevo Reglamento del Registro de Hidro-
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carburos, a fi n de brindar cumplimiento a lo ordenado por el Tribunal 
Constitucional en su Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N° 
01692-2018-PA/TC;”

Así se resolvió en el artículo 2 del mencionado Reglamento derogó la Reso-
lución de Consejo Directivo N° 191-2011-OS/CD que justamente cuestionaba 
la acción de amparo de IDLADS y se restituyo los informes técnicos previos 
favorables como se puede apreciar en los siguientes artículos:

“Artículo 1.- Objetivo
El objetivo del presente reglamento es establecer el procedimiento, 
principios, requisitos y órganos competentes para la inscripción, mo-
dificación, suspensión, cancelación y habilitación en el Registro de 
Hidrocarburos, así como para el otorgamiento de Informes Técnicos 
Favorables o actas de verificación, previamente a la inscripción o mo-
dificación en el registro.”

(…)
Artículo 22.- Solicitud de Informe Técnico Favorable de Instalación
22.1 Toda persona natural, jurídica, consorcio, asociación en partici-

pación u otra modalidad contractual, que desee instalar refine-
rías, plantas de procesamiento, plantas de lubricantes, plantas 
de abastecimiento, terminales, plantas de producción de GLP, 
plantas envasadora de GLP, instalaciones de comercializador de 
combustible de aviación o para embarcaciones, grifos, estaciones 
de servicios, gasocentros de GLP, consumidores directos fijos o 
consumidores directos móviles de combustibles para aviación o 
embarcaciones, debe obtener un Informe Técnico Favorable de 
Instalación, previo a la inscripción en el registro.”

(…)
“De los Informes Técnicos Favorables aplicables a los vehículos 
Transportadores de GNL, Unidades Móviles de GNC, Unidades Mó-
viles de GNL, Unidades Móviles de GNL-GN y Unidades Móviles 
de GNV-L
Artículo 44.- Fiscalización del funcionamiento de la unidad



21

Introducción

El solicitante debe comunicar al Osinergmin su intención de operar un 
Medio de Transporte o una Unidad Móvil a los que se hace referencia en 
el artículo 2 del presente procedimiento, antes de iniciar la operación 
de los mismos, adjuntando la documentación contenida en el ítem 2 
del Anexo III, a fin de realizar la verificación del funcionamiento de 
dichas unidades, comunicando ello al solicitante.”

(…)
“De los Informes Técnicos Favorables aplicables a actividades de Plan-
tas de Procesamiento de Gas Natural y Plantas de Petroquímica Básica
Artículo 47.- Fiscalización del diseño del proyecto

El solicitante debe comunicar al Osinergmin su intención de instalar 
las Plantas de Procesamiento de Gas Natural y Plantas de Petroquímica 
Básica a los que se hace referencia en el artículo 2 precedente, antes de 
iniciar la construcción de las mismas, adjuntando la documentación 
contenida en el ítem 3 del Anexo III.”

Finalmente, hemos conseguido que el Informe Técnico Favorable previo retorne 
como mecanismo de prevención de accidentes trágicos como los ocurridos 
en Villa El Salvador (2020) y Villa María del Triunfo (2024) y de esta manera 
salvaguardar el derecho a un ambiente adecuado y equilibrado.

Lima, 02 de agosto del 2024

IDLADS PERÚ
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Capítulo I
EL AMPARO POR EL INFORME TÉCNICO 
FAVORABLE PREVIO PARA EL FUNCIONAMIENTO 
DE GRIFOS Y TRANSPORTE DE GAS (GLP) EN EL 
PERÚ
1.1.	 Petitorio:
El 28 de noviembre del 2011, IDLADS presentó una acción de amparo con 
el objeto de salvaguardar el derecho a gozar de un ambiente equilibrado 
y adecuado al desarrollo de la vida, que vienen siendo amenazados por los 
eventuales actos administrativos que se sustentarán en la aplicación de la 
Resolución Nº 191-2011-OS/CD, del Consejo Directivo del Organismo Su-
pervisor de la Inversión en Energía y Minería (OSINERGMIN), que aprueba 
el nuevo Reglamento del Registro de Hidrocarburos, específicamente contra 
los actos administrativos que aprueban la expedición de autorizaciones (ITF y 
Registro), sin supervisión previa para el funcionamiento de grifos y estaciones 
de servicio, grifos flotantes, grifos rurales con almacenamientos en cilindros, 
consumidor directo de GLP, Distribuidor a granel de GLP, Distribuidor de GLP 
en cilindros, Distribuidor Minorista de Combustible Líquido y/u OPDH, local 
de venta de GLP, medios de transporte terrestre de combustibles líquidos, GLP 
u OPDH, red de distribución de GLP en la Provincia Constitucional del Callao.

La afectación constitucional se da a consecuencia del contenido incompatible 
de la citada norma con la Constitución, que implica una amenaza o violación 
al contenido constitucional del derecho difuso a gozar de un ambiente equi-
librado y adecuado al desarrollo de la vida, consagrado en el numeral 22 del 
artículo 2º de nuestra Ley Fundamental.
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En tal sentido, consideramos que es necesario declarar la inaplicabilidad de 
la norma antes citada para evitar sus efectos adversos contra el ambiente 
producto de los accidentes que podrían producirse a raíz de la aprobación 
de actos administrativos sustentados en la citada resolución directoral que 
autoriza no efectuar supervisiones y/o fiscalizaciones previas para la operación 
de grifos u otras actividades, esto es les permite operar sin verificar previa-
mente si cuentan con las condiciones técnicas y de seguridad necesarias que 
garanticen el derecho a un ambiente sano y equilibrado, lo que se constituye 
en un inminente peligro para el ambiente, los usuarios, vecinos y transeúntes 
de dichos establecimientos en la Provincia Constitucional del Callao.

Asimismo, solicitamos al Poder Judicial en salvaguarda del derecho a un 
ambiente sano y equilibrado ordene a OSINERGMIN la restitución de las 
supervisiones previas de uso y funcionamiento para el otorgamiento de au-
torizaciones (Registro de Hidrocarburos) de grifos y estaciones de servicio, 
grifos flotantes, grifos rurales con almacenamientos en cilindros, consumidor 
directo de GLP, Distribuidor a granel de GLP, Distribuidor de GLP en cilindros, 
Distribuidor Minorista de Combustible Líquido y/u OPDH, local de venta de 
GLP, medios de transporte terrestre de combustibles líquidos, GLP u OPDH, 
red de distribución de GLP.

1.2.	 Hechos
1.2.1.	 Que, el artículo 5º de la Ley Nº 26734 modificada por la Ley Nº 28964, 

establece que es función del OSINERGMIN “c) Supervisar y fiscalizar que 
las actividades de los subsectores de, (…) ‘hidrocarburos’ se desarrollen 
de acuerdo a los dispositivos legales y normas técnicas vigentes”.

1.2.2.	 En ese sentido, el artículo 12º y 18º del Decreto Supremo Nº 030-98-
EM, que aprueba el Reglamento para la Comercialización de Combus-
tibles Líquidos y Otros Productos Derivados de Hidrocarburos (OPDH), 
establece que OSINERGMIN es el órgano competente de otorgar el 
Informe Técnico Favorable para autorizar la instalación y uso y fun-
cionamiento de Plantas de Abastecimiento, de Plantas de Abasteci-
miento en Aeropuertos, de Establecimientos de Venta al Público de 
Combustibles (grifos y estaciones de servicios) e Instalaciones para 
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Consumo Directo de Combustibles. Asimismo, el artículo 3º del D.S. 
Nº 001-2007-EM, que modifica y complementa el D.S Nº 01-94-EM, que 
aprueba el Reglamento para la Comercialización de Gas Licuado de Pe-
tróleo (GLP), establece que OSINERGMIN es el organismo competente 
para establecer los procedimientos administrativos y los requisitos 
para la obtención de los Informes Técnicos Favorables de Instalación 
y/o de Uso y Funcionamiento de los diferentes agentes de la cadena de 
comercialización de Gas Licuado de Petróleo y finalmente el artículo 
11º del D.S. Nº 006-2005-EM, que aprueba el Reglamento para la Ins-
talación y Operación de Establecimientos de Venta al Público de Gas 
Natural Vehicular (GNV), el OSINERG es el órgano competente para 
establecer los procedimientos administrativos para la obtención de los 
ITFs de Instalación y de Uso y Funcionamiento.

1.2.3.	 El Informe Técnico Favorable es un dictamen estimatorio expedido por 
el OSINERGMIN7 para las solicitudes de instalación o uso y funciona-
miento presentadas por los administrados que desean desarrollar una 
actividad de hidrocarburos y que resulta de las supervisiones pre-ope-
rativas efectuada por la autoridad administrativa, para garantizar el 
cumplimiento de las disposiciones técnicas y de seguridad en todas 
las instalaciones de procesamiento, almacenamiento, transporte y/o 
comercialización de hidrocarburos, las cuales garantizan el derecho a 
un ambiente sano y equilibrado de los usuarios, transeúntes, vecinos 
y ciudadanía en general aledaña a estos establecimientos comerciales.

1.2.4.	 Que, el Texto Único de Procedimiento Administrativo (TUPA) del OSI-
NERGMIN, aprobado mediante el Decreto Supremo Nº 023-2009-PCM, 
estableció los requisitos para solicitar el Informe Técnico Favorable 
para las actividades del Sub-Sector Hidrocarburos supervisadas por 
ese organismo. En la cual, se definió como etapas de supervisión para 
obtener dichos Informes pre-operativos que autorizan los proyectos 

7	 Cuya área responsable dentro dicho organismo es la Gerencia de Fiscalización de Hidrocar-
buros Líquidos.
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de grifos y estaciones de servicios: i) La instalación; b) La verificación 
de prueba de hermeticidad, y; c) El uso y funcionamiento.

1.2.5.	 En las etapa de instalación, el OSINERGMIN requiere toda la documen-
tación necesaria sobre el proyecto de construcción del grifo y/o esta-
ción de servicio, mientras que en la etapa de prueba de hermeticidad, 
se verifica la ausencia de fugas en los tanques de almacenamientos de 
combustibles líquidos y OPDH, pero más importante aún en la etapa de 
uso y funcionamiento el OSINERGMIN supervisaba que la construcción 
del grifo y/o estación de servicio ejecutada, estuviera conforme al 
proyecto de instalación y por tanto cumpliera con las normas técnicas 
y de seguridad del sector para operar. Es así que los informes técnicos 
que requería supervisión hasta antes de la vigencia de la Resolución 
Nº 191-2011-OS/CD, eran los siguientes:

Instalación I

Instalación de Modificación y/o Ampliación IMA

Verificación de Pruebas de Hermeticidad VPH

Uso y Funcionamiento UF

Uso y Funcionamiento de Modificación y/o Ampliación UFMA

Verificación del Plan de Abandono VPA

1.2.6.	 En ese orden de ideas, las actividades sujetas a supervisión previa ya 
sea en la etapa de instalación, prueba de hermeticidad y USO Y FUN-
CIONAMIENTO eran mayor hasta antes de la vigencia de la norma 
cuestionada que sustentarán actos administrativos que amenazan 
de manera inminente el derecho a un ambiente sano y equilibrado, 
existiendo por tanto mayores garantías y menos riesgo en la anterior 
normativa para las operaciones de grifos y estaciones de servicio, grifos 
flotantes, grifos rurales con almacenamientos en cilindros, consumidor 
directo de GLP, Distribuidor a granel de GLP, Distribuidor de GLP en 
cilindros, Distribuidor Minorista de Combustible Líquido y/u OPDH, 
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local de venta de GLP, medios de transporte terrestre de combustibles 
líquidos, GLP u OPDH, red de distribución de GLP, conforme se puede 
apreciar en el siguiente cuadro:

N° Actividad: I IMA VPH UF UFMA VPA

1 Consumidores Directos de Combustibles Lí-
quidos y/u OPDH

x x x

2 Estaciones de Servicio / Grifos x x x x x x

3 Grifos Flotantes x x x x x x

4 Grifos con Almacenamiento en Cilindros x x x x x

5 Gasocentro de GLP x x x x x x

6 Consumidores Directos de GLP a Granel que 
cuentan con surtidor

x x x x

7 Consumidores Directos de GLP a Granel que 
no cuentan con surtidor

x x

8 Locales de Venta de GLP (Capacidad Almace-
namiento > 5000 kg)

x x

9 Locales de Venta de GLP (Capacidad Almace-
namiento ≤ 5000 kg)

x x

10 Medios de Transporte Terrestre de Combusti-
bles Líquidos y/u OPDH

x x

11 Medios de Transporte Marítimo, Fluvial y La-
custre de Combustibles Líquidos

x x

12 Medios de Transporte de GLP a Granel x x

13 Medios de Transporte de GLP en Cilindros x x

14 Redes de Distribución de GLP x x

Fuente: Resolución de Consejo Directivo N° 091-2010-OS/CD, la Res. N° 193-2009-OS/CD, Res. N° 
083-2010-OS/CD y Res. N° 755-2007-OS/CD.

1.2.7.	 Sin embargo, a raíz de la dación de la Resolución Nº 193-2009-OS/CD, 
que aprueba el Procedimiento simplificado de ITF, que tuvo por objeto 

http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/001.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/12A.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/12B.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/12C.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/13A.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/001.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/14A.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/14B.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/12C.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/15A.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/15B.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/001.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/16A.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/16A.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/16B.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/16B.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/001.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/20A.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/20B.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/12C.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/21A.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/21B.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/001.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/22A.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/22B.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/23A.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/ITF%20UF-PS%20_Consumidores%20Directos%20de%20GLP%20agranel%20que%20no%20cuentan%20con%20Surtidores_.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/ITF%20UFMA-PS%20_Consumidores%20Directos%20de%20GLP%20a%20granel%20que%20no%20cuentan%20con%20Surtidores_.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/ITF%20UF-PS_Locales_Venta_GLP_mayor_5000.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/ITF%20UFMA-PS_Locales_Venta_GLP_mayor_5000.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/ITF%20UF-PS_Locales_Venta_GLP_menos_5000.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/ITF%20UFMA-PS_Locales_Venta_GLP_menos_5000.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/26A.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/26B.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/26A.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/26B.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/ITF%20UF-PS_Medios_Transporte_GLP_granel.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/ITF%20UFMA-PS_Medios_Transporte_GLP_granel.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/ITF%20UF-PS_Medios_trasnporte_GLP_cilindros.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/ITF%20UFMA-PS_Medios_Transporte_GLP_cilindros.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/ITF%20UF-PS%20_Redes%20de%20Distribucion%20de%20GLP_.pdf
http://www.osinerg.gob.pe/newweb/uploads/GFH/TUPA/ITF%20UFMA-PS%20_Redes%20de%20Distribucion%20de%20GLP_%20_2_.pdf


28

Henry Oleff Carhuatocto Sandoval

simplificar el Trámite de Solicitud de Informe Técnico Favorable para 
Uso y Funcionamiento y para Uso y Funcionamiento de Modificación 
y/o Ampliación, aplicable a Consumidores Directos de Gas Licuado de 
Petróleo (GLP) que no cuenten con surtidores, Locales de Venta de GLP, 
Medios de Transporte de GLP y Redes de Distribución de GLP. Este 
organismo omitió cumplir con la función supervisora encomendada, 
al otorgar autorizaciones para la instalación y funcionamiento de esas 
actividades peligrosas con la sola presentación de declaraciones jura-
das y fotos entregadas por los administrados. Situación, que pretende 
generalizarse con aprobación de la norma cuestionada.

1.2.8.	 El 03 de febrero del 2010, se publicó el D.S. Nº 004-2010-EM, que 
transfiere a OSINERGMIN el Registro de Hidrocarburos que anterior-
mente estaba a cargo de la Dirección General de Hidrocarburos del 
Ministerio de Energía y Minas (MEM), dicho registro viene a constituir 
el mecanismo que permite a toda persona natural o jurídica inscrita en 
él, desarrollar actividades de hidrocarburos, (sea grifos y/o estaciones 
de servicios u otros) y que exigía como requisito previo el Informe 
Técnico Favorable de Uso y Funcionamiento, conforme lo estableció 
la Resolución Nº 091-2010-OS/CD, en su parte considerativa “Que, 
el Informe Técnico de Uso y Funcionamiento regulado por la norma 
indicada en el considerando precedente, constituye, entre otros, un re-
quisito previo para la inscripción en el Registro de Hidrocarburos de 
OSINERGMIN”, en virtud del Decreto Supremo N° 030-98-EM. Por lo 
que, la Resolución N° 191-2011-OS/CD al contravenir en el D.S. N° 030-
98-EM resulta abiertamente ilegal e inconstitucional por infracción al 
numeral 22 del artículo 2° de la Constitución Política del Perú.

1.2.9.	 Así, mediante la Resolución Nº 191-2011-OS/CD, el OSINERGMIN pre-
tende desaparecer la supervisión previa de uso y funcionamiento para 
todas las actividades de hidrocarburos, lo que significa que se prescin-
dirá de verificar, las construcciones ejecutadas de las instalaciones de 
procesamiento, almacenamiento, transporte y/o comercialización de 
hidrocarburos sea grifos, estaciones de servicios, gasocentros u otras 
actividades afines, procediendo directamente a la inscripción en el 



29

El Amparo por el Informe Técnico Favorable Previo para el funcionamiento de grifos y transporte de Gas (GLP) en el Perú

registro de hidrocarburos, con la sola presentación de una declaración 
jurada de cumplimiento de las normas legales, técnicas y de seguridad, 
trasladando la responsabilidad de verificar dicha conformidad a los 
administrados, quienes tienen incentivos necesarios para presentar 
declaraciones falsas como ocurre en los locales de venta de GLP que 
tiene un procedimiento simplificado y cuya fiscalización posterior no se 
realiza sobre el 100% de las autorizaciones otorgadas. En ese sentido, 
el derecho a un ambiente sano y equilibrado no se está resguardando 
debidamente aplicando el principio de prevención y el principio pre-
cautorio previsto en la Ley General del Ambiente, con el fin de evitar 
perjuicios irreparables al ambiente, la salud y vida de las personas que 
usan, transitan o colindan con dichos establecimientos.

1.2.10.	Este panorama es más crítico aun, cuando la NORMA EXCEPTÚA 
TAMBIÉN DEL ITF DE INSTALACIÓN Y USO Y FUNCIONAMIENTO a 
algunas actividades que debido a su desarrollo en medios susceptibles de 
contaminación (ríos o lagos navegables) representa un peligro o amenaza 
inminente contra el ambiente, como es el caso de los grifos flotantes, que 
antes de la vigencia de la norma se exigía las tres supervisiones previas 
antes mencionadas (Instalación, Verificación de prueba de hermeticidad 
y Uso y funcionamiento) mientras que actualmente solo se requiere la 
solicitud de inscripción en el Registro de Hidrocarburos para operar. 
Entre otras actividades que se detalla en el siguiente cuadro:

Actividades

ITF AV RH

Anexo 2.1  Anexo 2.2  Anexo 2.3

Consumidor Directo de CL y/u OPDH (menor a 
5MB)

X X X

Consumidor Directo con Instalaciones Móviles de 
CL y/u OPDH (menor a 5MB)

X X X

Consumidor Directo de GLP X

Distribuidor a granel de GLP X
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Actividades

ITF AV RH

Anexo 2.1  Anexo 2.2  Anexo 2.3

Distribuidor de GLP en cilindros X

Distribuidor minorista de combustible líquido y/u 
OPDH

X

Estación de Servicios X X X

Estación de Servicios con Gasocentro de GLP X X X

Gasocentro de GLP X X X

Grifos X X X

Grifos Flotantes X

Grifo Rural con Almacenamiento en Cilindros X

Local de Venta de GLP X

Medio de Transporte Terrestre de Combustible Li-
quido, GLP u OPDH

X

Red de Distribución de GLP X

Informe Técnico Favorable ITF

Acta de Verificación de Pruebas y de Conformidad AV

Registro de Hidrocarburos RH

1.1.11	 En la exposición de motivos de la norma materia de amparo, se expresa 
que el D.S. Nº 004-2010-EM, que transfiere el registro de hidrocarburos 
le encomienda la tarea de simplificar el registro, razón por la cual se 
ha optado por optimizar los requisitos y procedimientos vinculados a 
la inscripción, modificación, suspensión, cancelación y habilitación de 
agentes, eliminando aquello que cautela el derecho a un ambiente sano 
y equilibrado y la seguridad pública de los ciudadanos frente a dichas 
actividades riesgosas, como es el requisito previo de la supervisión 
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pre-operativa y privilegiando la potestad de controles posteriores, sin 
tener en cuenta que con ello se expone a los usuarios, vecinos y tran-
seúntes de dichos establecimientos a ver vulnerado su derecho a un 
ambiente sano y equilibrado, como consecuencia de los accidentes que 
generarían la potencial explosión e incendio de combustibles líquidos 
y GLP al no haberse verificado previamente a su entrada en operación 
el cumplimiento de las normas técnicas y de seguridad del sector. Con 
ello, el Estado ha renunciado a su poder de policía para promover el 
crecimiento y acceso al mercado de las inversiones privadas del sector 
sin respetar el derecho a un ambiente sano y equilibrado y la seguridad 
de la ciudadanía.

1.1.12	 Cabe señalar que los principios de la Ley de Procedimiento Adminis-
trativo General, Nº 27444 como: simplicidad, eficacia, presunción de 
veracidad y privilegio de controles posteriores que sustentan la Reso-
lución N° 191-2011-OS/CD, hace incurrir en omisión de funciones ya 
que se incumplen normas de mayor jerarquía como es la Ley Nº 26734, 
Ley de creación de OSINERG, Ley N° 27332, Ley Marco de Organismos 
Reguladores de los Servicios Públicos y D.S. N° 030-98-EM, Reglamento 
para la Comercialización de Combustibles Líquidos u OPDH, ya que no 
se debe confundir el principio de simplicidad que exige la ley que busca 
la eliminación de complejidades innecesarias ponderadas mediante el 
test de razonabilidad o proporcionalidad, con la aprobación automática 
de una actividad altamente riesgosa que requiere de supervisión previa 
antes de iniciar operaciones y que de no ser así podría significar un 
peligro inminente para el ambiente, la salud y la vida de las personas. 
De igual forma el principio de eficacia debe velar por la finalidad del 
acto procedimental, entonces corresponde preguntarnos cual es la 
finalidad que persigue este procedimiento, no es sólo el otorgamiento 
de permisos o autorizaciones para desarrollar actividades de hidro-
carburos, sino además cumplir con el poder de policía encomendada 
por el Estado, que es garantizar que dichas actividades se presten en 
condiciones técnicas y de seguridad a fin de cautelar un ambiente sano 
y equilibrado para desarrollo de la vida.
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1.1.13	 Por otra parte, respecto al principio de presunción de veracidad no esta-
mos frente a una presunción absoluta puesto que dicha documentación 
o declaraciones debe ser corroborada por la administración pública, es 
ahí donde se pretende aplicar la fiscalización posterior, sin tomar en 
cuenta que ella se hará sobre una muestra aleatoria dejando un gran 
porcentaje establecimientos autorizados mediante este procedimiento 
sin ser supervisados y por tanto sin garantizar el derecho a un ambiente 
sano y equilibrado de los usuarios, vecinos y transeúntes aledaños a 
dichas establecimientos, vulnerándose abiertamente el principio de 
prevención y precautorio de la Ley General del Ambiente, como lo que 
ocurre con el mercado de locales de venta de GLP donde a la fecha el 
OSINERGMIN no puede fiscalizar la totalidad de localidades autorizados 
mediante esa modalidad, permaneciendo en zozobra las poblaciones 
afectadas.

1.1.14	 En consecuencia OSINERGMIN pretende no resguardar adecuadamente 
el derecho a un ambiente sano y equilibrado de las poblaciones aledañas 
a los establecimientos de procesamiento, almacenamiento, transporte 
y comercialización de combustibles líquidos y GLP, al no ejercer su 
función fiscalizadora delegada por el Estado Peruano mediante la Ley 
Nº 26734, al aprobar la Instalación de actividades de Hidrocarburos, sin 
haber verificado las condiciones técnicas ni de seguridad del estable-
cimiento, omitiendo la fiscalización de la construcción y equipamiento 
de una instalación de Hidrocarburos, con el procedimiento de Inscrip-
ción o Modificación en el Registro de Hidrocarburos (RH) creada por 
la Resolución de Consejo Directivo N° 191-2011-OS/CD que otorga de 
manera automática la autorización a la operación de grifos y estaciones 
de servicio, grifos flotantes, grifos rurales con almacenamientos en 
cilindros, consumidor directo de GLP, Distribuidor a granel de GLP, 
Distribuidor de GLP en cilindros, Distribuidor Minorista de Combus-
tible Líquido y/u OPDH, local de venta de GLP, medios de transporte 
terrestre de combustibles líquidos, GLP u OPDH, red de distribución 
de GLP.
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1.1.15	 En este nuevo procedimiento, bajo qué criterios ese exige a unos que 
presenten su solicitud de Instalación (ITF) y de Actas de Verificación 
(AV) antes denominada prueba de hermeticidad y a otros no; tendríamos 
que preguntarnos qué es más peligroso un Tanque y sus tuberías de 
Diesel B5 o un tanque y sus tuberías de GLP, dado que en dicha norma, 
mientras al consumidor directo de combustible líquidos se le exige ITF 
de instalación y acta de verificación, por otra parte, al consumidor de 
GLP se le otorga directamente el registro, cuando las instalaciones de 
GLP puede constituir un riesgo mayor que las de combustibles líquidos, 
por lo que no existe razonabilidad ni proporcionalidad entre el grado 
de riesgo de la actividad y los requisitos previos exigidos a los adminis-
trados para la entrada en operaciones, todo lo cual a la postre afectará 
el resguardo adecuado del derecho a un ambiente sano y equilibrado.

1.1.16	 Esa misma despropocionalidad se presente en los grifos urbanos con 
relación a los grifos flotantes, cuando por el medio donde se desarrolla 
la segunda actividad, una fuga de combustibles líquidos resulta más 
dañino para el ambiente que en la superficie, sin embargo, solo se 
exige para el grifo urbano la obligación de ITF de instalación y acta de 
verificación, lo que demuestra que no existe un criterio objetivo para 
la fiscalización previa de dichas actividades.

1.1.17	 De igual forma, conviene preguntar señor Juez, si el procedimiento 
simplificado aplicado a los locales de venta de GLP desde el 2009 fue 
determinante para mejorar las condiciones técnicas y de seguridad de 
esa actividad y por ende resguardar el derecho a un ambiente sano, en 
ese sentido conviene preguntarnos ¿Cuántos locales de venta de GLP 
autorizados mediante esa modalidad fueron fiscalizados posterior-
mente?, ¿Cuántos establecimiento fiscalizados posteriormente fueron 
observados?, ello demostrará que la presunción de veracidad y control 
posterior en actividades riesgosas que compete al Estado su vigilancia, 
no funciona y por el contrario se ha creado bombas de tiempo ante la 
omisión del OSINERGMIN.

1.1.18	 En suma, el artículo 1º del D.S. 004-2010-EM señala que OSINERGMIN 
es el encargado de administrar, regular y simplificar el Registro de Hi-
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drocarburos, más no indica que deba OMITIR la evaluación técnica que 
se hacía con el procedimiento de ITF de USO Y FUNCIONAMIENTO, 
dado su importancia para verificar que el administrado que pretende 
desarrollar actividades de hidrocarburos haya cumplido con ejecutar 
el proyecto conforme a lo aprobado por OSINERGMIN en la etapa de 
instalación, como se desprende del D.S. Nº 030-98-EM y de esta forma 
cautelar adecuadamente el derecho a un ambiente sano y equilibra-
do, dando cumplimiento a los principios de prevención y precautorio 
consagrados en la Ley General del Ambiente.

1.1.19	 Cuál es la función de OSINERGMIN entonces, ¿favorecer a las inver-
siones de Hidrocarburos a cualquier costo o hacer que las personas 
que viven alrededores de dichas instalaciones o establecimientos 
vivan de una manera segura sin afecta sus vidas, integridad física ni 
su derecho a un ambiente sano y equilibrado?

1.3.	 Fundamentos jurídicos

1.3.1.	 Amenaza inminente a un ambiente sano y equilibrado de 
los usuarios, vecinos y transeúntes de establecimientos de 
procesamiento, almacenamiento, transporte y comerciali-
zación de combustibles líquidos y GLP

Con respecto a la afectación del derecho al medio ambiente, tanto el artí-
culo 2.22 del Constitución como el artículo 37 inc. 25 del Código Procesal 
Constitucional prevén el inicio de una acción de amparo por la afectación 
de este derecho. La STC 2008-0048-2004-PI/TC prevé que el contenido de 
este derecho está determinado por dos elementos: 1) el derecho a gozar del 
medio ambiente y 2) a su preservación. Al respecto, debemos señalar que la 
falta supervisión previa para la autorización de actividades de procesamiento, 
almacenamiento, transporte y comercialización de hidrocarburos represen-
ta una amenaza inminente para el derecho a gozar de un ambiente sano y 
equilibrado de la población del Callao, porque al no contemplarse medidas 
de prevención y/o mitigación de riesgos de tales actividades podría produ-
cirse accidentes graves que repercutirían en la vida, la salud y el ambiente 
de esta población.
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Recordemos que el derecho a un ambiente sano y equilibrado es reconoci-
do por primera vez en el Principio 1 de la Declaración de Estocolmo sobre 
Medio Humano según el cual “el hombre tiene el derecho fundamental a la 
libertad, la igualdad y el disfrute de condiciones adecuadas en un medio de 
calidad tal que le permita llevar una vida digna y gozar de bienestar y tiene 
la solemne obligación de proteger y mejorar el medio para las generaciones 
futuras.”8 El derecho a un ambiente saludable, equilibrado y adecuado para el 
pleno desarrollo de la vida, es un derecho por tanto de tercera generación e 
intergeneracional9. Por otra parte, la Carta Africana de Derechos Humanos 
y de los Pueblos de 1981, en cuyo artículo 24 se indica que “todos los pueblos 
tienen el derecho a un satisfactorio medio ambiente favorable a su desarrollo”.10

Por su parte, el TC entiende al ambiente como un sistema; es decir como un 
conjunto de elementos que interactúan entre sí. Por ende, implica el com-
pendio de elementos naturales –vivientes o inanimados– sociales y culturales 
existentes en un lugar y tiempo determinados, que influyen en la vida material 
y psicológica de los seres humanos. Por dicha razón, es objeto de protección 
jurídica y forma parte del bagaje de la tutela de los derechos humanos.11 Y 
aquí, lo más importante, es recordar que el TC ha establecido acertadamente 
que existe una obligación concurrente del Estado y de los particulares de 
mantener aquellas condiciones naturales del ambiente, a fin de que la vida 
humana exista en condiciones ambientalmente dignas. El Estado democrático 
de derecho debe proteger a las personas contra los ataques al medio ambiente 
en el que se desenvuelva su existencia, para permitir que el desarrollo de la 
vida se realice en condiciones ambientales aceptables. El Estado asume la 
obligación de abstenerse de realizar cualquier tipo de actos que afecten el 
medio ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida humana.

8	 Organización de las Naciones Unidas. Informe de la Conferencia de Naciones Unidas sobre 
el Medio Humano. (Estocolmo,1972) Nueva Cork: Naciones Unidas, 1973.

9	 Cfr, Foy , Pierre y otros. Derecho Internacional Ambiental. PUCP Fondo Editorial. Lima- Perú. 
2003. p.94

10	 Cfr, Foy , Pierre y otros. Derecho Internacional Ambiental. PUCP Fondo Editorial. Lima- Perú. 
2003. p.93

11	 Exp. N.° 0018-2001-AI/TC
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El papel del Estado no sólo supone tareas de reparación frente a daños 
ocasionados, sino de manera especialmente relevante, de prevención para 
evitar que aquellos no sucedan. Toda persona tiene el derecho irrenunciable 
a vivir en un ambiente saludable, equilibrado y adecuado para el pleno desa-
rrollo de la vida, y el deber de contribuir a una efectiva gestión ambiental y de 
proteger el ambiente, así como sus componentes, asegurando particularmente 
la salud de las personas en forma individual y colectiva, la conservación de la 
diversidad biológica, el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales 
y el desarrollo sostenible del país.12 En ese sentido, es obligación del Estado, 
a través de la autoridad administrativa competente garantizar que los esta-
blecimientos y/o actividades de hidrocarburos se desarrollen en condiciones 
técnicas y de seguridad para evitar accidentes que afecten el ambiente, la 
salud y la vida de las personas que habitan, transitan o hacen uso de dichos 
establecimientos.

Advirtamos que el TC ha manifestado, en los Expedientes No 018-2002-AI/TC 
y 048-2004-AI/TC; que a partir de una interpretación del artículo 2, inciso 
22) de la Constitución, se entiende que el derecho fundamental a un ambiente 
sano y equilibrado se encontraba configurado por los siguientes elementos: 
1) el derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado y, 2) el derecho 
a que dicho ambiente se preserve. En ese sentido, queda claro, que no se 
puede gozar de una ambiente sano y equilibrado, sin que las autoridades 
supervisoras y fiscalizadoras cumplan sus deberes funcionales, que, en el 
caso concreto, implica la falta de supervisiones previas para la expedición de 
autorizaciones de actividades de procesamiento, almacenamiento, transporte 
y comercialización de combustibles líquidos o GLP, que resulta el mecanismo 
idóneo para garantizar el derecho a un ambiente sano y equilibrado.

El derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado, comporta la 
facultad de las personas de poder disfrutar de un ambiente en el que sus 
elementos se desarrollan e interrelacionan de manera natural y armónica; 
y, en el caso de que el hombre intervenga, no debe suponer una alteración 
sustantiva de la interrelación que existe entre los elementos del medio am-

12	 El artículo I del Título Preliminar de la Ley General del Ambiente
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biente. Esto supone, por tanto, el disfrute no de cualquier entorno, sino 
únicamente del adecuado para el desarrollo de la persona y de su dignidad. 
Evidentemente, cuando se autoriza actividades riesgosas como grifos, esta-
ciones de servicios, gasocentros y otros sin verificar las normas técnicas y de 
seguridad que garanticen un ambiente sano y equilibrado, se atenta contra el 
entorno y la propia dignidad de las personas a quienes se les condena a vivir 
en permanente estado de zozobra por los riesgos que implica la actividad de 
comercialización o almacenamiento de hidrocarburos, sin fiscalización previa 
para su funcionamiento.

1.3.2.	 La naturaleza autoaplicativa de la norma que sustenya actos 
administrativos que amenazan el derecho constitucional a 
un ambiente sano y equilibrado

Cabe señalar señor Juez, que la Resolución de Consejo Directiva Nº 191-2011-
OS/CD, expedida por OSINERGMIN, constituye el reglamento que aprueba el 
nuevo procedimiento para el otorgamiento de Registro de Hidrocarburos en 
las distintas actividades de dicho sector (sea grifos o estaciones de servicios, 
gasocentros, etc.), por tanto, al no requerir actos posteriores para su ejecución, 
tras su entrada en vigencia desde el 21 de noviembre del 2011, la norma es de 
naturaleza autoaplicativa, pudiendo los administrados a partir de dicha fecha 
solicitar la autorización para la entrada en operaciones de establecimientos 
de comercialización y almacenamiento de combustibles líquidos y GLP, con 
la inminente amenaza al derecho a un ambiente sano y equilibrado que ello 
significa para la provincia constitucional del Callao.

1.3.3.	 El principio de prevención ambiental aplicado a la fiscali-
zación de actividades de procesamiento, almacenamiento, 
transporte y comercialización de hidrocarburos

“La gestión ambiental tiene como objetivos prioritarios prevenir, vigilar y evitar 
la degradación ambiental. Cuando no sea posible eliminar las causas que la 
generan, se adoptan las medidas de mitigación, recuperación, restauración o 
eventual compensación, que correspondan” así lo dispone el artículo VI de la 
Ley General del Ambiente. Al respecto en la STC No 048-04-PI-TC se señala 
que el principio de prevención supone resguardar los bienes ambientales de 
cualquier peligro que pueda afectar su existencia. Recordemos que el TC, en 
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la STC N° 0018-2001-AI/TC, establece que el papel del Estado no sólo supone 
tareas de conservación, sino también de prevención. En efecto, por la propia 
naturaleza del derecho, dentro de las tareas de prestación que el Estado está 
llamado a desarrollar, especial relevancia tiene la tarea de prevención y, desde 
luego, la realización de acciones destinadas a ese fin. Y es que, si el Estado 
no puede garantizar a los seres humanos que su existencia se desarrolle en 
un medio ambiente sano, éstos sí pueden exigir del Estado que adopte todas 
las medidas necesarias de prevención que la hagan posible. El mencionado 
colegiado estima que la protección del medio ambiente no es sólo una cuestión 
de reparación frente a daños ocasionados, sino, y de manera especialmente 
relevante, de prevención para evitar que aquellos no sucedan.

La gestión del ambiente que se ejecuta a través de instrumentos de gestión 
ambiental y toma vida en la propia estructura del Sistema Nacional de Ges-
tión Ambiental debe atender necesariamente al cumplimiento del principio 
de prevención que tiene siete componentes: a) Prevención; b) Vigilancia; c) 
Evitar la degradación ambiental; d) Medidas de mitigación; e) Medidas de 
recuperación; f) Medidas de restauración; g) Medidas de compensación.

Los tres primeros (a, b y c) se refieren a un espacio temporal previo a la produc-
ción de un daño ambiental, donde el control y fiscalización preventivo de las 
autoridades sectoriales con competencia ambientales será fundamental para 
prevenir, vigilar o evitar la degradación del ambiente. Las cuatro conductas 
restantes ( d, e, f y g ) se refieren a la eventualidad de que el daño ambiental 
deba ser socialmente aceptado y absorbido bajo determinadas condiciones 
para efectos de permitir el desarrollo social y económico del país, este es el 
caso de actividades extractivas de minerales o hidrocarburos, en las cuales 
deberán estar siempre presente en los instrumentos de gestión ambiental 
medidas de mitigación, recuperación, restauración (sobre todo en el plan de 
cierre) y eventual compensación de las poblaciones afectadas. La fiscalización 
y control posterior a la producción de un daño ambiental deberían tener en 
cuenta las obligaciones antes citadas independientemente de la responsa-
bilidad civil y penal que pudiera existir.

También es bueno recordar, que, en el 2007, en el ámbito forestal el Tribunal 
Constitucional estableció que se puede anular concesiones forestales en base 
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a la aplicación del principio de prevención que se deriva de la faz prestacional 
inherente al derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado. En tal 
sentido, el mencionado Tribunal estableció el deber del Estado de prevenir 
adecuadamente los riesgos ante los cuales se encuentra el ecosistema, así 
como los daños que se pueden causar al ambiente como consecuencia de la 
intervención humana, en especial en la realización de una actividad econó-
mica. Más aún, el principio de prevención obliga al Estado a ejecutar acciones 
y adoptar medidas técnicas que tengan como fin evaluar los posibles daños 
que se pueda ocasionar al medio ambiente.13 Así, en doctrina se ha expuesto 
lo siguiente; “La conservación no puede realizarse si no se adoptan medidas 
protectoras que impidan el deterioro de los bienes ambientales cuya conser-
vación se pretende. Son necesarios medios técnicos específicos que, gene-
ralmente, van asociados con limitaciones o con otras más específicas, como 
la prohibición de la caza y del comercio de especies de animales protegidas 
o la evaluación del impacto ambiental”14.

Esto quiere decir que el deber del Estado no sólo se manifiesta en resguardar 
que las actividades de los concesionarios se hagan dentro de los parámetros 
previstos de acuerdo al marco jurídico preestablecido para la protección del 
ambiente, sino, también en el de ejercer un control a priori, esto es, de realizar 
los estudios pertinentes para que, antes de que se realicen las actividades que 
puedan afectar el medio ambiente, se tenga cierto grado de certeza sobre las 
consecuencias que dicha actividad pueda ocasionar. Sólo de esta manera se 
podrán adoptar medidas destinadas a evitar el daño o, en todo caso, hacerlo 
tolerable.15 En tal sentido, en el presente caso, lo que se pretende es evitar 
el daño ambiental posterior producto de los accidentes ocasionados para la 
falta de fiscalización previa a los establecimientos de procesamiento, comer-
cialización, transporte y almacenamiento de hidrocarburos, resguardando 

13	 Fundamento 10 de la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Exp. N.° 1206-2005-
PA/TC

14	 Canosa Usera, Raúl. Constitución y medio ambiente. Lima, Jurista Editores, 2004, p. 225.
15	 Fundamento 12 de la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Exp. N.° 1206-2005-

PA/TC
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el derecho a gozar de un ambiente sano y equilibrado de las poblaciones 
interactúan con esas actividades sea usuarios, vecinos o transeúntes.

1.4.	 Sentencia 319/2023 del Tribunal Constitucional

1.4.1.	 Los principios de prevención y precautorio en el marco de 
los derechos medioambientales que inciden sobre la salud y 
vida de las personas

La Constitución Política no solo ha recogido el derecho a gozar de un medio 
ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida (artículo 2.22), sino 
que, además, en el marco de la “Constitución Ecológica”, se encuentran los 
artículos establecidos en el capítulo segundo del título tercero, entre otros, la 
obligación del Estado de promover el uso sostenible de los recursos naturales 
(artículo 67). En efecto, ya este Tribunal Constitucional, en diversas oportuni-
dades, ha considerado que es posible referirse a la “Constitución Ecológica” 
como el conjunto de disposiciones que la Constitución fija en las relaciones 
entre el individuo, sociedad y el medio ambiente (Cfr. sentencias dictadas en 
los Expedientes 03610- 2008-PA/TC, fundamento 33, y 00012-2019-PI/TC, 
fundamento 7). 16 En ese contexto, no es posible promover inversiones públi-
cas ni privadas sin establecer salvaguardas socio ambientales que protejan 
la vida humanas y otras formas de vida lo que implica que la supervisión de 
los mecanismos de prevención de daños ambientales sean los idóneos para 
realmente prevenir catástrofes ambientales como el ocurrido producto del 
derrame de petróleo en Ventanilla (2022).

El Tribunal Constitucional ha establecido que “el contenido constitucional-
mente protegido del derecho a gozar de un medio ambiente equilibrado y 
adecuado al desarrollo de la vida se encuentra compuesto por los siguientes 
derechos: (i) derecho a gozar de ese medio ambiente y (ii) derecho a que se ese 
medio ambiente se preserve. Dichos contenidos también deben interpretarse 
con la categoría “desarrollo sostenible”, en aras de combinar el crecimiento 
económico del país con la obligación del Estado y de la sociedad de prevenir 

16	 Fundamento 12 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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graves riesgos para el medio ambiente, la salud y la vida de las personas.” 17 

En ese orden de ideas, es obligación del Estado velar porque las actividades 
hidrocarburíferas no ocasionen daños ambientales exigiendo a sus titulares 
que adopten las medidas de prevención necesarias para que esta actividad 
riesgosa sea segura y no represente un riesgo a la salud y la vida de las per-
sonas o la subsistencia de la diversidad biológica.

En virtud de ello, la Ley 28611, Ley General del Ambiente, norma de desarrollo 
constitucional, incorporó como principios básicos el principio precautorio 
y el principio de prevención. En efecto, el artículo VII del Título Preliminar 
de la citada ley ha incluido el principio precautorio, el cual establece que, 
cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza absoluta 
no debe utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces 
y eficientes para impedir la degradación del ambiente. 18 El Tribunal Consti-
tucional ha declarado que el instituto de la precaución es un principio que 
garantiza el derecho a gozar de un medio ambiente adecuado y equilibrado 
frente a situaciones de amenaza o de riesgo de un daño, en las que existe 
falta de certeza científica sobre sus causas y los peligros o daños que podrían 
causar. En particular, manifestó lo siguiente: 19

Al principio precautorio se le pueden reconocer algunos elementos. 
Entre ellos: a) la existencia de una amenaza, un peligro o riesgo de 
un daño; b) la existencia de una incertidumbre científica, por des-
conocimiento, por no haberse podido establecer evidencia convin-
cente sobre la inocuidad del producto o actividad, aun cuando las 
relaciones de causa-efecto entre éstas y un posible daño no sean 
absolutas, o incluso por una importante controversia en el mundo 
científico acerca de esos efectos en cuestión; y c) la necesidad de 
adoptar acciones positivas para que el peligro o daño sea prevenido 
o para la protección del bien jurídico como la salud, el ambiente, la 

17	 Fundamento 13 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
18	 Fundamento 14 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
19	 Fundamento 15 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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ecología, etc. (Cfr. sentencia recaída en el Expediente 02005-2009- 
PA/TC, fundamento 49)

En el presente caso no existe duda de que si no se realiza una supervisión pre-
via a los vehículos e instalaciones que almacenan hidrocarburos (GLP) se tiene 
certeza que puede incrementarse las probabilidades de una deflagración o 
explosión producto de las condiciones técnicas inadecuadas de la infraestruc-
tura que contiene la sustancia altamente inflamante por lo que corresponde 
descartar el principio precautorio y aplicar el principio de prevención que 
justamente opera cuando se tiene evidencia de las consecuencias que puede 
acarrear al ambiente el no adoptar medidas de protección adecuadas. En esa 
línea de pensamiento, el Tribunal Constitucional dice que “la Ley General del 
Ambiente ha incorporado en el artículo VI de su Título Preliminar el principio 
de prevención, consistente en que la gestión ambiental tiene como objetivos 
prioritarios prevenir, vigilar y evitar la degradación ambiental. Cuando no 
sea posible eliminar las causas que la generan, se adoptan las medidas de 
mitigación, recuperación, restauración o eventual compensación que corres-
pondan. Este principio se diferencia del anterior en que, en este caso, el daño 
o riesgo potencial se encuentra acreditado; empero, se podría reconocer un 
nivel aceptable respecto de él, de ahí que, en las situaciones relativas al medio 
ambiente, este último principio cobra mayor relevancia, por ejemplo, en las 
situaciones que involucran licencias y permisos para actividades mineras, 
gasíferas, energéticas y de hidrocarburos.” 20

Así las cosas, en los casos de prevención de fugas de sustancias tóxicas, 
peligrosas o inflamables como sería el gas, un relave minero o derrame de 
petróleo corresponde aplicar el principio de prevención que te permite adoptar 
mecanismos de vigilancia y supervisión necesarios para que las actividades 
económicas se desarrollen con total seguridad sin exponer la vida o la salud 
de las personas.

Acierta el Tribunal Constitucional cuando señala que “la protección del efectivo 
ejercicio del derecho al medio ambiente adecuado y equilibrado no solo es 

20	 Fundamento 16 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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una cuestión de reparación o compensación de los daños producidos, sino de 
prevención para que ellos no sucedan, y de protección que puede hacerse 
efectiva desde la previsión de medidas reactivas que hagan frente a los 
daños que ya se han producido. Ello involucrará medidas que hagan frente a 
riesgos conocidos antes de que se produzcan (prevención) hasta medidas que 
prevean y eviten amenazas de daños desconocidos o inciertos (precaución) 
(Cfr. sentencia recaída en el Expediente 00012-2019-PI/TC, fundamento 21).” 21

Efectivamente, la mejor forma de proteger el derecho a un ambiente ade-
cuado y equilibrado es previniendo los daños ambientales, adelantándonos al 
momento previo al inicio de la actividad riesgosa para implantar mecanismos 
de protección ambiental adecuados. Solo después de esto podemos pensar en 
la reparación y compensación ambiental por la afectación de un ecosistema 
producto de una actividad riesgosa que no tenía los mecanismos de protección 
y prevención adecuados para evitar el incidente.

§. El rol de los organismos reguladores con relación al efectivo ejercicio del 
derecho a gozar de un medio ambiente saludable, vida y salud de las personas

Como parte de su organización administrativa dentro del modelo de economía 
social de mercado, nuestro país ha incorporado la creación y el funcionamiento 
de un conjunto de organismos reguladores en la estructura institucional del 
Estado con diversas denominaciones. En la sentencia recaída en el Expedien-
te 00008- 2003-PI/TC, fundamento 41, el Tribunal Constitucional advirtió 
del rol de los organismos reguladores. Ahí se manifestó que los organismos 
reguladores de la inversión privada en los sectores públicos conllevan una 
misión de especial trascendencia para el correcto desenvolvimiento del 
mercado. A dichos organismos autónomos les compete, dentro de sus co-
rrespondientes ámbitos sectoriales, la supervisión, regulación y fiscalización 
de las empresas que ofrecen servicios al público, así como la aplicación de 
las sanciones a que hubiere lugar, en caso de que los oferentes de servicios 
contravengan las disposiciones legales y técnicas que regulan su labor o que-
branten las reglas de mercado que garantizan una competencia eficiente y leal. 

21	 Fundamento 17 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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Deben, asimismo, actuar con eficiencia en la solución de toda controversia 
que pudiera presentarse en el sector que les compete. 22

Fuente: Andina Enlace: https://www.gob.pe/institucion/indecopi/noticias/755387-el-indecopi-
sanciona-el-primer-caso-de-cartel-de-reparto-de-trabajadores-de-empresas

Efectivamente, los organismos reguladores deben velar porque se brinde a 
la población los mejores bienes y servicios posibles dentro de la lógica de 
una economía social de mercado sin que se descuide la protección de los 
derechos constitucionales de los ciudadanos que pueden verse afectados 
por los peligros que implican determinadas actividades económicas como 
la minería, el petróleo o gas pero también en actividades riesgosas como el 
transporte terrestre, aéreo o marítimo así como los deportes extremos o los 
medicamentos y sus efectos secundarios.

22	 Fundamento 18 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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La configuración de nuestro diseño institucional, que incluye las funciones 
propias de los organismos reguladores que potencian el mercado a través del 
pluralismo económico y las libertades económicas, debe interpretarse bajo 
criterios de unidad y concordancia práctica con otros derechos, principios y 
valores que se instituyen en la Constitución. Ello significa que los organismos 
reguladores deben desempeñar sus funciones considerando el marco nor-
mativo de protección de los distintos derechos y principios como la vida, la 
salud, el medio ambiente saludable, etc. Lo indicado cobra relevancia cuando 
una de las funciones de los organismos reguladores es la de fijar las normas 
técnicas que han de cumplir los diferentes agentes que participan en los 
procesos económicos. 23

Fuente: La República Enlace: https://larepublica.pe/politica/2021/11/19/indecopi-multan-a-33-
empresas-por-concertar-en-el-club-de-la-construccion-odebrecht

23	 Fundamento 22 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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Fuente: Andina Enlace: https://andina.pe/agencia/noticia-corte-suprema-confirma-decision-del-
indecopi-sobre-concertacion-precios-del-pollo-anos-19951996-333219.aspx%20(2018

La labor de los reguladores es muy importante porque garantiza no solamente 
la libre competencia sino sobre todo los derechos de los consumidores que 
se pueden ver afectados gravemente si por ejemplo concierta precios 12 
empresas avícolas afectando con ello la canasta familiar y la economía de los 
sectores económicos más vulnerables.

En el mismo sentido, el artículo 67 de la Constitución Política establece la 
obligación del Estado de instituir la política del ambiente. Del mismo modo, 
el artículo 44 establece que son deberes primordiales del Estado, entre otros, 

https://andina.pe/agencia/noticia-corte-suprema-confirma-decision-del-indecopi-sobre-concertacion-precios-del-pollo-anos-19951996-333219.aspx%20(2018
https://andina.pe/agencia/noticia-corte-suprema-confirma-decision-del-indecopi-sobre-concertacion-precios-del-pollo-anos-19951996-333219.aspx%20(2018
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garantizar la plena vigencia de los derechos humanos y proteger a la población 
de las amenazas contra su seguridad, sin perjuicio de la obligación que, en 
específico, tiene el Estado de proteger la vida, la salud, el medio ambiente 
saludable, la seguridad pública y la propiedad de las personas. 24

Fuente: Indecopi
Enlace:https://repositorio.indecopi.gob.pe/bitstream/handle/11724/8890/NP%20220415%20

Sanci%c3%b3n%20c%c3%a1rtel%20de%20pavos.pdf?sequence=2&isAllowed=y

24	 Fundamento 23 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC

https://repositorio.indecopi.gob.pe/bitstream/handle/11724/8890/NP%20220415%20Sanci%c3%b3n%20c%c3%a1rtel%20de%20pavos.pdf?sequence=2&isAllowed=y
https://repositorio.indecopi.gob.pe/bitstream/handle/11724/8890/NP%20220415%20Sanci%c3%b3n%20c%c3%a1rtel%20de%20pavos.pdf?sequence=2&isAllowed=y
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En el Perú los casos de concertación de precios han dañado al mercado y 
al bienestar de las personas especialmente en el segmento de alimentación 
donde los casos de la concertación del precio del pollo y el pavo por parte de 
empresas muy reputadas fueron una demostración de la importancia de los 
reguladores para contener el apetito de lucro de las empresas que a veces 
no tienen límites y por aumentar su rentabilidad son capaces de reunirse 
con su competencia para fijar altos precios en perjuicio de los consumidores.

Fuente: Ojo público Enlace: https://ojo-publico.com/sala-del-poder/una-millonaria-demanda-
contra-kimberly-clark-y-protisa-por-colusion

Es increíble como se instauro en el Perú un cartel del papel higiénico que 
sin ningún escrúpulo fijo los precios sin que le importara la economía de los 
peruanos y los sectores menos favorecidos, plan que hubiera continuado hasta 
la actualidad, si que el regulador no hubiera intervenido y sancionado a las 
empresas responsables en resguardo de los derechos de los consumidores.

El Tribunal Constitucional tampoco puede soslayar la importante labor de 
los organismos reguladores para promover nuevas inversiones, así como el 

https://ojo-publico.com/sala-del-poder/una-millonaria-demanda-contra-kimberly-clark-y-protisa-por-colusion
https://ojo-publico.com/sala-del-poder/una-millonaria-demanda-contra-kimberly-clark-y-protisa-por-colusion
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ingreso de nuevos operadores en el ámbito económico de nuestro país, en el 
marco del artículo 59 de la Constitución, que dispone que el Estado estimula 
la creación de la riqueza y garantiza la libertad de trabajo y la libertad de em-
presa, comercio e industria; no obstante, debe destacarse que la Constitución 
precisa también que el ejercicio de tales libertades no debe ser lesivo a la 
moral, ni a la salud, ni a la seguridad públicas. 25

Fuente: INDECOPI Enlace: https://repositorio.indecopi.gob.pe/bitstream/handle/11724/5508/
NP%20161025%20Sanci%c3%b3n%20a%20c%c3%a1rtel%20farmac%c3%a9utico.

pdf?sequence=1&isAllowed=y

25	 Fundamento 24 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC

https://repositorio.indecopi.gob.pe/bitstream/handle/11724/5508/NP%20161025%20Sanci%c3%b3n%20a%20c%c3%a1rtel%20farmac%c3%a9utico.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://repositorio.indecopi.gob.pe/bitstream/handle/11724/5508/NP%20161025%20Sanci%c3%b3n%20a%20c%c3%a1rtel%20farmac%c3%a9utico.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://repositorio.indecopi.gob.pe/bitstream/handle/11724/5508/NP%20161025%20Sanci%c3%b3n%20a%20c%c3%a1rtel%20farmac%c3%a9utico.pdf?sequence=1&isAllowed=y
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Fuente: Infobae Enlace: https://www.infobae.com/peru/2024/07/16/el-cartel-de-laboratorios-
indecopi-investiga-a-empresas-farmaceuticas-por-presunta-colusion-en-licitaciones-con-el-estado/

Recientemente, los carteles de farmacéuticas y laboratorios médicos han 
concertado precios en perjuicio del servicio de salud pública y de pacientes 
de los sectores más vulnerables. Las constructoras y las editoriales no se 
han quedado atrás y los casos de concertación de precios habiendo sido sus 
víctimas los ciudadanos que buscaban casa propia y el sector de educación 
pública que compraba los textos a precios más altos. En todos estos casos 
sin la intervención del regulador la conducta infractora se hubiera extendido 
en el tiempo agravándose el daño a la sociedad.

Fuente: Andina Enlace: https://elperuano.pe/noticia/120676-indecopi-sanciona-a-cartel-de-empresas-
editoriales#:~:text=13%2F05%2F2021%20Una%20multa,impresi%C3%B3n%20de%20textos%20escolares%20del

https://www.infobae.com/peru/2024/07/16/el-cartel-de-laboratorios-indecopi-investiga-a-empresas-farmaceuticas-por-presunta-colusion-en-licitaciones-con-el-estado/
https://www.infobae.com/peru/2024/07/16/el-cartel-de-laboratorios-indecopi-investiga-a-empresas-farmaceuticas-por-presunta-colusion-en-licitaciones-con-el-estado/
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Una forma de promover nuevas inversiones, el acceso al mercado, la pluralidad 
de los agentes económicos, la libre competencia e impulsar el proceso de 
formalización en el país, es optimizando los procedimientos administrativos 
para lograr las inscripciones en los registros, acceder a las autorizaciones, las 
licencias, las concesiones, etc., respecto de cada uno de los procesos en que 
participan los diferentes agentes económicos. Sin embargo, la optimización 
de los procedimientos, esto es, buscar la mejor manera de realizar una 
actividad, no implica que pueda ponerse en grave riesgo algunos bienes 
protegidos constitucionalmente o el ejercicio de los derechos fundamen-
tales de las personas. 26

La promoción de las inversiones privadas no debe implicar el retroceder en 
estándares de protección de los derechos constitucionales de los ciudadanos, 
sino que debe progresivamente mejorar su disfrute y goce no siendo admisible 
que la flexibilización de los procedimientos de licencia y autorización para el 
desarrollo de actividades económicas deje sin efecto precauciones mínimas 
necesarias para que el ambiente, salud y vida de las personas estén seguros.

Lo antedicho cobra especial relevancia cuando se está frente a actuaciones 
que involucran bienes y productos que son altamente peligrosos y nocivos 
para la vida, la salud, el medio ambiente e incluso la propiedad; es decir, 
para la seguridad pública, tales como los que provienen de los procesos 
mineros, gasíferos, energéticos y del sector hidrocarburos, etc. Por ello, es 
indispensable que cuando la autoridad administrativa o el Poder del Estado de 
que se trate, dentro del ámbito de sus competencias, elabore alguna normativa 
legal o técnica o diseñe políticas públicas, lo haga ponderando los riesgos 
potenciales respecto de los bienes o derechos que puedan verse afectados. 27

En ese sentido, nunca debió suspenderse la supervisión previa para la autori-
zación de funcionamiento de actividades de transporte y comercialización de 
gas-GLP porque esto implicaba a ciencia cierta un incremento del riesgo de 
accidentes que podrían ser mortales para los ciudadanos como efectivamente 
ocurrió en el caso de Villa El Salvador en enero del 2020.

26	 Fundamento 24 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
27	 Fundamento 25 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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De ahí que los denominados procesos de simplificación o flexibilización de 
los procedimientos o requisitos exigidos para que los agentes económicos 
obtengan licencias, autorizaciones, concesiones, inscripciones, registro, etc., 
que les genere la titularidad de derechos sobre actividades como exploración, 
explotación, instalación de dichos productos, transporte, etc.; deban ser 
estudiadas con mucha atención por la autoridad competente, considerando 
el peligro que suponen actividades ligadas como los hidrocarburos, gases, 
energía, etc. En todo caso, la simplificación o flexibilización de los proce-
dimientos debe realizarse considerando la naturaleza de cada actividad 
concreta y atendiendo a criterios de razonabilidad y proporcionalidad, sin 
que en ningún caso pueda ponerse en grave riesgo la seguridad pública y 
el efectivo ejercicio de los derechos fundamentales a la vida, la salud y el 
medio ambiente. 28

§. Análisis del caso concreto

Con fecha 18 de octubre de 2009, se publicó la Resolución de Consejo Directivo 
de Osinergmin 193-2009-OS/CD, que aprobó el procedimiento simplificado 
para el trámite de solicitud del Informe Técnico Favorable, norma que resultaba 
aplicable a las solicitudes de Informe Técnico de Uso y de Funcionamiento, 
así como de Uso y Funcionamiento de Modificación y/o Ampliación, para 
Consumidores Directos de Gas Licuado de Petróleo (GLP) que no cuenten 
con surtidores, Locales de Venta de Gas Licuado de Petróleo (GLP), Medios 
de Transporte de Gas Licuado de Petróleo (GLP) y Redes de Distribución de 
Gas Licuado de Petróleo (GLP). En ella se indicó que no será necesario so-
licitar previamente un Informe Técnico Favorable para la Instalación o para 
Modificación y/o Ampliación de Instalación, y que se deberá cumplir con 
todos los requisitos señalados en su Anexo 2. 29

Posteriormente, se emitió la Resolución de Consejo Directivo de Osinergmin 
091-2010-OS/CD, que aprobó el Reglamento del Registro de Hidrocarburos. 
Dicha normativa fue derogada por la hoy cuestionada norma, Resolución del 

28	 Fundamento 26 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
29	 Fundamento 33 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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Consejo Directivo de Osinergmin 191-2011-OS/CD, publicada el 18 de octu-
bre de 2011 y vigente desde el 21 de noviembre de 2011. En esta resolución 
se dispone como obligación, para determinados agentes, la obtención de un 
Informe Técnico Favorable (ITF) y de Actas de verificación de conformidad y 
de pruebas, previamente a la inscripción en el Registro de Hidrocarburos. En 
efecto, conforme se advierte del texto del reglamento, en virtud del proceso 
de simplificación iniciado años atrás, se habrían excluido algunos procedi-
mientos para que el solicitante que desee realizar actividades de hidrocarburos 
sea incorporado en el registro, además de la exigencia del Informe Técnico 
Favorable para algunas de las actividades que forman parte de las actividades 
de hidrocarburos. Ello puede ser verificado de los anexos 2 y 3, que fueron 
reemplazados en algunos casos por declaraciones juradas de cumplimiento 
de las normas legales y técnicas, así como de las actas de verificación de 
terceras empresas inscritas en el Instituto Nacional de Calidad (INACAL). 30

El fundamento para la implementación del proceso de simplificación recayó 
en la aplicación de diversos principios administrativos, como los principios de 
simplicidad, eficacia y presunción de veracidad contemplados en el artículo 
IV del Título Preliminar de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administra-
tivo General, así como del principio de privilegio de controles posteriores, 
regulado en el numeral 1.16 del artículo 1, en concordancia con el artículo 32 
de la referida Ley, el cual establece que la fiscalización posterior se ejercerá 
sobre la autenticidad de las declaraciones, los documentos y las informaciones 
proporcionadas por los administrados. 31

Sin perjuicio de la profusa y dispersa regulación existente con relación a los 
reglamentos y normas que regulan la actividad de hidrocarburos, así como el 
evidente proceso de simplificación de los procedimientos administrativos para 
acceder al registro y a los Informes Técnicos Favorables que emite Osinergmin, 
el Tribunal Constitucional no puede dejar de advertir que la amenaza que 
se alega en la demanda ya se habría materializado, con lo cual no solo se 
puede constatar diversos actos lesivos a raíz del proceso de simplificación 

30	 Fundamento 36 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
31	 Fundamento 37 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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materia de autos, sino que, además, esto refleja que, mientras subsista dicha 
regulación, el riesgo de daño y, por ende, de vulneración de los derechos 
alegados en la demanda, se torna cierto e inminente, a partir de la aplica-
ción de la cuestionada resolución del consejo directivo del Osinergmin. 32

No son ajenos al Tribunal Constitucional los sucesos ocurridos el 23 de enero 
de 2020 en el distrito de Villa El Salvador, región Lima, que dejó el saldo de 
más de treinta personas fallecidas, más de cincuenta heridos y un número 
similar de viviendas afectadas33 a causa de la fuga de gas y deflagración de un 
camión cisterna de placa de rodaje A2X-847 que transportaba GLP. El Informe 
103-2020-OS/OR LIMA SUR de Osinergmin, de fecha 30 de enero de 2020, 
seguido en el Expediente 20200001826434 , da cuenta de que el Texto Único 
de Procedimientos Administrativos (TUPA) mantiene todos los requisitos 
previstos en el Reglamento del Registro de Hidrocarburos. Así, se expresó 
que “lo que se modificó fue la calificación del procedimiento, pasando de 
ser de evaluación previa con silencio administrativo negativo a aprobación 
automática. Ello implica que luego de verificados la entrega de todos los do-
cumentos previstos en el TUPA se procede a la inscripción en el Registro de 
hidrocarburos, sin perjuicio de la fiscalización posterior”. En otras palabras, 
únicamente, lo que realizaba Osinergmin, en virtud del principio de controles 
posteriores, es la fiscalización y supervisión posterior, mas no necesariamente 
las previas a la inscripción en el registro y a la emisión del Informe Técnico 
Favorable en la actividad de hidrocarburo. 35

32	 Fundamento 38 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
33	 https://www.defensoria.gob.pe/defensoria-del-pueblo-a-un-ano-de-fatal-accidente-de-

gas-en-villa-el-salvador-victimas-continuan-sin-recibir-justicia/
34	 https://www.osinergmin.gob.pe/empresas/hidrocarburos/noticia/detalle/informeso-

bre-evento-ocurrido-el-23-de-enero-de-2020-en-villa-el-salvado
35	 Fundamento 39 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC

https://www.defensoria.gob.pe/defensoria-del-pueblo-a-un-ano-de-fatal-accidente-degas-en-villa-el-salvador-victimas-continuan-sin-recibir-justicia/
https://www.defensoria.gob.pe/defensoria-del-pueblo-a-un-ano-de-fatal-accidente-degas-en-villa-el-salvador-victimas-continuan-sin-recibir-justicia/
https://www.osinergmin.gob.pe/empresas/hidrocarburos/noticia/detalle/informesobre-evento-ocurrido-el-23-de-enero-de-2020-en-villa-el-salvado
https://www.osinergmin.gob.pe/empresas/hidrocarburos/noticia/detalle/informesobre-evento-ocurrido-el-23-de-enero-de-2020-en-villa-el-salvado
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Fuente: Infobae Enlace: https://www.infobae.com/peru/2023/01/23/villa-el-salvador-a-tres-anos-
de-la-tragedia-de-deflagracion-de-gas-que-dejo-30-muertos/

Ello se reafirma en el anexo 2.3 del Reglamento ahora cuestionado, que esta-
blece los requisitos para solicitar la inscripción en el Registro de Hidrocarburos 
como “Medio de Transporte a Granel de GLP” o “Distribuidor Minorista a 
Granel de GLP” (modificados por la Resolución del Consejo Directivo 245-
2013-OS/CD), entre otras actividades del citado reglamento. 36

En el mismo sentido, se emitió el Informe 108-2020-OS/OR LIMA SUR, de 
fecha 31 de enero de 2020, a través del cual Osinergmin realizó una evalua-
ción de los hechos y explicó cuáles habrían sido las causas que generaron la 
deflagración del GLP. En él se manifiesta que “la fuga no se originó por la 

36	 Fundamento 40 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC

https://www.infobae.com/peru/2023/01/23/villa-el-salvador-a-tres-anos-de-la-tragedia-de-deflagracion-de-gas-que-dejo-30-muertos/
https://www.infobae.com/peru/2023/01/23/villa-el-salvador-a-tres-anos-de-la-tragedia-de-deflagracion-de-gas-que-dejo-30-muertos/
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falta de los elementos de seguridad del vehículo”, sino que se debió a que “el 
vehículo se desplazaba con la válvula interna en posición abierta, debido a 
que fue bloqueada manualmente y que debió permanecer cerrada”; situación 
que, en definitiva, no fue advertida por ninguna instancia administrativa 
de manera directa. 37

Fuente: Gestión Enlace: Fuente: Infobae Enlace: https://gestion.pe/peru/osinergmin-vehiculo-que-
produjo-incendio-en-villa-el-salvador-circulaba-con-valvula-de-tanque-de-glp-abierto-tragedia-en-

villa-el-salvador-nndc-noticia//

Asimismo, Osinergmin dio cuenta de que “en el marco de sus funciones, 
verificó la documentación técnica que permitía garantizar el cumplimiento 
de la normativa, previamente a la inscripción del medio de transporte en el 
Registro de Hidrocarburos” del vehículo de placa de rodaje A2X-847. Dichos 
documentos fueron los siguientes: (i) Certificado de Inspección 0197-2019, del 
2 de setiembre de 2019, otorgado por un organismo de inspección acreditado 
ante INACAL (Marconsult SAC), que certificaba que podía operar conforme 

37	 Fundamento 41 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC

https://www.infobae.com/peru/2023/01/23/villa-el-salvador-a-tres-anos-de-la-tragedia-de-deflagracion-de-gas-que-dejo-30-muertos/
https://www.infobae.com/peru/2023/01/23/villa-el-salvador-a-tres-anos-de-la-tragedia-de-deflagracion-de-gas-que-dejo-30-muertos/
https://www.infobae.com/peru/2023/01/23/villa-el-salvador-a-tres-anos-de-la-tragedia-de-deflagracion-de-gas-que-dejo-30-muertos/
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a las normas técnicas aplicables; (ii) Certificado de Mantenimiento […], que 
garantizaba que el tanque cumplía con las condiciones descritas […]; (iii) 
fotografías a color de la parte frontal, posterior, lateral izquierda y lateral 
derecha del medio de transporte, incluyendo equipos de seguridad, presen-
tadas por el interesado; (iv) diagramas del Sistema de recepción y despacho, 
que permiten verificar la ubicación de los equipos y accesorios dentro de la 
unidad, así como información técnica de la válvula de seguridad, de la válvula 
interna con su accionamiento remoto, los equipos y accesorios; (v) plan de 
contingencia; y (vi) póliza de seguro. Adicionalmente, señala que “el intere-
sado estaba obligado a presentar una declaración jurada de cumplimiento 
normativo”. 38

Así pues, conforme se advierte de los informes precitados, Osinergmin úni-
camente verificó y analizó los documentos presentados por la empresa que 
solicitó la inscripción en los registros de Hidrocarburos, sin haber realizado 
ninguna supervisión previa, en aplicación de la Resolución del Consejo Direc-
tivo 191- 2011-OS/CD, razón por cual el medio de transporte fue inscrito en el 
Registro de Hidrocarburos como distribuidor de GLP a granel, con Registro 
146747-038-250919, a nombre de la empresa Transgas LG EIRL. En efecto, di-
cha normativa no exige la referida supervisión, constatación o fiscalización 
previa del cumplimiento de la normativa técnica (Anexo 2.3), en virtud del 
proceso de simplificación del procedimiento de acceso al registro, razón por 
la cual resulta evidente que, pese a que Osinergmin actuó de conformidad 
con su normativa interna, no le era obligatorio realizar mayor actuación. 39

Como consecuencia de los actos lesivos producidos con la deflagración de 
GLP que se comenta, el 10 de febrero de 2020 se publicó el Decreto Supremo 
023-2020-PCM, que declaró en reorganización a Osinergmin, con el objeto 
de evaluar la situación administrativa, organizacional y de gestión, así como 
proponer y ejecutar las acciones y medidas de reforma administrativa y de 
gestión que correspondan, por el plazo de noventa (90) días calendario, con-
tados a partir de la instalación del comité de reorganización. En dicho decreto 

38	 Fundamento 42 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
39	 Fundamento 43 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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se expone que “la ocurrencia del gran incendio al que se refiere el conside-
rando anterior ha puesto en evidencia una serie de debilidades a nivel de 
los procesos involucrados en el otorgamiento de las autorizaciones que se 
brindan a las empresas que transportan, comercializan y distribuyen gas 
licuado de petróleo (GLP), combustibles líquidos y otros productos derivados 
de los hidrocarburos, así como en los relacionados a su supervisión […]”. 40

Es más, y como muestra del proceso de simplificación y eliminación de las 
supervisiones previas que realizaba antes Osinergmin en el sector de Hi-
drocarburos, y a causa de la deflagración producida en el distrito de Villa El 
Salvador, se expidió la Resolución del Consejo Directivo de Osinergmin 012-
2020-OS/CD, de fecha 30 de enero de 2020, que prescribe que se realicen las 
acciones pertinentes para la revisión de los procedimientos administrativos de 
inscripción y/o modificación en el Registro de Hidrocarburos de Osinergmin, 
y dispone que la División de Supervisión Regional efectúe una supervisión 
sobre el 100 % de los camiones tanque y camiones cisterna inscritos en 
dicho Registro. 41

No obstante, el Tribunal Constitucional no puede soslayar que, pese a que 
se ha dispuesto que el 100 % de los camiones tanque y cisterna inscritos en 
el Registro de Hidrocarburos sea supervisado por Osinergmin, aún quedan 
expuestos los daños que pudiesen producirse a causa de las otras activida-
des, bienes e instalaciones vinculadas al sector hidrocarburos. Además, tal 
medida es transitoria, pues en modo alguno se ha modificado la normativa 
que se cuestiona en el presente proceso, a fin de mejorar los procedimientos 
administrativos que eviten este tipo de daños. 42

A todo ello se suman las declaraciones de don Juan Carlos Liu Yonsen, ministro 
de Energía y Minas de aquel entonces y encargado de investigar los hechos 
en Villa El Salvador y emitir el informe que fuera solicitado por la Presidencia 

40	 Fundamento 44 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
41	 Fundamento 47 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
42	 Fundamento 48 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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del Consejo de Ministros en diferentes diarios de circulación nacional43 . En 
ellas reconoció la presencia de procesos de autorización automáticos que “no 
tomaban en consideración los Informes Técnicos Favorables”; que se debe 
“potenciar la fiscalización […]”, algo que “en los últimos años se ha debilitado”; 
que se ha identificado que “la normatividad existente es inadecuada”; y que 
“si bien es cierto que el tanque tenía certificación, la valvulería, así como la 
integridad del vehículo, tenían que ser verificados por este informe técnico 
(…). Se tenía que verificar si todo lo que se había puesto en la declaración 
jurada estaba instalado (...). La inspección tiene que ser en vivo y directo. 
Hay cosas que no se pueden señalar por fotos o en documento por escrito. 
Eso incluye la operación. Para la operación debía contarse con un conduc-
tor y un asistente calificados. ¿Cómo lo vemos? Tenemos que hacer visitas 
inopinadas”. 44

Asimismo, en el Informe de Osinerming, de fecha 6 de agosto de 2015, Expe-
diente 201500098748 (f. 351), que, dando respuesta al pedido de información 
que hiciera el juez de primera instancia o grado, comunicó que entre los 
años 2009 y 2011, a través del procedimiento de simplificación dispuesto en 
la Resolución de Consejo Directivo 193-2009-OS/CD (hoy derogada y reem-
plazada por la norma que se cuestiona en autos), se aprobaron quinientos 
seis (506) Informes Técnicos Favorables de los Locales de Venta de GLP, sin 
fiscalización previa. De ese total, 147 fueron fiscalizados posteriormente a 
la entrega del ITF simplificados, equivalente al 29 % del total. En los locales 
de venta de GLP fiscalizados posteriormente a la entrega del ITF, se iniciaron, 
a nivel nacional, un total de ochocientos cincuenta y cinco (855) procedi-
mientos administrativos sancionadores. Además, se verificó que “dos locales 
de venta de GLP a los que se aprobó el ITF entre el 2009 al 2011 mediante el 
procedimiento simplificado, presentaron alguna emergencia posteriormente”. 
Dichos locales fueron C & M Distribuidores SAC y Wong Nanus Aydi (con Re-

43	 https://rpp.pe/politica/gobierno/villa-el-salvador-ministro-de-energia-y-minas-enosinerg-
min-habia-una-situacion-que-advertimos-como-poco-adecuada-noticia-1244249 y https://
elcomercio.pe/lima/sucesos/ministro-de-energia-y-minas-sobre-osinergminhabia-una-si-
tuacion-que-advertimos-como-poco-adecuada-villa-el-salvador-glpminem-noticia

44	 Fundamento 49 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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soluciones 159- 2014-OS/OMR I y 012904-2011-OS/GFHL, respectivamente). 
Este último caso, dejó tres trabajadores de un depósito de venta de gas con 
heridas graves debido a una explosión en el lugar45. 46

En definitiva, el procedimiento de simplificación y el privilegio de los con-
troles posteriores sin las supervisiones previas, tal y como se acredita en 
el expediente, no solo ha materializado la lesión al ejercicio efectivo de los 
derechos fundamentales a la vida, salud y propiedad (…), sino que además 
demuestra el daño o riesgo potencial. 47

El artículo 142 de la Ley 28611, Ley General del Ambiente, establece que el daño 
ambiental es todo menoscabo material que sufre el ambiente y/o alguno de 
sus componentes, que puede ser causado contraviniendo o no disposición 
jurídica, y que genera efectos negativos actuales o potenciales. Ahora bien, la 
citada normativa no solo hace referencia a los daños actuales, sino también 
a los potenciales, lo que significa que no es indispensable que los efectos 
negativos del menoscabo material producido en el ambiente sean reales, 
sino que resulta suficiente la potencialidad de que puede suceder o existir 
un daño (punto 12 del informe del fundamento precitado). En aquel informe 
también se explica cómo las actividades relacionadas con los hidrocarburos 
pueden generar impactos negativos en la flora y fauna, el suelo y el aire, sin 
perjuicio del grave daño en la salud y la vida de las personas. En particular, 
OEFA ha lanzado la advertencia de que “el GLP es un hidrocarburo que 
combinado con el aire en una proporción menor al 10% es inflamable”, y 
que “en grandes proporciones en el aire puede causar la muerte por asfixia 
y, en estado líquido, quemaduras en la piel”, además de que “una fuga de 
GLP puede devenir en una deflagración e incendio, cuyas consecuencias 
afectarían a la calidad del aire, la salud y la vida humana”. 48

Lo último trae justamente a colación lo ocurrido en el distrito de Villa El 
Salvador en enero de 2020, suceso trágico que, como se constató, no solo 

45	 https://larepublica.pe/sociedad/467016-tres-obreros-graves-por-explosion-de-gas/
46	 Fundamento 50 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
47	 Fundamento 51 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
48	 Fundamento 53 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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vulneró la vida y salud de diversas personas, sino que habría causado daño 
medioambiental. Por ello es que, a través del Decreto Supremo 011-2020-
PCM, se declaró el estado de emergencia en el sector comprendido entre las 
avenidas El Sol, Micaela Bastidas, Juan Velasco Alvarado y María Elena Moyano, 
del distrito de Villa El Salvador, de la provincia y departamento de Lima, por 
impacto de daños ante la ocurrencia del gran incendio, por el plazo de sesenta 
(60) días calendario, para la ejecución de medidas y acciones de excepción, 
inmediatas y necesarias, de respuesta y rehabilitación que correspondan. 49

1.5.	 Conclusiones
En tal sentido, en virtud del principio de prevención en las situaciones rela-
tivas al medio ambiente, vida y salud de las personas, la autoridad adminis-
trativa, en la emisión de las disposiciones técnicas para acceder al registro 
y al Informe Técnico Favorable de Osinergmin, debe considerar los daños 
potenciales a consecuencia de la implementación de la simplificación de los 
diversos procedimientos administrativos establecidos en la Resolución del 
Consejo Directivo 191-2022-OS/CD. El Tribunal Constitucional considera 
que las actuaciones derivadas de dicha normativa, en los extremos que 
simplifican y flexibilizan los procedimientos, privilegiando los controles 
posteriores por encima de la supervisión previa, ha resultado lesivas a los 
derechos fundamentales al medio ambiente, a la salud y vida de las personas. 
En consecuencia, corresponde estimar la demanda. 50

La parte demandante solicita la inaplicación de la Resolución del Consejo Di-
rectivo del Osinergmin 191-2011-OS/CD, que aprobó el Reglamento del Registro 
de Hidrocarburos, en particular, las disposiciones normativas que regulan la 
expedición de autorizaciones, esto es, del Informe Técnico Favorable (ITF) y 
del registro, sin supervisión previa, para diversas actividades vinculadas a los 
hidrocarburos. Asimismo, solicita la restitución de las supervisiones previas 
de instalación y uso y funcionamiento para el otorgamiento de autorizaciones 
de todas las actividades vinculadas a dicho compuesto; no obstante, a juicio 

49	 Fundamento 54 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
50	 Fundamento 56 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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de este Colegiado, lo que correspondería en este caso es que, atendiendo 
a las modificaciones ya introducidas al TUPA de Osinergmin mediante el 
citado Decreto 193-2020-PCM, se complemente los procedimientos admi-
nistrativos de inscripción y modificación en el Registro de Hidrocarburos, 
aminorando los riegos o daños potenciales a la salud, vida y medio ambiente, 
y se subsane la omisión normativa derivada de la exclusión de las visitas o 
supervisiones previas materia de autos, a través de la elaboración de una 
nueva resolución del consejo directivo del Osinergmin, que lo regule en 
forma ordenada y sistemática. 51

Efectivamente, como se puede apreciar de la normativa de Osinergmin, en va-
rios de sus extremos, este organismo, en virtud de su competencia reguladora, 
no ha logrado reglamentar los controles previos necesarios a la obtención 
y acceso al registro de Hidrocarburos y al Informe Técnico Favorable, a 
través de los procedimientos administrativos reseñados, por lo que se debe 
ordenar a dicho organismo que regule, en el marco de sus competencias, 
un reglamento a través del cual no se privilegie los controles posteriores 
sobre las supervisiones previas. Dicha regulación técnico-normativa deberá 
elaborarla en un plazo que no exceda de los noventa (90) días hábiles desde 
la notificación de la presente sentencia. 52

Por otro lado, y sin perjuicio de la nueva reglamentación sobre supervisiones 
preoperativas que debe diseñar Osinergmin en la ejecución de esta sentencia, 
también este Tribunal no puede dejar de recordar que las funciones de fis-
calización de Osinergmin no se agotan en la etapa previa a la inscripción en 
el Registro de Hidrocarburos. Una vez que se inicie operaciones, Osinergmin 
también debe realizar una política eficaz de vigilancia e inspección del cum-
plimiento de las obligaciones y prohibiciones legales y reglamentarias que les 
corresponde a los agentes del sector hidrocarburos. Tal como se ha puesto 
en relieve en los fundamentos supra, la actividad de hidrocarburos supone 
un riesgo para el medio ambiente y para la seguridad de las personas, lo 
cual requiere de Osinergmin que asegure que las condiciones mínimas de 

51	 Fundamento 57 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
52	 Fundamento 58 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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seguridad y técnicas de prevención y manejo de riesgos sean debidamente 
preservadas por los agentes en operaciones en el mercado. 53

Así pues, se declaró fundada la demanda y ordeno al Organismo Supervisor 
de la Inversión en Energía y Minería (Osinergmin) que, dentro del marco de 
sus competencias, elabore un nuevo reglamento en el plazo de noventa (90) 
días hábiles desde la notificación de la presente sentencia. Asimismo, exhortó 
a Osinergmin que cumpla con eficacia e idoneidad su función de fiscalización 
no solo en la etapa previa a la inscripción en el Registro de Hidrocarburos, 
sino también en la etapa de operaciones de las personas naturales o jurídicas 
que realicen actividades en el sector hidrocarburos, tal cual se establece que 
en el artículo 5, inciso c, de la Ley 26734, Ley del Organismo Supervisor de 
Inversión en Energía y Minería (Osinergmin)

El legado más importante de este caso es que el Tribunal Constitucional ha 
establecido un límite a la simplificación administrativa y la flexibilización de 
normas ambientales cuando prohíbe que la promoción de inversiones y ac-
tividades económicas puedan atentar contra resguardos mínimos necesarios 
para poder proteger los derechos constitucionales de las personas como 
son su ambiente, salud o vida. De esta manera, cualquier cambio normativo 
que debilite las salvaguardas socio ambientales establecidas para proteger a 
poblaciones impactadas por proyectos de inversión pública o privada podrán 
ser objeto de revisión constitucional y dejadas sin efecto (inaplicadas) cuando 
se demuestre afectación a derechos constitucionales.

El 02 de agosto del 2024 se publicó en “El Peruano”, el Reglamento del Regis-
tro de Hidrocarburos de Osinergmin, aprobado por Resolución de Consejo 
Directivo OSINERGMIN No 150-2024-OS/SD, que en sus considerandos se 
lee lo siguiente:

“Que, posteriormente, mediante Sentencia 319/2023 recaída en el 
Expediente 01692-2018-PA/TC, el Tribunal Constitucional declaró 
fundada la demanda de amparo interpuesta el 28 de noviembre de 2011 
por el Instituto de Defensa Legal del Ambiente y el Desarrollo Sostenible 

53	 Fundamento 59 de la Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N.° 01692-2018-PA/TC
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Perú (IDLADS Perú), a través de la cual solicitaba la inaplicación de la 
Resolución N° 191-2011-OS/CD, que aprobó el Reglamento del Registro 
de Hidrocarburos, y la restitución de las supervisiones previas a la 
instalación, y uso y funcionamiento para diversos agentes de la cadena 
de comercialización de hidrocarburos;

Que, en la referida sentencia, el Tribunal Constitucional sostiene que, 
aun cuando el Texto Único de Procedimientos Administrativos (TUPA) 
de Osinergmin aprobado por Decreto Supremo N° 193-2020-PCM, 
establece que la inscripción en el Registro de Hidrocarburos es un 
procedimiento de evaluación previa sujeto a silencio administrativo 
negativa, la norma que regula dicho procedimiento (la Resolución N° 191-
2011-OS/CD) no contempla las visitas o supervisiones preoperativas que 
debe garantizar Osinergmin; en se sentido, el Tribunal Constitucional 
ordena la elaboración de una nueva resolución del consejo directivo 
del Osinergmin, que regule tales diligencias en forma ordenada y sis-
temática, a través de la cual no se privilegie los controles posteriores 
sobre las supervisiones previas;

Que, de conformidad con el artículo 202 de la Constitución Política, es 
competencia del Tribunal Constitucional conocer, en última y definitiva 
instancia, las resoluciones denegatorias de hábeas corpus, amparo, 
hábeas data y cumplimiento;

Que, el artículo 130 inciso 2 de la Constitución, reconoce el derecho 
fundamental a la debida ejecución de las resoluciones jurisdiccionales;

Que, en ese sentido, se requiere emitir una resolución de Consejo Direc-
tivo en la que se aprueba un nuevo Reglamento del Registro de Hidro-
carburos, a fi n de brindar cumplimiento a lo ordenado por el Tribunal 
Constitucional en su Sentencia 319/2023 recaída en el Expediente N° 
01692-2018-PA/TC;”

Así se resolvió en el artículo 2 del mencionado Reglamento derogó la Reso-
lución de Consejo Directivo N° 191-2011-OS/CD que justamente cuestionaba 
la acción de amparo de IDLADS y se restituyo los informes técnicos previos 
favorables como se puede apreciar en los siguientes artículos:
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“Artículo 1.- Objetivo
El objetivo del presente reglamento es establecer el procedimiento, 
principios, requisitos y órganos competentes para la inscripción, mo-
dificación, suspensión, cancelación y habilitación en el Registro de 
Hidrocarburos, así como para el otorgamiento de Informes Técnicos 
Favorables o actas de verificación, previamente a la inscripción o mo-
dificación en el registro.”

(…)
Artículo 22.- Solicitud de Informe Técnico Favorable de Instalación
22.1	 Toda persona natural, jurídica, consorcio, asociación en partici-

pación u otra modalidad contractual, que desee instalar refine-
rías, plantas de procesamiento, plantas de lubricantes, plantas 
de abastecimiento, terminales, plantas de producción de GLP, 
plantas envasadora de GLP, instalaciones de comercializador de 
combustible de aviación o para embarcaciones, grifos, estaciones 
de servicios, gasocentros de GLP, consumidores directos fijos o 
consumidores directos móviles de combustibles para aviación o 
embarcaciones, debe obtener un Informe Técnico Favorable de 
Instalación, previo a la inscripción en el registro.”

(…)
“De los Informes Técnicos Favorables aplicables a los vehículos 
Transportadores de GNL, Unidades Móviles de GNC, Unidades Mó-
viles de GNL, Unidades Móviles de GNL-GN y Unidades Móviles 
de GNV-L
Artículo 44.- Fiscalización del funcionamiento de la unidad

El solicitante debe comunicar al Osinergmin su intención de operar un 
Medio de Transporte o una Unidad Móvil a los que se hace referencia en 
el artículo 2 del presente procedimiento, antes de iniciar la operación 
de los mismos, adjuntando la documentación contenida en el ítem 2 
del Anexo III, a fin de realizar la verificación del funcionamiento de 
dichas unidades, comunicando ello al solicitante.”

(…)
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Henry Oleff Carhuatocto Sandoval

“De los Informes Técnicos Favorables aplicables a actividades de 
Plantas de Procesamiento de Gas Natural y Plantas de Petroquí-
mica Básica
Artículo 47.- Fiscalización del diseño del proyecto

El solicitante debe comunicar al Osinergmin su intención de instalar 
las Plantas de Procesamiento de Gas Natural y Plantas de Petroquímica 
Básica a los que se hace referencia en el artículo 2 precedente, antes de 
iniciar la construcción de las mismas, adjuntando la documentación 
contenida en el ítem 3 del Anexo III.”

Finalmente, hemos conseguido que el Informe Técnico Favorable previo retorne 
como mecanismo de prevención de accidentes trágicos como los ocurridos 
en Villa El Salvador (2020) y Villa María del Triunfo (2024) y de esta manera 
salvaguardar el derecho a un ambiente adecuado y equilibrado de todos los 
peruanos especialmente aquellos que viven en zonas marginales.
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Anexo 1.- Primera Sentencia de primera instancia sobre 
la supervisión previa de Osinergmin antes de iniciar 
operaciones de transporte y comercialización de gas 

(Declaran Improcedente)

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DEL CALLAO
QUINTO JUZGADO ESPECIAUZADO EN LO CIVIL

Expediente: 02171 -2011-0-0701 -JR-CI-05
Materia: Acción de Amparo
Especialista: Morales de Calderon Isabel
Representante: Carhuatocto Sandoval, Henry Oleff
Demandado: OSINERMING
Demandante: IDLADS PERÚ

Resolución Número Uno.

Callao, 30 de Noviembre

Del año dos mil once.-

AUTOS Y VISTOS y, ATENDIENDO:
1.	 El artículo 200° inciso 2) de la Constitución Política del Estado establece la 

procedencia de la acción de amparo contra el hecho u omisión de cualquier au-
toridad, funcionario o persona que vulnera o amenaza derechos constitucionales 
distintos a los protegidos por la acción de habeas corpus y de babeas data;
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2.	 El proceso constitucional de amparo constituye un mecanismo procesal de 
tutela de urgencia y satisfactiva, proceso de condena cuyas caracteres para su 
procedencia es dejar sin efecto hecho, omisión o amenaza inminente y directa 
contra el ejercicio de un derecho constitucional; así los artículos 1° y 2° del Código 
Procesal Constitucional señalan que los procesos constitucionales tiene como 
finalidad proteger los derechos constitucionales, reponiendo las cosas al estado 
anterior a la violación o amenaza de violación de un derecho constitucional o 
disponiendo el cumplimiento de un mandato legal o de un acto administrativo;

3.	 En el presente caso, IDLADS Perú, con la finalidad de salvaguardar el derecho 
a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida, Reso-
lución N° 191-2011-OS/CD, del Consejo Directivo del Organismo Supervisor de 
la Investigación de Energía y Minería (OSINERGMIN) que aprueba el nuevo 
Reglamento del Registro de Hidrocarburos, específicamente contra los actos 
administrativos que aprueban la expedición de autorización (ITF y Registro), sin 
supervisión previa, para el funcionamiento de grifos y estaciones de servicio, 
grifos flotantes, grifos rurales con almacenamientos en cilindros, consumidor 
directo de GLP, Distribuidor a granel de GLP, Distribuidor de GLP en cilindros, 
Distribuidor Minorista de Combustible Líquido y/u OPDH, local de venta de GLP, 
medios de transporte terrestre de combustible líquidos, GLP u OPDH, red de 
distribución de GLP en la Provincia Constitucional del Callao: con la finalidad 
de evitar sus efectos adversos contra el ambiente producto de los accidentes 
que podrían producir a razón de la aprobación de actos administrativos susten-
tadas en la citada resolución directoral que autoriza no efectuar supervisiones 
y/o fiscalizaciones previas para la operación de grifos u otras actividades, esto 
es les permite operar sin verificar previamente si cuentan con las condiciones 
técnicas y de seguridad necesarias que garanticen el derecho a un ambiente 
sano y equilibrado, lo que constituye en un inminente peligro para el ambiente, 
los usuarios, vecinos y transeúntes de dichos establecimientos ubicados en el 
Callao; dirigiendo la presente acción contra Organismo Supervisor de la Inves-
tigación de Energía y Minería (OSINERGMIN).

4.	 De la presente demanda, se advierte que el recurrente pretende el cese inmediato 
de la posible apertura o expedición de autorizaciones (ITF y Registro) para el 
funcionamiento de grifos y estaciones de servicio, grifos flotantes, grifos rurales 
con almacenamientos en cilindros, consumidor directo de GLP, Distribuidor 
a granel de GLP, Distribuidor de GLP en cilindros. Distribuidor Minorista de 
Combustible Líquido y/u OPDH, local de venta de GLP, medios de transporte 
terrestre de combustible líquidos. GLP u OPDH, red de distribución de GLP en 
la Provincia Constitucional del Callao y que pondría en un inminente peligro para 
el ambiente, los usuarios, vecinos y transeúntes de dichos establecimientos en 
la Provincia Constitucional del Callao, por lo que está invocando una amenaza 
que podría vulnerar su derecho a la vida, salud, integridad psíquica y física.
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5.	 Para verificar si tales derechos son amenazados se debe verificar que dicha 
amenaza debe ser cierta e inminente; así tenemos que será cierta cuando exista 
un conocimiento seguro y claro de la amenaza a los derechos invocados, pues 
se tiene que dejar de lado conjeturas o presunciones y será inminente cuando 
se tenga conocimiento de que el acto violatorio esté por suceder o con actos 
en vía de ejecución sin admitir probabilidades;

De los fundamentos fácticos del recurrente no se advierte la amenaza a los de-
rechos que invoca pues solo hace referencia que existe una posible expedición 
de autorizaciones mediante actos administrativos, hechos no concretos y sujetos 
a una eventualidad de múltiples posibilidades más aún si no a acompañado 
documento alguno donde se pueda verificar si realmente existe tal posibilidad 
que los potenciales adquirientes puedan causar daño alguno, lo que evidencia 
que no existe una amenaza real e inminente, correspondiendo al accionante 
demostrar tal amenaza.

7.	 Asimismo, no procede los procesos constitucionales cuando los hechos y el 
petitorio no estén referidos directamente al contenido constitucional protegi-
do, así el derecho constitucional al ambiente que reclama el recurrente no 
se encuentra objetivamente probado (perjuicios imaginarios) que la posible 
expedición de autorizaciones ponga en peligro el derecho a gozar de un am-
biente equilibrado, de manera tal que no se puede invocar mediante ésta vía 
derechos indirectos o colaterales, más aún si genéricamente hace alusión a 
los derechos antes mencionados sin precisar como la amenaza de violación de 
dichos derechos le puede privar o afectar el ambiente; en consecuencia, 6. Por 
las consideraciones expuestas y, de conformidad con el inciso 3) del artículo 
139 de la Constitución Política del Estado Peruano^ en concordancia con el 
artículo 7) de la Ley Orgánica del Poder Judicial^ y demás normas conexas, 
con la facultad dispuesta por el artículo 2®; artículo 5® numeral 1; artículo 47® 
del Código Procesal Constitucional, resulta procedente el rechazo liminar o de 
plano de la demanda de amparo, el que se encuadra en la “efectividad” de la 
tutela judicial al evitarse un proceso inconducente, en el fin de sofocar desde 
su nacimiento ¡as pretensiones fatalmente condenadas a! fracaso, en definitiva, 
en el inútil dispendio de actividades procesales, con el costo al Estado que ello 
implica;

Se declara; IMPROCEDENTE liminarmente la demanda de amparo interpuesta por 
Instituto de Defensa Legal del Ambiente y el Desarrollo Sostenible Perú - IDLADS 
Perú, contra el Organismo Supervisor de la Inversión de Energía y Minería (OSI-
NERGMIN), dejando a salvo el derecho del instituto recurrente para que lo haga valer 
con arreglo a ley, devolviéndose los anexos presentados o ejecutoriada que sea la 
presente resolución.
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Anexo 2.- Primera Sentencia de segunda instancia sobre la 
supervisión previa de Osinergmin antes de iniciar operaciones de 
transporte y comercialización de gas (Declara nula la sentencia de 

primera instancia por falta de motivación)

Expediente No 2171-2011
Procedencia: Quinto Juzgado Civil del Callao
Materia: Acción de Amparo
Demandante: IDLADS PERÚ
Demandado: OSIGNERMIN
Ponente: Dr. Ramal Barrenechea

Vista de la causa: 18 de junio del 2012

RESOLUCION NUMERO: O5

Callao, veinticinco de junio del Dos mil doce.

I.	 ASUNTO:
En Audiencia Pública vista la causa: es materia de grado la resolución número uno 
de fecha 30 de noviembre del 2011 obrante a fojas 155 a 157 expedida por el Juez 
del Quinto Juzgado Civil del Callao que declara improcedente la demanda de Amparo 
presentada por Instituto de Defensa Legal del Ambiente y el Desarrollo del Sostenible 
Perú-IDLADS Perú contra el Organismo Supervisor de la Investigación de energía y 
Minería -OSINERGMIN.

II.	 ANTECEDENTES:
El Instituto de Defensa Legal del Ambiente y el Desarrollo del Sostenible PerúIDLADS 
Perú interpone demanda de Amparo contra el Organismo Supervisor de la Inversión 
en Energía y Minería-OSINERGMIN con el objeto de salvaguardar el derecho a gozar 
de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida, que vienen siendo 
amenazados por los eventuales actos administrativos que se sustentarán en la aplica-
ción de la Resolución N° 191-2011-OS/CD del Consejo Directivo del OSÍRNERGMIN 
que aprueba el nuevo Reglamento del Registro de Hidrocarburos, específicamente 
contra los actos administrativos que aprueban la expedición de autorizaciones (ITF 
y registro) sin supervisión previa para el funcionamiento de grifos y estaciones de 
servicio, grifos flotantes, grifos rurales con almacenamientos en cilindros, consumidor 
directo de GLP, distribuidor a granel de GLP, distribuidor de GLP en cilindros, distri-
buidor minorista de combustible líquido y/u OPDH, local de venta de GLP, medios de 
transporte terrestre de combustibles líquidos, GLP u OPDH, red de distribución de 
GLP en la Provincia Constitucional del Callao.
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Indica que. en tal sentido, se debe declarar la inaplicabilidad de la norma citada para 
evitar sus efectos adversos contra el ambiente producto de los accidentes que po-
drían producirse a raíz de la aprobación de actos administrativos sustentados en el 
Reglamento del Registro de Hidrocarburos que autoriza no efectuar supervisiones y/o 
fiscalizaciones previas para la operación de grifos u otras actividades, lo cual implica 
una amenaza o violación al contenido constitucional del derecho a gozar de un am-
biente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida consagrado en el numeral 22 
del artículo 2° de la Constitución y en salvaguarda de dicho derecho deberá ordenarse 
al demandado la restitución de las supervisiones previas de uso y funcionamiento 
para el otorgamiento de autorizaciones de grifos y estaciones de servicio, grifos flo-
tantes, grifos rurales con almacenamientos en cilindros, consumidor directa de GLP, 
distribuidor a granel de GLP. distribuidor de GLP en cilindros, distribuidor minorista de 
combustible líquido y/u OPDH, local de venta de GLP. medios de transporte terrestre 
de combustibles líquidos, GLP u OPDH. red de distribución de GLP en la Provincia 
Constitucional del Callao.

AUTO APELADO
Obra a fojas 155 a 172 la resolución uno que declara improcedente la demanda 
de amparo, siendo el argumento principal del Juez para desestimarla, que no se 
advierte la amenaza a los derechos invocados, pues solo hace referencia que existe 
una posible expedición de autorizaciones mediante actos administrativos. hechos 
no concretos y sujetos a una eventualidad de múltiples posibilidades, más aún si no 
ha acompañado documento alguno donde se pueda verificar si realmente existe tal 
posibilidad que los potenciales adquirientes puedan causar da^ alguno; y porque el 
derecho lesionado que reclama no se encuentra objetivamente probado, esto es. que 
la posible expedición de autorizaciones ponga en peligro el derecho a gozar de un 
ambiente equilibrado, de manera que no se puede invocar mediante esta vía dere-
chos indirectos o colaterales, más aún si genéricamente hace alusión a los derechos 
antes mencionados sin precisa»’ como la amenaza de violación de dichos derechos 
le puede privar o afectar el ambiente.

DEL RECURSO DE APELACION;
A fojas 160 a 166 corre el recurso de apelación, manifestando el apelante como sus 
principales fundamentos:

1)	 Que la inminencia de la amenaza al derecho a gozar de un ambiente sano y 
equilibrado surge de la naturaleza autoaplicativa de la norma cuestionada, cuya 
eficacia no está condicionada a la realización de otras normas reglamentarias, 
por \o que, a partir de su vigencia se vienen otorgando autorizaciones para el 
desarrollo de actividades de hidrocarburos sin verificar que cuenten con las 
condiciones técnicas y de seguridad, situación que representa un riesgo para 
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el -contenido constitucional del derecho a gozar de un ambiente equilibrado y 
adecuado para el desarrollo de la vida.

2)	 En el caso concreto se ha demandado el cese de la amenaza al derecho a gozar 
de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida mediante la 
inaplicación de la Resolución N° 191-2011-OS/CD, por ser incompatible con el 
derecho constitucional invocado, y a su vez la restauración de las supervisiones 
pre-operativas de uso y funcionamiento antes del otorgamiento de Registro de 
Hidrocarburos para todas las actividades de procesamiento, almacenamiento, 
transporte y comercialización de gas licuado de petróleo, lo que implica reponer 
las cosas al estado anterior de la amenaza.

3)	 La presente demanda no pretende Impedir la expedición de autorizaciones para 
el funcionamiento de actividades de hidrocarburos, sino asegurar que dichos 
actos administrativos se otorguen con previa supervisión para garantizar las 
condiciones técnicas y de seguridad de las instalaciones y unidades que por 
su naturaleza constituyen un riesgo para el ambiente y la sociedad.

III. FUNDAMENTOS:
Objeto del recurso de apelación;
Primero: Que, conforme a lo establecido en el artículo IX del Título Preliminar del 
Código Procesal Constitucional, que prevé el principio de aplicación supletoria e in-
tegración en caso de vacío o defecto del citado código, corresponde tener presente 
al caso de autos el artículo 364 del Código Procesal Civil, en cuanto señala que “el 
recurso de apelación tiene por objeto que el órgano jurisdiccional superior examine, 
a solicitud de parte o de tercero legitimado, la resolución que le produzca agravio, 
con el propósito de que sea anulada o revocada, total o parcialmente”. Segundo: 
Asimismo, y en concordancia con el acápite precedente, de conformidad con el artí-
culo 382 de la norma procesal antes anotada, debe también tenerse en cuenta que 
el recurso de apelación contiene intrinsecamente el de nulidad, sólo en los casos que 
los vicios estén referidos a la formalidad de la resolución impugnada, sobre cuya base 
corresponde evaluarse los presentes autos.

Del deber de motivación de las resoluciones judiciales
Tercero: En efecto, se debe considerar que de conformidad con lo previsto en el 
artículo 139, incisos 3) y 5) de la Constitución Política, la potestad de administrar 
justicia emana del pueblo y se ejerce por el Poder Judicial a través de sus órganos 
jurisdiccionales, siendo un principio y derecho de la función jurisdiccional la obser-
vancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva.

Cuarto: De esta manera, las normas que garantizan el debido proceso son aquellas 
de orden público y de ineludible cumplimiento, y están destinadas a garantizar los 
derechos de las partes en contienda judicial a aseguradas la expedición de resolu-
ciones con arreglo a derecho y en el marco de un procedimiento pre-establecido, 
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aplicando para ello los principios que inspiran el proceso, resultando claro la Carta 
Magna respecto a la motivación escrita de las resoluciones judiciales, en todas 
las Instancias excepto los decretos de mero trámite, con mención expresa de la ley 
aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan.

Quinto: Así también lo ha establecido la reiterada jurisprudencia del Tribunal Constitu-
cional, como en la sentencia expedida en el Expediente 0654-2007- AA/TC, de fecha 
10 de julio del 2007, en cuanto prevé que el derecho a la motivación de resoluciones 
a que se refiere el numeral 5) del Artículo 139 de la Constitución Política, es al propio 
tiempo un derecho de quienes comparecen en el proceso judicial, como también una 
garantía y principio de la función jurisdiccional. En cuanto derecho subjetivo obliga 
a los jueces, cualquiera sea la instancia a la que pertenezcan, a fundamentar sus 
decisiones en base al derecho \vigente y a los hechos expuestos por las partes, 
dando respuesta afirmativa o negativa a las cuestiones planteadas. En tanto garantía 
y principio de la función jurisdiccional constituye, en cambio, un valioso instrumento 
para el control público d^ las decisiones judiciales y, a la vez, un medio que presta 
legitimidad de ejercicio a los jueces. Asimismo, en dicha sentencia se señala que la 
motivación resulta también una exigencia insuperable para que el tribunal de alzada 
en su oportunidad pueda conocer el basamento de la decisión a revisar y poder así 
confirmarla o revocarla según el caso”,

Sexto: En el caso de autos, no resulta factible absolver lo que es materia de grado, 
pues el Juez de la demanda no se ha pronunciado en forma congruente con Ao 
solicitado por el demandante, pues de la demanda se advierte que lo prendido en 
puridad es que se declare la inaplicabilidad de la Resolución N° t91-2011-OS/CD del 
Consejo Directivo del Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería 
{OSINERGMIN) que aprueba el Reglamento del Registro de Hidrocarburos, mediante 
el cual autoriza la expedición de autorizaciones (ITF y Registro) sin supervisión previa 
para el funcionamiento de grifos y estaciones de servicio, grifos flotantes, grifos rurales 
con almacenamientos en cilindros, consumidor directo de GLP, distribuidor a granel 
de GLP, distribuidor de GLP en cilindros, distribuidor minorista de combustible líquido 
y/u OPDH, local de venta de GLP, medios de transporte terrestre de combustibles 
líquidos. GLP u OPDH, red de distribución de GLP en la Provincia Constitucional 
del Callao, el cual implica una amenaza o violación al contenido constitucional del 
derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida 
consagrado en el numeral 22 del artículo 2° de la Constitución; en tanto que el A quo 
ha interpretado que dicha pretensión consiste en el “cese inmediato de la posible 
apertura o expedición de autorizaciones (ITF v Registro) para el funcionamiento de 
grifos y estaciones de servicio, grifos flotantes, grifos rurales con almacenamientos en 
cilindros, consumidor directo de GLP, distribuidor a granel de GLP, distribuidor de GLP 
en cilindros, distribuidor minorista de combustible líquido y/u OPDH, local de venta 
de GLP, medios de transporte terrestre de combustibles líquidos, GLP u O^DH, red 
de distribución de GLP en la Provincia Constitucional del Callao, cuando en realidad 
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como señala el apelante, no es impedir la expedición de autorizaciones para el 
funcionamiento de actividades de hidrocarburos sino el cese de la amenaza al 
derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida 
mediante la Inaplicación de la Resolución N° 191-2011-OS/CD, norma que a decir 
del demandante es de naturaleza autoaplicativa.

Sétimo: Siendo así, no se verifica de autos una razonable y congruente motivación, 
acerca de los hechos que son objeto del amparo, lo que determina que con dicho 
proceder se incurra en una vulneración del derecho al debido proceso, al haberse emi-
tido una resolución con una motivación que no corresponde a los hechos planteados, 
situación que corresponde ser corregida por el A-quo para su debido pronunciamiento 
con arreglo a la Ley.

Octavo: Debe considerarse que las resoluciones que se emitan por parte de los 
órganos jurisdiccionales, en todas sus instancias deben motivadas, debiendo conte-
ner la mención sucesiva de los puntos sobre los que versa su pronunciamiento con 
las consideraciones de hecho y de derecho que sustentan, así como la cita de la 
norma o normas aplicables de lo actuado o de lo solicitado, siendo este el deber de 
motivación, que por lo demás se encuentra previsto en el artículo 122 Inciso 3 del 
Código Procesal Civil.

Noveno: En consecuencia estando a las consideraciones expuestas, el acto recurrido 
carece de los requisitos indispensables para a obtención esto de conformidad con lo 
previsto en el artículo 171 del Código Procesal Civil que prevé principio de trascen-
dencia de la nulidad, en concordancia con el artículo 176 de la antes citada norma 
glosada, y atendiendo el principio de doble instancia consagrado en el inciso 6) del 
artículo 139 de institución Política que reside en otorgar a los justiciables la garantía 
de que las decisiones emitidas por los órganos jurisdiccionales revisión por los ór-
ganos jurisdiccionales superiores a aquel que emitió la decisión Inicial, corresponde 
declararse la nulidad de la resolución recurrida.

III.	 DECISION FINAL:
1.	 Por las consideraciones expuestas DECLARARON NULA la resolución tres; por 

la cual se declara IMPROCEDENTE la demanda de amparo debiendo devolverse 
los presentes autos para su pronunciamiento con arreglo Ley.

2.	 DISPUSIERON que por secretaría se devuelva el expediente al juzgado de 
origen y se notifique a las partes con arreglo a Ley. En los seguidos por IDLADS 
PERÚ contra el OSINERGMIN. sobre PROCESO DE AMPARO.-

RAMAL BARRENECHEA
SOTO GORDON
VASQUEZ BARANTES
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Anexo 3.- Segunda Sentencia de primera instancia sobre 
la supervisión previa de Osinergmin antes de iniciar 
operaciones de transporte y comercialización de gas 

(Infundada la demanda de amparo)

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DEL CALLAO
QUINTO JUZGADO ESPECIALIZADO EN LO CIVIL

Expediente No 02171-2011-0-0701-JR-CI-05
Demandante: IDLADS PERU
Demandado: OSINERGMIN
Materia: Proceso Constitucional de Amparo
Especialista: Carol Gutierrez De Xa Cruz

SENTENCIA

RESOLUCIÓN NÚMERO TRECE
Callao, seis de agosto del año dos mil trece

VISTOS: Puestos los autos en la fecha para sentenciar:

Antecedentes
Resulta de autos que por escrito de folios ciento cuarenta a ciento cincuenta y cuatro, 
el IDLADS PERÚ interpone demanda de amparo contra OSINERGMIN, con el objeto 
de salvaguardar el derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desa-
rrollo de la vida, que viene siendo amenazado por los eventuales actos administrativos 
que sustentarán en la aplicación de la Resolución No 191-2011-OS/CD del Consejo 
Directivo del OSINERGMIN, específicamente contra los actos administrativos que 
aprueban la expedición de autorizaciones (ITF y registro) sin supervisión previa, para 
el funcionamiento de grifos y estaciones de servicios, grifos flotantes, grifos rurales con 
almacenamientos en cilindros, consumidor directo de GLP, & Distribuidor a granel de 
GLP, Distribuidor de GLP en cilindros. Distribuidor Minorista de Combustible Líquido 
y/o OPDH, local, de venta de GLP, medios de transporte terrestre de combustibles 
líquidos, GLP u OPDH, red de distribución de GLP en la Provincia Constitucional del 
Callao y se ordene su restitución.

Fundamentos fácticos
Funda su demanda en el hecho que Osinergmin, con la Resolución de su Consejo 
Directivo N’ 191-2011-OS/CD, pretende desaparecer la supervisión previa establecida 
mediante el Decreto Supremo N° 023-2009-PCM ya sea en 1 ¿j etapa de instalación, 
prueba de hermeticidad y el uso y funcionamiento para obtener el Informe Técnico 
Favorable que autoriza los proyectos de grifos y estaciones de servicio, lo que significa 



76

Por qué escribir una tesis de Derecho innovadora y originalEl Amparo por el Informe Técnico Favorable Previo para el funcionamiento de grifos y transporte de Gas (GLP) en el Perú

que se prescindirá de verificar las construcciones ejecutadas de las instalaciones do 
procesamiento, almacenamiento, transporte y/o comercialización de hidrocarburos sea 
en grifos, estaciones de servicio, gasocentros u otras actividades afines, procediendo 
directamente a la inscripción su Registro de Hidrocarburos con la sola presentación 
de una declaración jurada de cumplimiento de las normas légalos, técnicas y de 
seguridad, lo que vulnera el Decreto Supremo No 030-9S-EM y afecta el derecho a 
un ambiente sano y equilibrado de las poblaciones aledañas a los establecimientos 
de procesamiento, almacenamiento, transporte y comercialización de combustibles 
líquidos y GLP, incumpliendo la demandada con su función fiscalizadora delegada por 
el Estado Peruano mediante la Ley 26734 y los principios de prevención y precautorio 
consagrado en la Ley General del Ambiente.

Agrega que la norma tiene el carácter autoaplicativo y exceptúa también del ITF de 
instalación y uso y funcionamiento para algunas actividades que debido a su desa-
rrollo en medios susceptibles de contaminación representa un peligro o amenaza 
inminente contra el ambiente, haciendo incurrir en omisión de funciones al incumplir 
normas de mayor jerarquía porque no se debe confundir el principio de simplicidad 
con aprobación automática de una actividad altamente riesgosa que requiere de 
supervisión previa antes de iniciar operaciones.

Síntesis de los actos procesales
Admitida a trámite la demanda, el Organismo Supervisor de la Inversión en Energía 
y Minería - OSINERGMIN, deduce la excepción de prescripción extintiva y contesta 
la demanda negándola y contradiciéndola en todos sus términos. Señala que la sola 
presunción que la administración va a expedir resoluciones sin supervisión previa, no 
constituye una amenaza cierta e inminente de vulneración a los derechos constitu-
cionales del demandante. Con la Resolución del Consejo Directivo N” 191-2011-OS/
CD no se pretende que la administración incumpla su función supervisora y fiscali-
zadora sino constituye la implementación de mejoras los procedimientos vinculados 
al Registro de Hidrocarburos de Osinergmin y su optimización, sin contravenir el 
Decreto Supremo N”” 030-98-EM porque los administrados tienen que cumplir con 
los requisitos impuestos por la norma.

Por escrito del 05 de abril de este año, se apersona el Procurador de la Presidencia 
del Consejo de Ministros en representación de Osinergmin, formula la excepción 
de incompetencia por razón de la materia y contesta la// demanda señalando que 
el dispositivo legal cuestionado está orientado establecer criterios adecuadamente 
armonizados con el compromiso de ofrecer las facilidades para lograr fortalecimiento 
en las perspectivas de crecimiento y desarrollo por lo que no puede ser considerado 
como un instrumento generador de riesgo o amenaza al medio ambiente. Agrega 
que no se ha acompañado medio probatorio alguno que verifique la amenaza como 
cierta e inminente y que evidencia la generación de peligro o riesgos en perjuicio del 
medio ambiente.
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Declaradas infundadas las excepciones formuladas por los demandados y por saneado 
el proceso, es el estado de la causa el de emitir sentencia.

FUNDAMENTOS
El proceso constitucional de amparo
1.	 El proceso constitucional de amparo constituye un mecanismo procesal de 

tutela de urgencia y satisfactiva, proceso de condena cuyos caracteres para su 
procedencia es dejar sin efecto hecho, omisión o amenaza, inminente y directa 
contra el ejercicio de un derecho constitucional, esto es, siempre que se trate 
de lograr la reposición del derecho constitucional transgredido o amenazado 
de manera fáctica, evidente y sin duda alguna, pues éste no es declarativo 
de derechos, sino que a través de él, se pueden resarcir aquellos derechos 
que estando plena e indubitablemente acreditados, son objeto de trasgresión. 
Finalidad del proceso constitucional de amparo

2.	 Conforme al numeral 2) del artículo 200 de la Constitución Política del Estado y 
a los artículos 1 y 2 del Código Procesal Constitucional, los procesos constitucio-
nales tienen como finalidad proteger los derechos constitucionales, reponiendo 
las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación de un derecho 
constitucional, o disponiendo el cumplimiento de un mandato legal o de un acto 
administrativo; los procesos constitucionales de hábeas corpus, amparo y hábeas 
data proceden cuando se amenace o viole los derechos constitucionales por 
acción u omisión de actos iic cumplimiento obligatorio, por parte de cualquier 
autoridad, funcionario o persona. Cuando se invoque la amenaza de violación, 
ésta debe ser cierta y de inminente realización.

El amparo y derecho a un ambiente adecuado y equilibrado
3.	 El Tribunal Constitucional en su STC N’’ 00316-2011-AA”’ ha señalado que el 

denominado “amparo ambiental” es e] proceso constitucional mediante el cual se 
pretende tutelar el derecho a un ambiente equilibrado y adecuado. Sin pretender 
crear una categoría procesal, es do advertirse que este Tribunal ha desarrollado 
una línea jurisprudencial al respecto, tomando en cuenta 1 ¿t singularidad de lo 
discutido en este tipo de procesos.

4.	 Sostiene asimismo que el denominado amparo ambiental tiene ciertas carac-
terísticas especiales, a partir de las cuales la jurisprudencia del Tribunal ha 
desarrollado reglas procesales, adaptando el proceso de amparo a la finalidad 
perseguida. También se ha integrado al análisis de este tipo de casos: “a) el 
principio de desarrollo sostenible o sustentable [que consiste en prevenir un 
daño al medio ambiente que, en la actualidad, es potencial]; b) el principio de 
conservación, en cuyo mérito se busca ^ mantener en estado óptimo los bines 
ambientales; c) el principio de prevención, que supone resguardar los bienes 
ambientales de cualquier peligro que pueda afectar su existencia; d) el principio 



78

Por qué escribir una tesis de Derecho innovadora y originalEl Amparo por el Informe Técnico Favorable Previo para el funcionamiento de grifos y transporte de Gas (GLP) en el Perú

de restauración, referido a3 saneamiento y recuperación de los bienes am-
bientales- en pro del disfrute humano; f) el principio precautorio, que comporta 
adoptar medidas de cautela y reserva cuando exista incertidumbre científica e 
indicios de amenaza sobre la real dimensión de los efectos de las actividades 
humanas sobre el ambiente; y g) el principio ac compensación, que implica la 
creación de mecanismos de reparación por la explotación de los recursos no 
renovables. Amparo contra normas autoaplicativas

5.	 Siguiendo la línea jurisprudencial del Tribunal Constitucional, en su STC No 1405-
2010-PA/TC54 ha señalado que el amparo procede contra normas autoaplicativas, 
es decir, contra aquellas normas creadoras de situaciones jurídicas inmediatas, 
sin la necesidad de actos concreto; de aplicación. En efecto, del fundamento 10 
de la STC 03283-2003-AA/TC se infiere que cuando las normas dispongan res-
tricciones y sanciones sobre aquello; administrados que incumplan en abstracto 
sus disposiciones, queda claro que por sus alcances se trata de una norma de 
carácter autoaplicativo que desde su entrada en vigencia generará una serie 
de efectos jurídicos que pueden amenazar o violar derechos fundamentales.

6.	 Así, para considerar a una norma como autoaplicativa debe evaluarse sus 
efectos, pues de acuerdo a lo prescrito en el artículo 3 del Código Procesal 
Constitucional, procede el amparo contra normas autoaplicativas, siempre que 
afecten directamente derechos constitucionales.

7.	 A consideración de la judicatura, la Resolución N IQI-- 2011-OS/CD de Osinerg-
min califica con tal condición pues eventualmente su aplicación podría suponer 
un conflicto ambiental y la generación de una problemática singular si se com-
probara que la simplificación administrativa que contiene el reglamento para el 
trámite de inscripción en el Registro de Hidrocarburos es lesiva en forma directa 
al contenido del derecho constitucional invocado. Sin embargo, no implica que 
sus efectos sean necesariamente contrarios al derecho alegado o que impliquen 
un amenaza cierta e inminente contra tal derecho, por lo que procedí analizar 
el fondo de la pretensión.

Del conflicto de intereses con relevancia jurídica
8.	 De autos se tiene que la parte demandante pretende í:c: declare la inaplicabili-

dad de la Resolución No 191-2011-OS/CD del Consejo Directivo del Organismo 
Supervisor de la Inversión en Energía y Minería Osinergmin que aprueban el 
Reglamento del Registro de Hidrocarburos y se ordene a la entidad demandada 
restitución de las supervisiones previas al uso y funcionamiento para el otor-
gamiento de autorizaciones de grifos y estaciones, con el fin de evitar efectos 

54	 STC No 01405-2010-PA/TC FJ. 4 y 7
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adversos al medio ambiente y a los vecinos, usuarios y transeúntes de dichos 
establecimientos en el Callao.

9.	 Es pues, necesario delimitar si, con las instrumentales j obrantes en el expediente 
se acreditan las aseveraciones formuladas porque no se admiten los medios 
probatorios que ofrece la parte actora consistentes en los informes requeridos a la 
emplazada de conformidad con el artículo 9° del Código Procesal Constitucional. 
El derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado

10.	 El contenido del derecho fundamental a un medie ambiente equilibrado y ade-
cuado para el desarrollo de la vida, reconocido en el artículo 2 inciso 22) de la 
Constitución, está determinado por los siguientes elementos: (1) el derecho a 
gozar de ese medio ambiente y (2) el derecho a que ese medio ambiente se 
preserve55.

11.	 En su primera manifestación, esto es, el derecho a gozar de un medio am-
biente equilibrado y adecuado, éste comporta la facultad de las personas de 
poder disfrutar de un medio ambiente en el que sus elementos se desarrollan 
o interrelacionan de manera natural y armónica; y, en el caso de que el hombre 
intervenga, no debe suponer una alteración sustantiva de la interrelación que 
existe entre los elementos del medio ambiente. Esto supone, por tanto, el disfrute 
no de cualquier entorno, sino únicamente del adecuado para el desarrollo de 
la persona y de su dignidad (artículo 1° de la Constitución). De lo contrario, su 
goce se vería frustrado y el derecho quedarla, así, carente de contenido.

12.	 En relación con el segundo elemento, cabe señalar que el derecho a la preserva-
ción de un medio ambiente sano y equilibrado entraña obligaciones ineludibles, 
para los poderes públicos, de mantener los bienes ambientales en las condicio-
nes adecuadas para su disfrute. A juicio de este Tribunal, tal obligación alcanza 
también a los particulares, y con mayor razón, a aquellos cuyas actividades 
económicas inciden, directa o indirectamente en el medio ambiente.

En el caso en concreto
13.	 En este caso, la demandante alude que los efectos de la Resolución 191-2011-OS/

CD del Consejo Directivo del Organismo Supervisor de la Inversión en Energía 
y Minería OSINERGMIN, que aprueba el nuevo Reglamento del Registro de Hi-
drocarburos son adversos contra el ambiente, usuarios, vecinos y transeúntes de 
los establecimientos de grifos y otras actividades puesto que autoriza no efectuar 
supervisiones y/o fiscalizaciones previas acerca de las condiciones técnicas y de 
seguridad necesarias para su operación que garanticen el derecho a un ambiente 
sano y equilibrado, trasladando la responsabilidad de verificar dicha conformidad 
a los propios administrados con la presentación de una declaración jurada de 

55	 STC 0048-2004-PI/TC
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cumplimiento ac las normas legales, técnicas y de seguridad, pretendiéndose 
formalizar lo que en un inicio se marcó con la expedición de la Resolución No 
193-2009-OS/CD que simplificaba el trámite de solicitud del Informe Técnico 
Favorable para uso y funcionamiento de modificación y/o ampliación aplicable a 
consumidores directos de GLP que no cuenten con surtidores, locales de venta, 
medios de transporte y redes de distribución de GLP., con la sola presentación 
de declaraciones juradas y fotos entregadas por los administrados.

14.	 Los citados dispositivos legales fueron expedidos en base a la facultad de Osi-
nergmin, dentro de su ámbito de competencia, para dictar reglamentos y normas 
de carácter general aplicables a todas las entidades y usuarios, y establecer los 
procedimientos administrativos y los requisitos para la obtención de los Informes 
Técnico Favorables y en consonancia con su misión de regular, supervisión y 
fiscalizar las actividades que desarrollan las empresas y personas naturales en 
los sectores de hidrocarburos.

15.	 El Reglamento de Registro de Hidrocarburos establece en sus artículos 4º y 
5°, que las solicitudes de inscripción, modificación, suspensión, cancelación 
o habilitación en el registro que incluye en algunos casos, la obtención previa 
de Informes Técnicos Favorables, Certificados de Supervisión e Inspección y 
Actas de Verificación, serán presentadas como declaración jurada y deberán 
formularse conforme las indicaciones establecidas en ellas, bajo los principios de 
simplicidad, eficacia, presunción de veracidad y privilegio loa controles posterio-
res, previendo las acciones a adoptar y las sanciones cuando la información no 
sea veraz o los documentos presentados no sean auténticos, pudiendo requerir 
en cualquier momento la información o documentación que sustente los datos 
proporcionados en las solicitudes, documentos o declaraciones presentados o 
incluso realizar las fiscalizaciones sobre instalaciones, establecimientos o medios 
de transporte de los agentes que obtuvieron sus respectivas inscripciones en el 
registro.

16.	 Asimismo, en el anexo 2 de la referida resolución N 191-2G-11-OS/CD se 
señala el procedimiento a seguir por toda persona natural, jurídica, consorcio, 
asociación en participación u otra modalidad contractual para la obtención de 
Informes Técnicos Favorables de instalación o modificación de instalaciones 
o establecimientos de combustibles líquidos, otros productos derivados de los 
hidrocarburos y GLP, así como de actas de verificación, previo a la inscripción 
o modificación en el registro, consistente en la presentación de una solicitud 
según formato de Osinergmin acompañando los documentos correspondientes.

17.	 En ese sentido, de acuerdo a los conceptos vertidos y conforme a los argumen-
tos e instrumentales obrantes en. la demanda, se tiene que no existe amenaza 
e inclusive vulneración alguna al derecho un medio ambiento equilibrado y 
adecuado al desarrollo de la vida que haga factible la inaplicación de la Reso-
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lución N” ],9]~2011- OS/CD emitida por el Consejo Directivo de Osinergmin, 
en la medida que no se han excluido del reglamento los mecanismos de pre-
vención y fiscalización por parte de la autoridad administrativa para el logro de 
las autorizaciones de grifos y estaciones de servicio, entre otros, que suponga 
en ese caso dejar de cumplir el rol que le compete definido a través de la Ley 
No 27332, parcialmente modificada por la Ley 27632 en el marco del Estado 
Social y Democrático que nos rige, esto es el de supervisar, regular y fiscalizar 
las actividades de las distintas personas, naturales o jurídicas, que ofrezcan 
servicios al público y las sanciones a que hubiere lugar en caso contravengan 
las disposiciones legales y técnicas que regulen su labor.

18.	 En el caso en concreto, la obligación impuesta al interesado de presentar una 
solicitud documentada para acceder al Informe Técnico Favorable de Instala-
ción previo a la inscripción en el registro para su funcionamiento, a criterio de 
la judicatura, resulta razonable y proporcional con el otorgamiento de mayores 
facilidades a los interesados en este rubro para su correcto y eficiente desenvol-
vimiento en el mercado, en armonía con las obligaciones del Estado de remover 
los obstáculos que impidan o restrinjan el libre acceso a los mercados de bienes 
y servicios por cualquier persona natural o jurídica, y de preservar y conservar 
el ambiente frente a las actividades humanas que pudieran afectarlo, no solo 
para el bienestar de toda la población en un ambiente adecuado y equilibrado al 
desarrollo de su vida sano también para el disfrute de las generaciones futuras, 
entendido como fundamento del concepto de desarrollo sostenible.

19.	 Quiere decir que la decisión del Estado a través de 3a resolución cuestionada 
consigue el equilibrio que debe existir entre el esquema de la economía social de 
mercado con el derecho a vivir en un ambiente adecuado a través la simplifica-
ción en el procedimiento respectivo, previniendo con las medidas impuestas los 
riesgos que puedan ocasionarse al ambiente como consecuencia de las activida-
des desplegadas, incluso con la aplicación de sanciones a los responsables en 
caso de producirse una violación a las disposiciones ambientales aplicables de 
acuerdo al marco jurídico preestablecido para la protección del ambiente, siendo 
improbados los hechos alegados por la actora en cuanto a que los efectos de la 
decisión del ente administrativo podrían resultar atentatorios contra un ambiente 
saludable que haría factible y justificada la adopción de medidas adicionales a 
las ya dadas en aplicación de los principios de prevención y precautorio previsto 
en los artículos Vi y VII de la acotada norma.

20.	 Es así que lo realizado por el ente emplazado se encuentra bajo parámetros 
constitucionales establecidos, no pudiéndose amparar una pretensión por su-
puestos inciertos e improbados con relación derecho fundamental a un ambiente 
equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida por lo que la demanda debe 
ser desestimada, exonerándose a la parte demandante de las costas y costos 
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del proceso al haber tenido motivos atendibles para litigar de conformidad con 
el artículo 56 “ del Código Procesal Constitucional.

FALLO: Por tales consideraciones y normas glosadas, administrando Justicia a 
nombre de la Nación, el Señor Juez del Quinto Juzgado Especializado en lo Civil del 
Callao FALLA: DECLARANDO INFUNDADA la demanda de amparo interpuesta 
por el Instituto de defensa Legal del Ambiente y el Desarrollo del Sostenible Perú -- 
IDLADS Perú sobre Acción de Amparo, sin costas ni costos del proceso Notifíquese.

Anexo 4.-Segunda Sentencia de Segunda instancia sobre la 
supervisión previa de Osinergmin antes de iniciar operaciones 
de transporte y comercialización de gas (Nula la sentencia de 

primera instancia por falta de motivación adecuada)

Expediente N° 02171-2011-0-0701-JR-CI-05
Materia: Proceso de Amparo
Procedencia: Quinto Juzgado Especializado Civil del Callao
Ponente: Dr. Víctor Roberto Osando Blanco

SENTENCIA DE VISTA
RESOLUCIÓN N° 21
Callao, 9 de octubre del 2014. -

VISTOS; en Audiencia Pública de la fecha, sin el informe oral solicitado por la parte 
demandada y actuando como Juez Superior ponente el señor Víctor Roberto Obando 
Blanco.

ASUNTO
Es materia de la vista el recurso de apelación interpuesto por la demandada OSI-
NERGMIN (Organismo Público adscrito a la Presidencia del Consejo de Ministros) 
representado por el Procurador Público de la Presidencia del Consejo de Ministros 
contra el auto contenido en la resolución número once de fecha 24 de junio de 2013, 
obrante de folios doscientos veintinueve a doscientos treinta y uno, en el extremo que 
declara infundada la excepción de Incompetencia formulada: asimismo, el recurso de 
apelación interpuesto por Henry Oleff Carhuatocto Sandoval en representación del 
Instituto de Defensa Legal del Ambiente y el Desarrollo Sostenible del Perú - IDLADS 
Perú contra la sentencia contenida en la resolución número trece de fecha 06 de 
agosto de 2013 obrante de folios doscientos cuarenta y siete a doscientos cincuenta 
y nueve, que declara infundada la demanda incoada.
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ANTECEDENTES
El Procurador Público de la Presidencia del Consejo de Ministros en representación de 
OSINERGMIN señala como fundamento de su apelación contra la resolución número 
once, en el extremo que declara infundada la excepción de incompetencia, que: i) 
Interesa enfatizar lo referente a la excepción de Incompetencia por cuanto la natura-
leza inherente al proceso constitucional de amparo reside, entre otras características 
en que se convierta en la via idónea y satisfactoria; así como eficaz para la tutela de 
los derechos que se indican como vulnerados o amenazados en forma inminente, 
que no resulta coherente si se toma en cuenta la naturaleza de la pretensión; ii) Para 
determinar la procedencia de este proceso constitucional, el Juez Constitucional no 
puede circunscribir su análisis al ámbito subjetivo del proceso constitucional (defen-
sa del derecho fundamental), sino también debe procurar que lo que se decida en 
esa vía no suponga una afectación a otros bienes, principios, valores o derechos 
constitucionales; iii) Se advierte claramente que no se le ha dado la calidad especial 
y sumaria que tiene todo proceso constitucional de amparo agregando a lo residual 
o subsidiario y excepcional por constituir una tutela de urgencia, más aún cuando 
se trate de medidas cautelares; no se ha explicado la necesidad de la urgencia para 
admitir la medida, evidenciando una clara y flagrante afectación a uno de los principios 
básicos o esenciales del derecho fundamental al Debido Proceso, para la validez y 
legitimidad de toda decisión jurisdiccional.

Mediante recurso de apelación interpuesto por el representante del Instituto de De-
fensa Legal del Ambiente y el Desarrollo Sostenible del Perú - IDLADS Perú, obran-
te de folios doscientos sesenta y siete a doscientos ochenta y cuatro, subsanación 
de folios doscientos noventa y nueve a trescientos, señalando como fundamentos, 
que: i) No es necesario que la vulneración al derecho constitucional invocado se 
materialice al momento de interponer la demanda, sino que exista una amenaza o 
peligro inminente, como en el presente caso ocurre, puesto que con la expedición de 
la Resolución 191-2011-OS/CD ha eliminado las supervisiones previas de uso y 
funcionamiento para la entrega del Registro de Hidrocarburos en las actividades de 
procesamiento, almacenamiento, transporte y comercialización de GLP, combustibles 
líquidos y otros productos derivados de los hidrocarburos; ii) La inminencia de la 
amenaza al derecho a gozar de un ambiente sano y equilibrado surge de la natura-
leza autoaplicativa de la norma cuestionada, cuya eficacia no está condicionada a la 
realización de otras normas reglamentarias, por lo que a partir de su vigencia se 
viene otorgando autorizaciones para el desarrollo de actividades de hidrocarburos 
sin verificar que cuenten con las condiciones técnicas y de seguridad, situación que 
representa un riesgo para el contenido constitucional del derecho a gozar de un 
ambiente equilibrado y adecuado para la vida; iii) No se pretende impedir la expedi-
ción de autorizaciones para el funcionamiento de actividades de hidrocarburos, sino 
asegurar que dichos actos administrativos se otorguen con previa supervisión para 
garantizar las condiciones técnicas y de seguridad de las instalaciones y unidades 
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que por su naturaleza constituyen un riesgo para el ambiente y la sociedad, con el 
fin de garantizar el derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el 
desarrollo de la vida; iv) Si existe plena certidumbre e inminencia sobre la amenaza, 
toda vez, que a la fecha se viene expidiendo actos administrativos que autorizan el 
inicio de operaciones de establecimiento y unidades de procesamiento, almacena-
miento, transporte y comercialización de gas licuado de petróleo, combustibles líqui-
dos y otros productos derivados de los hidrocarburos, sin supervisión previa al am-
paro de la Resolución No 191-2011-OS/CD, aun cuando dichas actividades son 
riesgosas y se requiere verificar que cuente con las condiciones o estándares mínimos, 
técnicos y de seguridad para su operación, de lo ^ contrario el Estado estaría clau-
dicando con su deber de prevención, pues frente a los bienes jurídicos ambientales 
no solo existe la obligación de reparación frente a los daños sino más importante aún 
de prevención ante los riegos. Es por ello, que para calificar la inminencia no es 
necesario que se produzca un accidente sino que se aprecie que ante la falta de 
recaudos mínimos su natural consecuencia sea el evento dañoso sobre el ambiente, 
la salud y la vida de las personas; v) Si existe una relación directa entre los hechos 
y el petitorio con el contenido esencial del derecho a gozar de un ambiente equilibra-
do y adecuado para el desarrollo de la vida, puesto que el nuevo reglamento del 
Registro de Hidrocarburos del OSINERGMIN, aprobado mediante Resolución 191-
2011-OS/CD, elimina las supervisiones previas de uso V funcionamiento para las 
actividades de procesamiento, almacenamiento, transporte y comercialización de 
hidrocarburos, sustituyéndola por una declaración jurada de cumplimiento de la 
normativa técnica y de seguridad que elabora el propio administrado y cuya verifica-
ción es librada a la presunción de veracidad. Razón por la cual, al no existir garantías 
para el funcionamiento de esos establecimientos y unidades con las condiciones 
técnicas y de seguridad (estándares mínimos) surge la amenaza al contenido esen-
cial al derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de 
la vida, puesto que genera una incertidumbre sobre posibles consecuencias que 
puede generar esa actividad riesgosa sobre el ambiente, la vida, la salud y la segu-
ridad de las personas; vi) La judicatura reconoce que la Resolución No 191-2011-OS/
CD de Osinergmin y la aplicación de la misma podría suponer un conflicto ambiental 
y la generación de una problemática singular, sin embargo, señala que esa proble-
mática singular se daría si se comprobara que la simplificación administrativa que 
contiene el reglamento para el trámite de inscripción en el registro de hidrocarburos 
es lesiva en forma directa al contenido del derecho constitucional invocado. La Judi-
catura espera que se vulnere derechos constitucionales para recién tomar las medi-
das legales correspondientes, no tomando conciencia de la importancia de salva-
guardar estos derechos como es el derecho a un ambiente sano y equilibrado; vii) 
Se ha solicitado que el Juez exija a la parte demandante informes donde se especi-
fique el número de accidentes que se han presentado desde la fecha en que se 
publicó dicha resolución hasta la fecha, informes que no se han presentado en el 
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proceso y que han traído como consecuencia que la Judicatura no tenga la certeza 
del peligro que trae la resolución No 191-2011-OS/CD de OSINERGMIN; viii) La 
obtención de informes técnicos favorables, certificados de supervisión e inspección 
y actas de verificación de que ellas sean presentadas por simples declaraciones ju-
radas, se habla de derechos constitucionales que merecen el mayor respeto de las 
autoridades del Estado y no debe reducirse a simples documentos que no dan cer-
teza de nada mucho menos de seguridad hacia los transeúntes, usuarios y vecinos, 
por lo que no se sabe a ciencia cierta el grave daño que pueden ocasionar la no 
supervisión y/o fiscalización previas acerca de las condiciones técnicas y de segun-
dad; ix) El numeral 17 de la sentencia estima que no existe amenaza e inclusive que 
no existe vulneración alguna al derecho a un medio ambiente equilibrado y adecua-
do al desarrollo de la vida que haga factible la inaplicación de la Resolución N° 191-
2011-OS/CD; lo expresado niega en todos sus extremos en el sentido que si se 
vulnera el derecho a un ambiente sano y equilibrado, ya que los mecanismos de 
prevención y fiscalización se están reduciendo a su mínima expresión, dejando 
abierta la posibilidad de que no solo se vulnere este derecho constitucional, sino otros 
conexos a ellos, el reglamento aplica el principio de fiscalización posterior pero en 
casos como la autorización para la instalación de grifos y otras actividades este 
principio deviene en ineficiente, pues, la supervisión, fiscalización y exigencia de 
estudios técnicos debe ser efectuada en una etapa previa a tal permiso; x) No se 
puede justificar el libre acceso al mercado o el de priorizar las inversiones del sector 
privado para la instalación de grifos y otros establecimientos para realizar actividades 
económicas en el sector hidrocarburos, sin considerar que estas instalaciones puede 
vulnerar derechos constitucionalmente protegidos; xi) Se señala que no se ha acre-
ditado los hechos que se alegaron, en el presente caso, el derecho a un ambiente 
sano y equilibrado, sin embargo a efectos de que exista mayor certeza de los hechos 
que alegamos, según el artículo 9° del Código Procesal Constitucional el Juez de 
oficio puede solicitar las pruebas que considere indispensables por tanto tiene facul-
tad de solicitarle a la parte demandada que presente un informe detallado de los 
accidentes que se han suscitado desde la fecha en que se aprobó el reglamento 
hasta la fecha; xii) Según el numeral 20 de la apelada, se dice que la demanda no 
se puede amparar por supuestos inciertos e improbados con relación a un derecho 
ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida, sin embargo no se 
toma en cuenta normas ambientales que deben ser tomados en cuenta al momento 
de sentenciar, como es el principio de prevención y el principio precautorio, regulado 
en la Ley General del Ambiente en sus artículos VI y VII del Título Preliminar respec-
tivamente.

FUNDAMENTOS
PRIMERO: Finalidad del proceso constitucional. Naturaleza del proceso constitucional 
de amparo. Conforme lo previsto en los artículos V y 2° del Código Procesal Cons-
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titucional, los procesos constitucionales tienen como finalidad proteger los derechos 
constitucionales, reponiendo las cosas al estado anterior a la violación o amenaza 
de violación de un derecho constitucional, o disponiendo el cumplimiento de un 
mandato legal o de un acto administrativo; los procesos constitucionales de hábeas 
corpus, amparo y hábeas data proceden cuando se amenace o viole los derechos 
constitucionales por acción u omisión de actos de cumplimiento obligatorio, por parte 
de cualquier autoridad, funcionario o persona. Cuando se invoque la amenaza de 
violación, ésta debe ser cierta y de inminente realización.

En principio, el proceso constitucional de amparo constituye un mecanismo proce-
sal de tutela de urgencia y satisfactiva, proceso de condena cuyos caracteres para 
su procedencia es dejar sin efecto hecho, omisión o amenaza, inminente y directa 
contra el ejercicio de un derecho constitucional, proceso urgente (cuando el agravio 
se haya consumado) o preventivo de condena (amenaza): esto es, siempre que se 
trate de lograr la reposición del derecho constitucional transgredido o amenazado de 
manera táctica, evidente y sin duda alguna, pues éste no es declarativo de derechos, 
sino que, a través de él, se pueden resarcir aquellos derechos que t estando plena 
e indubitablemente acreditados, son objeto de trasgresión; ello supone que quién 
solicita tutela en esta vía mínimamente tenga que acreditar la titularidad del derecho 
constitucional cuyo restablecimiento invoca, en tanto que este requisito constituye 
un presupuesto procesal, a lo que se suma la exigencia de tener que demostrar la 
existencia del acto cuestionado.

SEGUNDO: Viabilidad del proceso de amparo contra normas legales. Juris-
prudencia nacional. El inciso 2) del artículo 200 de la Constitución no contiene una 
regla absoluta que prohíbe en cualquier caso el cuestionamiento de normas legales 
a través del proceso de amparo, si bien es una regla general, por excepción pueden 
cuestionarse mediante el amparo normas legales que lesionen directamente derechos 
fundamentales, lo que pretende dicho dispositivo legal es evitar que a través de esta 
vía urgente diseñada para defender los derechos constitucionales, se pretenda cues-
tionar la validez de una norma legal, pues para cuestionar la validez en abstracto de 
una norma deberá necesariamente acudirse a los procesos de Inconstitucionalidad 
de las leyes o el de acción popular, cuya finalidad es precisamente la defensa de la 
Constitución, conforme lo prevé el artículo 74 del Código Procesal Constitucional.

El primer requisito a fin de hacer procedente, en cada caso, un proceso constitucional 
contra normas inconstitucionales, es que el objeto de Impugnación. sea un acto que 
constituya la aplicación de una norma considerada Inconstitucional, debiendo distinguir 
la diferente virtualidad de la norma según sea una hetero o autoaplicativa (Exp. N° 
1124-2001-AA/TC del 11 de Julio del 2002, fundamento Jurídico 13.a); como lo señala 
el Profesor Luis Castillo Córdova en su obra “Habeas Corpus, Amparo y Hábeas Data, 
Un estudio esencialmente jurisprudencial (Lima, ARA Editores, Universidad de Piura 
2004, página 251) lo que se impugna propia y directamente es el acto violatorio del 
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derecho, la inconstitucionalidad de la norma se invoca con el objeto de dejar sin base 
jurídica el acto agresor, en estos casos, sólo indirectamente la norma es productora 
de la agresión constitucional. No se debe olvidar que, aunque indirectamente, lo que 
se persigue es la inaplicación de la norma inconstitucional, no su cuestionamiento 
abstracto y general, es decir sigue tratándose del llamado control difuso de la cons-
titucionalidad de las normas.

Asimismo, la Sentencia del Tribunal Constitucional dictada en el Expediente N° 00051-
2011-PA/TC, Cusco, Peruval Corp S.A., de fecha 31 de mayo de 2011, señala en 
su noveno y décimo fundamentos que: “9. En síntesis y conforme al artículo 3” del 
Código Procesal Constitucional, el proceso de amparo contra normas resulta proce-
dente cuando el acto lesivo es causado por normas autoaplicativas. Ahora bien, de 
acuerdo a lo anteriormente señalado, cabe decir que en el proceso de amparo contra 
normas autoaplicativas el nivel de análisis se realiza en dos fases. 10. En una primera 
fase se evalúa si la norma impugnada tiene carácter autoaplicativo. La condición de 
autoaplicable es relevante sólo para determinar la procedencia del amparo, pero no 
indica nada todavía sobre si dicha norma vulnera derechos fundamentales. Así, la 
verificación del carácter de la norma es pues una condición de procedibilidad, más 
no de inconstitucionalidad. No toda norma autoaplicativa es inconstitucional. En un 
segundo momento lo que corresponde más bien realizar en el amparo contra normas 
autoaplicativas es propiamente el examen para determinar si en el caso concreto se 
lesionan los específicos derechos fundamentales que se invocan.

TERCERO: Objeto del recurso de apelación y exigencia de fundamentaclón del ape-
lante. El recurso de apelación tiene por objeto que el órgano jurisdiccional superior 
examine, a solicitud de parte o de tercero legitimado, la resolución que les produzca 
agravio, con el propósito de que sea anulada o revocada, total o parcialmente, se-
gún lo dispone el artículo 364” del Código Procesal Civil, de aplicación supletoria al 
presente proceso constitucional. El artículo 366” del Código acotado establece que el 
apelante tiene que específicamente indicar “el error de hecho o de derecho incurrido 
en la resolución, precisando la naturaleza del agravio”, “sustentando su pretensión 
impugnatoria”.

CUARTO: Naturaleza de las excepciones. Las excepciones constituyen mecanismos 
de defensa procesal que pretenden enervar la pretensión interpuesta impidiendo la 
prosecución del proceso iniciado evitando así se emita pronunciamiento sobre el 
fondo de lo pretendido.

QUINTO: Excepción de incompetencia. Respecto a esta excepción prevista implí-
citamente en el inciso 2) del artículo 5” del Código Procesal Constitucional, implica 
la existencia de vías procedimentales específicas, igualmente satisfactorias para su 
derecho presuntamente amenazado o vulnerado.

SEXTO: Absolviendo los agravios. Absolviendo el arado respecto de los agravios 
expresados por la demandada en los apartados i) al iii) del escrito de apelación de la 
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resolución número once, mediante lo expuesto en el presente recurso de apelación 
se persigue el efecto revocatorio de la resolución número once, concretamente, en 
lo referente a la excepción de incompetencia, por lo que corresponderá su revisión 
por esta Sala Superior.

A efectos de determinar la procedencia de la presente demanda de amparo, si la 
Resolución de Consejo Directivo Organismo Supervisor de la Inversión en Energía 
y Minería - OSINERGMIN 191-2011-OS/CD de fecha 18 de octubre de 2011 es una 
norma autoaplicativa. El Tribunal Constitucional en la STC N° 00051-2011-AA/TC 
citada refiriéndose al carácter autoaplicativo de la norma ha señalado que: “Este 
Colegiado también advirtió la necesidad de distinguir entre lo que es propiamente un 
supuesto de amparo contra normas, de lo que es, en rigor, un supuesto de amparo 
contra actos sustentados en la aplicación de una norma. En relación al primero de 
ellos, la procedencia de este instrumento procesal está supeditada a que la norma 
legal a la cual se le imputa el agravio sobre un derecho fundamental se trate de una 
norma autoaplicativa, operativa o denominada también de eficacia inmediata; esto es, 
aquella cuya sola puesta en vigencia incide en el contenido constitucional protegido 
de los derechos fundamentales”. (Fundamento jurídico 5).

“En tal caso y siempre que estas normas incidan directamente en determinados 
derechos fundamentales, el amparo será procedente, no solo porque al optarse por 
una interpretación literal del inciso 2) del artículo 200” de la Constitución se dejaría 
en absoluta indefensión al particular afectado por un acto legislativo; sino además 
porque tratándose de una limitación del derecho de acceso a la justicia constitucional, 
éste no puede interpretarse en forma extensiva, sino más bien restrictiva esto es, en 
el sentido más favorable a la plena efectividad del derecho a obtener una decisión 
Judicial que se pronuncie respecto a su pretensión”. (Fundamento jurídico 6)

Con la vigencia de la Resolución de Consejo Directivo Organismo Supervisor de la 
Inversión en Energía y Minería - OSÍNERGMIN N® 191-2011-OS/CD de fecha 18 
de octubre de 2011, publicada en el diario oficial “El Peruano” el 07 de noviembre de 
2011, cuya vigente para los agentes cuyos trámites se realicen ante la Gerencia de 
Fiscalización de Hidrocarburos Líquidos el 21 de noviembre de 2011, y conforme al 
artículo 3° del Código Procesal Constitucional, el proceso de amparo contras normas 
resulta procedente cuando el acto lesivo es causado por normas autoaplicativas; para 
determinar la procedencia del amparo, se indica que la Resolución 191-2011-OS/CD 
del Consejo Directivo del Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería 
- OSINERGMIN, que aprueba el nuevo reglamento del Registro de Hidrocarburos, 
específicamente, contra los actos administrativos que aprueban la expedición de 
autorizaciones (Informe Técnico Favorable y Registro), sin supervisión previa, para 
el funcionamiento de grifos, estación de servicios, grifos flotantes, grifos rurales con 
almacenamientos en cilindros, consumidor directo de GLP, Distribuidos a granel GLP, 
Distribuidor de GLP en cilindros. Distribuidor Minorista de Combustible Líquido y/u 
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OPDH, local de ventas GLP, medios de transporte terrestre de combustible líquidos, 
GLP u OPDH, red de distribución de GLP en la Provincia Constitucional del Callao, 
lo cuales son adversos por cuanto implica una amenaza o violación al contenido 
constitucional del derecho difuso a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al 
desarrollo de la vida. De lo cual se desprende que la aplicación de la norma supon-
dría un conflicto a un ambiente equilibrado y adecuado de comprobarse que dicha 
modificación normativa afectaría el medio ambiente y la salud; resultando ante ello, 
en el caso concreto, una norma autoaplicativa va que genera una situación jurídica 
que va a tener consecuencia y efectos jurídicos sobre una comunidad: debiendo 
desestimarse los agravios expuesto en la apelación formulada.

SÉTIMO: El derecho a gozar de un medio ambiente equilibrado y adecuado al de-
sarrollo de la vida. Jurisprudencia constitucional. Cabe indicar que en las sentencias 
contenidas en los expedientes N° 018-2002-AI/TC de fecha 06 de noviembre de 2002 
y N° 048-2004-AI/TC de fecha 01 de abril de 2005, el Tribunal Constitucional a partir 
de una interpretación del artículo 2°, inciso 22) de la Constitución, estableció que el 
derecho fundamental señalado líneas arriba se encontraba configurado por los siguien-
tes elementos: 1) El derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado y, 2) El 
derecho a que dicho ambiente se preserve. Explicando la connotación de cada uno 
de ellos, se indicó que: “En su primera manifestación, esto es, el derecho de gozar 
de un medio ambiente equilibrado y adecuado, dicho derecho comporta la facultad 
de las personas de poder disfrutar de un medio ambiente en el que sus elementos 
se desarrollan e interrelacionan de manera natural y armónica; y, en el caso de que 
el hombre intervenga, no debe suponer una alternativa sustantiva de la interrelación 
que existe entre los elementos del medio ambiente: Esto supone, por tanto, el dis-
frute no de cualquier entorno, sino únicamente del adecuado para el desarrollo de la 
persona y de su dignidad (artículo 1 de la Constitución). De lo contrario, su goce se 
vería frustrado y el derecho quedaría, así, carente de contenido.

Pero también el derecho en análisis se concretiza en el derecho a que el medio 
ambiente se preserve. El derecho a la preservación de un medio ambiente sano y 
equilibrado entraña obligaciones ineludibles, para los poderes públicos, de mantener 
los bienes ambientales en las condiciones adecuadas para su disfrute. A juicio de 
este Tribunal, tal obligación alcanza también a los particulares, y con mayor razón a 
aquellos cuyas actividades económicas inciden, directa o indirectamente, en el medio 
ambiente”. (STC N° 0048-2004-AI/TC. Fundamento jurídico 17). (El énfasis es nuestro).

Respecto a la relación existente entre la producción económica y el derecho a un 
ambiente equilibrado y adecuado de la vida, el Tribunal Constitucional ha Indicado 
que deben observarse ciertos principios que garantizan la protección del derecho 
indicado, señalando para ello que: “En cuanto al vínculo existente entre la producción 
económica y el derecho a un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la 
vida, se materializa en función de los principios siguientes: a) el principio de desarrollo 
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sostenible o sustentable (...); b) el principio de conservación, en cuyo mérito se busca 
mantener en estado óptimo los bienes ambientales; c) el principio de prevención, 
que supone resguardar los bienes ambientales de cualquier peligro que pueda 
afectar su existencia; d) el principio de restauración, referido al saneamiento y 
recuperación de los bienes ambientales deteriorados; e) el principio de mejora, en 
cuya virtud se busca maximizar los beneficios de los bienes ambientales en pro del 
disfrute humano; f) el principio precautorio, que comporta adoptar medidas de cau-
tela y reserva cuando exista incertidumbre científica e indicios de amenaza sobre la 
real dimensión de los efectos de las actividades humanas sobre el ambiente; y, g) el 
principio de compensación, que implica la creación de mecanismos de reparación 
por la explotación de los recursos no renovables”. (STC N° 0048-2004-Al/TC. Fun-
damento jurídico 18).

OCTAVO: Absolución de agravios. Absolviendo el arado respecto de los agravios 
expresados por la demandada contra la sentencia en los apartados i) al xii) del escrito 
de apelación, mediante lo expuesto en el presente recurso de apelación se persigue 
la revocatoria de la sentencia comprendida en la resolución número trece de fecha 06 
de agosto de 2013, que declara infundada la demanda de amparo; correspondiendo 
a la Sala Superior la revisión a fin de determinar si esta se ha efectuado con arreglo 
a derecho.

Debe tenerse presente que: “El Tribunal considera que, por la propia naturaleza del 
derecho, dentro de las tareas de prestación que el Estado está llamado a desarro-
llar tiene especial relevancia la tarea de prevención y, desde luego, la realización 
de acciones destinadas a ese fin. Y es que, si el Estado no puede garantizar a los 
seres humanos que su existencia se desarrolle en un medio ambiente sano, estos 
sí pueden exigir del Estado que adopte todas las medidas necesarias de prevención 
que lo hagan posible”.

Se aprecia del presente expediente que, la sentencia venida en grado ha declarado 
infundada la demanda por supuestos inciertos e improbados con relación al derecho 
fundamental a un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida, sin 
embargo, es de hacer notar que en el proceso no se ha actuado prueba alguna; que, 
si bien la demandante ha ofrecido medios probatorios en su escrito de demanda de 
folios ciento cuarenta a ciento cincuenta y cuatro, ellas no han sido calificadas no 
obstante haberse tenido por ofrecidas según es de verse de la resolución número ^ 
seis de fecha 14 de marzo de 2013, que admite la demanda, obrante de folios ciento 
setenta y ocho a ciento setenta y nueve; ante ello es de recordar que el artículo 9° 
del Código Procesal Constitucional establece que en los procesos constitucionales 
no existe etapa probatoria. Sin embargo, el Tribunal Constitucional ha establecido en 
su jurisprudencia también que tal principio debe compatibilizarse con el artículo II del 
mismo código, que establece que es fin esencial de los procesos constitucionales la 
primacía de la constitución y vigencia de los derechos fundamentales. Es de tenerse 
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presente que: “esta naturaleza finalista del proceso constitucional en general y del pro-
ceso de amparo en particular, impone al juez la ejecución de todos los actos procesales 
tendientes a tal fin. Se configura, así, un deber de investigación o de instrucción del 
juez constitucional consistente en efectuar todos los actos procesales conducentes al 
esclarecimiento de los hechos controvertidos, facultad que no deriva de la aplicación 
supletoria de otra disposición procesal de nuestro ordenamiento como, más bien, del 
principio finalista del propio proceso constitucional establecido en el citado Art. 11 del 
CPConst” [STC 02682-20058-PA, fundamento jurídico 8].

En la STC 05270-2005-PA/TC, se ha recogido similar criterio, en donde se estableció 
que: “el juez puede desplegar sus facultades -en materia probatoria debe entender-
se- cuando se encuentre en discusión un derecho que afecta en forma gravísima y 
posiblemente irreversible a una comunidad entera. En tal sentido, en ente jurisdic-
cional puede solicitar la actuación del Ejecutivo a fin de que a través de las agencias 
estatales pertinentes presten su cooperación (art. 139, inc. 18 de la Constitución) a 
fin acceder a ¡os datos que le permitan tomar una decisión sobre la ^ase de mayores 
medios probatorios”. [STC 05387-2008-AAyTC, fundamento jurídico 8].

Tal como se aprecia, la posición del Juez de primer grado, no se ha enmarcado en 
dicha línea, por cuanto no ha solicitado documentos y pericias, de resultar necesario 
este último, dentro de su deber de investigación; siendo así no se ha aportado dato 
relevante para la resolución del caso en la que se invoca la preservación del derecho 
fundamental como es el de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de 
la vida de una comunidad ante la amenaza o peligro por la aplicación de la Resolución 
N° 191-2011-OS/CD, del Consejo Directivo del Organismo Supervisor de la Inversión 
en Energía y Minería (OSINERGMÍN) que aprueba el nuevo reglamento del Registro 
de Hidrocarburos, contra actos que aprueban la expedición de autorizaciones (infor-
me Técnico Favorable y Registro) sin supervisión previa para el funcionamiento 
de grifos y estaciones de servicios, entre otras, en este caso como se plantea en la 
demanda, para la Provincia Constitucional del Callao.

NOVENO: Concepto de nulidad procesal y principio de legalidad. Es un estado de 
anormalidad dentro del proceso debido a la ausencia o presencia defectuosa de 
requisitos que condicionan su existencia, determinándose la posibilidad que esta 
situación sea corregida declarándose la invalidez del acto procesal viciado, y conforme 
al principio de legalidad, previsto en el artículo MV del Código Procesal Civil, aplica-
ble supletoriamente al presente proceso constitucional, la nulidad se sanciona sólo 
por causa establecida en la ley, sin embargo, puede ser declarada cuando el acto 
careciera de los requisitos indispensables para la obtención de su finalidad, y 
en mérito a la llamada potestad nulificante del juzgador puede ser declarada de oficio 
por el Juez si considera que el acto viciado puede atentar contra los fines del proceso.

DÉCIMO: Declaración de oficio de la nulidad. Es necesario tener presente que 
la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de la República ha establecido en el 
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fundamento sexto de la Casación N°. 3161-2006 Callao, de fecha diecinueve de marzo 
del dos mil siete: “(...) En virtud del principio de plenitud, recogido en el artículo 364 
del Código Procesal Civil, la Sala Civil Superior como instancia revisora está facultada 
inclusive a anular lo resuelto en primera instancia, más aún si considera que en el 
caso de autos se ha configurado el supuesto previsto en el artículo 176” del citado 
Código (...) si bien es cierto de que en virtud del principio de preclusión ya no es posible 
retrotraer el proceso a una etapa anterior que ya fue superada; también lo es que, en 
el caso de autos no opera tal principio procesal, pues, no se configura ninguno de los 
supuestos previstos en el artículo 175” del mismo ordenamiento procesal, esto es que 
elevados los autos a la segunda instancia, la referida Sala Superior está ampliamente 
facultada a declarar la nulidad de oficio si considera de que existe un vicio procesal 
de carácter insubsanable, lo que no implica atentar contra el debido proceso (...)”

UNDÉCIMO: Jurisprudencia nacional sobre el criterio de aplicación de la nuli-
dad procesal. La nulidad procesal es un instrumento de última ratto y solo debe ser 
aplicado cuando aparezca una infracción insubsanable de algún elemento esencial 
de un acto procesal o cuando se vulnere uno de los principios del debido proceso” 
(Casación N® 216-96-Huaura. 22/09/1997); “(...) El criterio de las nulidades procesa-
les debe ser restrictivo, ya que la declaración de nulidad es un remedio excepcional 
de última ratio (...)” (Casación N” 1759-96-Lima. 12705/1998); citadas en “Extractos 
de jurisprudencia procesal civil” por la Revista “Actualidad Jurídica”, N° 160, Gaceta 
Jurídica, marzo 2007, página 72).

DECISION FINAL
Siendo así, corresponde declarar la nulidad de la resolución número trece, nulidad de 
la sentencia, de conformidad con lo previsto por el artículo 171” del Código Procesal 
Civil, por infracción al principio de legalidad.

Por tales fundamentos, CONFIRMARON el auto contenido en la resolución número 
once de fecha 24 de junio de 2013, en el extremo que declara infundada la excep-
ción de Incompetencia formulada; y declararon NULA la sentencia contenida en la 
resolución número trece de fecha 06 de agosto de 2013, obrante de folios doscientos 
cuarenta y siete a doscientos cincuenta y nueve, que declara infundada la demanda 
incoada; ORDENARON que el Juez a cargo del proceso emita nuevo pronunciamiento 
teniendo presente los considerandos precedentes; en los seguidos por el Instituto de 
Defensa Legal del Ambiente y el Desarrollo del Sostenible Perú IDLADS Perú con 
el Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería OSINERGMIN, sobre 
proceso constitucional de amparo; y, lo devolvieron.

ss.
OBANDO BLANCO
ILDEFONSO VARGAS
LEIVA CASTAÑEDA



93

Anexos

Anexo 5.- Tercera Sentencia de primera instancia sobre 
la supervisión previa de Osinergmin antes de iniciar 
operaciones de transporte y comercialización de gas 

(Declaran infundada la demanda)

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DEL CALLAO
QUINTO JUZGADO ESPECIALIZADO EN LO CIVIL

Expediente: 02171-2011-0-0701-JR-CI-05
Demandante: IDLADS PERU
Demandado: OSINERGMIN
Materia: Proceso Constitucional de Amparo
Especialista: Carol Gutierrez de la Cruz

SENTENCIA
Resolución Número Treinta

Callao, uno de marzo del año dos mil diecisiete

VISTOS: Puestos los autos en la fecha para sentenciar, con informe oral;

Antecedentes
Resulta de autos que por escrito de folios 140 a 154, el Instituto de defensa Legal 
del Ambiente y el Desarrollo del Sostenible Perú -IDLADS Perú- interpone demanda 
de amparo contra el Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería 
-OSINERGMIN-, con el objeto de salvaguardar el derecho a gozar de un ambiente 
equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida, que viene siendo amenazado por los 
eventuales actos administrativos que se sustentan en la aplicación de la Resolución 
N° 191-2011 OS/CD del Consejo Directivo del Organismo Superior de la Inversión en 
Energía y Minería (OSINERGMIN) que aprueba el nuevo Reglamento del Registro de 
Hidrocarburos, específicamente contra los actos administrativos que aprueban la expe-
dición de autorizaciones (ITF y registro) sin supervisión previa, para el funcionamiento 
de grifos estaciones de servicios, grifos flotantes, grifos rurales con almacenamientos 
en cilindros, consumidor directo de GLP, Distribuidor a granel de GLP, Distribuidor de 
GLP en cilindros. Distribuidor Minorista de Combustible Líquido y/o OPDH, local de 
venta de GLP, medios de transporte terrestre de combustibles líquidos, GLP u OPDH, 
red de distribución de GLP en la Provincia Constitucional del Callao.

Fundamentos fácticos
Funda su demanda en el hecho que Osinergmin, con la Resolución de su Consejo 
Directivo N° 191-2011-OS/CD, pretende desaparecer la supervisión previa establecida 
mediante el Decreto Supremo N® 023-2009-PCM ya sea en la etapa de instalación, 
prueba de hermeticidad y el uso y funcionamiento para obtener el Informe Técnico 
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Favorable que autoriza los proyectos de grifos y estaciones de servicio, lo que signi-
fica que se prescindirá de verificar las construcciones ejecutadas de las instalaciones 
de procesamiento, comercialización almacenamiento, de hidrocarburos transporte 
sea y/o en grifos, estaciones de servicio, gasocentros u otras actividades afines, 
procediendo directamente a la inscripción en el Registro de Hidrocarburos con la 
sola presentación de una declaración jurada de cumplimiento de las normas legales, 
técnicas y de seguridad, lo que vulnera el Decreto Supremo N° 030-98-EM y afecta 
el derecho a un ambiente sano y equilibrado de establecimientos las de poblaciones 
procesamiento, procesamiento, aledañas a los almacenamiento, transporte y co-
mercialización de combustibles líquidos y GLP, incumpliendo la demandada con su 
función fiscalizadora delegada por el Estado Peruano mediante la Ley No 26734 y los 
principios de prevención y precautorio consagrados en la Ley General del Ambiente.

Agrega que la norma tiene el carácter autoaplicativo y exceptúa también del ITF de 
instalación y uso y funcionamiento para algunas actividades que debido a su desarrollo 
en medios susceptibles de contaminación representa un peligro o amenaza inminente 
contra el ambiente, haciendo incurrir en omisión de funciones al incumplir normas 
de mayor jerarquía porque no se debe confundir el principio de simplicidad con la 
aprobación automática de una actividad altamente riesgosa que requiere supervisión 
previa antes de iniciar operaciones.

Síntesis de los actos procesales
Admitida a trámite la demanda, el Organismo Supervisor de la Inversión en Energía 
y Minería - OSINERGMIN, deduce la excepción de prescripción extintiva y contesta 
la demanda negándola y contradiciéndola en todos sus términos. Señala que la sola 
presunción que la administración va a expedir resoluciones sin supervisión previa, no 
constituye una amenaza cierta e inminente de vulneración a los derechos constitu-
cionales del demandante. Con la Resolución del Consejo Directivo N° 191-2011-OS/
CD no se pretende que la administración los incumpla su función supervisora y fisca-
lizadora sino constituye la implementación de mejoras en procedimientos vinculados 
al Registro de Hidrocarburos de Osinergmin y su optimización, sin contravenir el 
Decreto Supremo N° 030-98-EM porque los administrados tienen que cumplir con 
los requisitos impuestos por la norma.
Por escrito del 05 de abril de este año, se apersona el Procurador de la Presidencia 
del Consejo de Ministros en representación de Osinergmin, formula la excepción 
de incompetencia por razón de la materia y contesta la demanda señalando que el 
dispositivo legal cuestionado está orientado a establecer criterios adecuadamente 
armonizados con el compromiso de ofrecer las facilidades para lograr fortalecimiento 
en las perspectivas de crecimiento y desarrollo por lo que no puede ser considerado 
como un instrumento generador de riesgo o amenaza al medio ambiente. Agrega 
que no se ha acompañado medio probatorio alguno que verifique la amenaza como 
cierta e inminente y que evidencia la generación de peligro o riesgos en perjuicio del 
medio ambiente.
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Declaradas infundadas las excepciones formuladas por los demandados y por saneado 
el proceso, se emitió sentencia declarando infundada la demanda, la misma que fue 
anulada por sentencia de vista de fecha 09 de octubre de 2014 por lo que emitida la 
resolución 23 de fecha 02 de junio de 2015 y cumplido con remitir el informe solicitado, 
es el estado de la causa el de emitir nueva sentencia.

FUNDAMENTOS
El proceso constitucional de amparo
1.	 El proceso constitucional de amparo constituye un mecanismo procesal de 

tutela de urgencia y satisfactiva, proceso de condena cuyos caracteres para su 
procedencia es dejar sin efecto hecho, omisión o amenaza, inminente y directa 
contra el ejercicio de un derecho constitucional, esto es, siempre que se trate 
de lograr la reposición del derecho constitucional transgredido o amenazado 
de manera fáctica, evidente y sin duda alguna, pues éste no es declarativo de 
derechos, sino que a través de él, se pueden resarcir aquellos derechos que 
estando plena e indubitablemente acreditados, son objeto de trasgresión.

Finalidad del proceso constitucional de amparo
2.	 Conforme al numeral 2) del artículo 200° de la Constitución Política del Estado y 

a los artículos 1° y 2° del Código Procesal Constitucional, los procesos constitu-
cionales tienen como finalidad proteger los derechos constitucionales, reponiendo 
las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación de un derecho 
constitucional, o disponiendo el cumplimiento de un mandato legal o de un acto 
administrativo; los procesos constitucionales de hábeas corpus, amparo y hábeas 
data proceden cuando se amenace o viole los derechos constitucionales por 
acción u omisión de actos de cumplimiento obligatorio, por parte de cualquier 
autoridad, funcionario o persona. Cuando se invoque la amenaza de violación, 
ésta debe ser cierta y de inminente realización.

El amparo y derecho a un ambiente adecuado y equilibrado
3.	 El Tribunal Constitucional en su STC N° 00316-2011-AA56 ha señalado que el 

denominado “amparo ambiental” es el proceso constitucional mediante el cual se 
pretende tutelar el derecho a un ambiente equilibrado y adecuado. Sin pretender 
crear una categoría procesal, es de advertirse que este Tribunal ha desarrollado 
una línea jurisprudencial al respecto, tomando en cuenta la singularidad de lo 
discutido en este tipo de procesos.

4.	 Sostiene asimismo que el denominado amparo ambiental tiene ciertas carac-
terísticas especiales, a partir de las cuales la jurisprudencia del Tribunal ha 
desarrollado reglas procesales, adaptando el proceso de amparo a la finalidad 

56	 TC N° 00316-2011-AA FJ 10 y 13
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perseguida. También se ha integrado al análisis de este tipo de casos: “a) el 
principio de desarrolle^ sostenible o sustentable [que consiste en prevenir un 
daño al medio ambiente que, en la actualidad, es potencial]; b)[ el principio de 
conservación, en cuyo mérito se busca mantener en estado óptimo los bines 
ambientales; c) el principio de prevención, que supone resguardar los bienes 
ambientales de cualquier peligro que pueda afectar su existencia; d) el principio 
de restauración, referido al saneamiento y recuperación de los bienes ambienta-
les en pro del disfrute humano; f) el principio precautorio, que comporta adoptar 
medidas de cautela y reserva cuando exista incertidumbre científica e indicios 
de amenaza sobre la real dimensión de los efectos de las actividades humanas 
sobre el ambiente; y g) el principio de compensación, que implica la creación de 
mecanismos de reparación por la explotación de los recursos no renovables.

Amparo contra normas autoaplicativas
5.	 Siguiendo la línea jurisprudencial del Tribunal Constitucional, en su STC N° 01405-

2010-PA/TC57 ha señalado que el amparo procede contra normas autoaplicativas, 
es decir, contra aquellas normas creadoras de situaciones jurídicas inmediatas, 
sin la necesidad de actos concretos de aplicación. En efecto, del fundamento 
10 de la STC 03283-2003-AA/TC se infiere que cuando las normas dispongan 
restricciones y sanciones sobre aquellos administrados incumplan en abstracto 
sus disposiciones, queda claro que por sus alcances se trata de una norma de 
carácter autoaplicativo que desde su entrada en vigencia generará una serie 
de efectos jurídicos que pueden amenazar o violar derechos fundamentales.

6.	 Así, para considerar a una norma como autoaplicativa debe evaluarse sus 
efectos, pues de acuerdo a lo prescrito en el artículo 3° del Código Procesal 
Constitucional, procede el amparo contra normas autoaplicativas, siempre que 
afecten directamente derechos constitucionales.

7.	 A consideración de la judicatura, la Resolución N° 191 2011-OS/CD de Osinerg-
min califica con tal condición pues eventualmente su aplicación podría suponer 
un conflicto ambiental y la generación de una problemática singular si se com-
probara que la simplificación administrativa que contiene el reglamento para el 
trámite de inscripción en el Registro de Hidrocarburos es lesiva en forma directa 
al contenido del derecho constitucional invocado. Sin embargo, no implica que 
sus efectos sean necesariamente contrarios al derecho alegado o que impliquen 
un amenaza cierta e inminente contra tal derecho, por lo que procede analizar 
el fondo de la pretensión.

57	 STC N° 01405-2010-PA/TC FJ. 4 y 7
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Del conflicto de intereses con relevancia jurídica
8.	 De autos se tiene que la parte demandante pretende se declare la inaplicabili-

dad de la Resolución N° 191-2011 OS/CD del Consejo Directivo del Organismo 
Supervisor de la Inversión en Energía y Minería Osinergmin que aprueba el 
Reglamento del Registro de Hidrocarburos y se ordene a la entidad demandada 
la restitución de las supervisiones previas al uso y funcionamiento para el otor-
gamiento de autorizaciones de grifos y estaciones, con el fin de evitar efectos 
adversos al medio ambiente y a los vecinos, usuarios y transeúntes de dichos 
establecimientos en el Callao.

9.	 Es pues necesario delimitar sí, con las instrumentales obrantes en el expediente, 
así como los medios probatorios solicitados por la judicatura con fecha 02 de 
junio de 2015 en virtud al mandato del Superior Jerárquico pues ya habían sido 
desestimadas en la sentencia anulada en conformidad con el artículo 9^^ del 
Código Procesal Constitucional, se acreditan las aseveraciones formuladas y 
que sustentan la demanda.

El derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado
10.	 El contenido del derecho fundamental a un medio ambiente equilibrado y ade-

cuado para el desarrollo de la vida, reconocido en el artículo 2° inciso 22) de 
la Constitución, está determinado por los siguientes elementos: (1) el derecho 
a gozar de ese medio ambiente y (2) el derecho a que ese medio ambiente se 
preserve58.

11.	 En su primera manifestación, esto es, el derecho a gozar de un medio am-
biente equilibrado y adecuado, éste comporta la facultad de las personas de 
poder disfrutar de un medio ambiente en el que sus elementos se desarrollan 
e interrelacionan de manera natural y armónica; y, en el caso de que el hombre 
intervenga, no debe suponer una alteración sustantiva de la interrelación que 
existe entre los elementos del medio ambiente. Esto supone, por tanto, el disfrute 
no de cualquier entorno, sino únicamente del adecuado para el desarrollo de 
la persona y de su dignidad (artículo 1° de la Constitución). De lo contrario, su 
goce se vería frustrado y el derecho quedaría, así, carente de contenido.

12.	 En relación con el segundo elemento, cabe señalar que el derecho a la preserva-
ción de un medio ambiente sano y equilibrado entraña obligaciones ineludibles, 
para los poderes públicos, de mantener los bienes ambientales en las condicio-
nes adecuadas para su disfrute. A juicio de este Tribunal, tal obligación alcanza 
también a los particulares, y con mayor razón, a aquellos cuyas actividades 
económicas inciden, directa o indirectamente, en el medio ambiente.

58	 STC 0048-2004-PI/TC
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En el caso en concreto
13.	 En este caso, la demandante alude que los efectos de la Resolución N° 191-

2011-OS/CD del Consejo Directivo del Organismo Supervisor de la Inversión 
en Energía y Minería OSINERGMIN, que aprueba el nuevo Reglamento del 
Registro de Hidrocarburos son adversos contra el ambiente, usuarios, vecinos 
y transeúntes de los establecimientos de grifos y otras actividades puesto que 
autoriza no efectuar supervisiones y/o fiscalizaciones previas acerca de las con-
diciones técnicas y de seguridad necesarias para su operación que garanticen 
el derecho a un ambiente sano y equilibrado, trasladando la responsabilidad 
de verificar dicha conformidad a los propios administrados con la presentación 
de una declaración jurada de cumplimiento de las normas legales, técnicas y 
de seguridad, pretendiéndose formalizar lo que en un inicio se marcó con la 
expedición de la Resolución N° 193-2009-OS/CD que simplificaba el trámite de 
solicitud del Informe Técnico Favorable para uso y funcionamiento de modifica-
ción y/o ampliación aplicable a consumidores directos de GLP que no cuenten 
con surtidores, locales de venta, medios de transporte y redes de distribución 
de GLP., con la sola presentación de declaraciones juradas y fotos entregadas 
por los administrados.

14.	 Los citados dispositivos legales fueron expedidos en base a la facultad de Osi-
nergmin, dentro de su ámbito de competencia, para dictar reglamentos y normas 
de carácter general aplicables a todas las entidades y usuarios, y establecer los 
procedimientos administrativos y los requisitos para la obtención de los Informes 
Técnico Favorables y en consonancia con su misión de regular, supervisión y 
fiscalizar las actividades que desarrollan las empresas y personas naturales en 
los sectores de hidrocarburos.

15.	 El Reglamento de Registro de Hidrocarburos establece en sus artículo 4° y 
5°, que las solicitudes de inscripción, modificación, suspensión, cancelación o 
habilitación en el registro que incluye en algunos casos, la obtención previa de 
Informes Técnicos Favorables, Certificados de Supervisión e Inspección y Actas 
de Verificación, serán presentadas como declaración jurada y deberán formularse 
conforme a las indicaciones establecidas en ellas, bajo los principios de simpli-
cidad, eficacia, presunción de veracidad y privilegio de controles posteriores, 
previendo las acciones a adoptar y las sanciones cuando la información no sea 
veraz o los documentos requerir presentados no sean auténticos, pudiendo 
en cualquier momento la información o documentación que sustente los datos 
proporcionados en las solicitudes, documentos o declaraciones presentados e 
incluso realizar las fiscalizaciones sobre las instalaciones, establecimientos o 
medios de transporte de los agentes que obtuvieron sus respectivas inscripciones 
en el registro.
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16.	 Asimismo, en el anexo 2 de la referida resolución N° 191-2011-OS/CD se se-
ñala el procedimiento a seguir por toda persona natural, jurídica, consorcio, 
asociación en participación u otra modalidad contractual para la obtención de 
Informes Técnicos Favorables de instalación o modificación de instalaciones 
o establecimientos de combustibles líquidos, otros productos derivados de los 
hidrocarburos y GLP, así como de actas de verificación, previo a la inscripción 
o modificación en el registro, consistente en la presentación de una solicitud 
según formato de Osinergmin correspondientes. acompañando los documentos

17.	 Como puede verse del informe remitido por Osinergmin de fecha 06 de agosto 
de 2015, entre los años 2009 y 2011 se aprobaron 506 Informes Técnicos Favo-
rables (ITF) pertenecientes a locales de venta de GLP, de los cuales 147 locales 
fueron fiscalizados posteriormente a la entrega de los ITF obtenidos mediante 
el procedimiento simplificado, lo que equivalía al 29% respecto del total de ITF 
entregados mediante esa modalidad, habiéndose iniciado a nivel nacional un 
total de 855 procedimientos administrativos sancionadores a locales de venta 
de GLP autorizados y registrado a dos de ellos como locales que presentaron 
alguna emergencia posteriormente a la aprobación del ITF.

18.	 En ese sentido, de acuerdo a los conceptos vertidos y conforme a los argu-
mentos e instrumentales obrantes en la demanda, esta judicatura se ratifica en 
la decisión de no existir amenaza e inclusive vulneración alguna al derecho a 
un medio ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida que haga 
factible la inaplicación de la Resolución N° 191-2011-OS/CD emitida por el 
Consejo Directivo de Osinergmin, en la medida que como se había sostenido, 
no se han excluido del reglamento los mecanismos de prevención y fiscalización 
por parte de la autoridad administrativa para el logro de las autorizaciones de 
grifos y estaciones de servicio, entre otros, que suponga en ese caso dejar de 
cumplir el rol que le compete definido a través de la Ley N° 27332, parcialmente 
modificada por la Ley N° 27632 en el marco del Estado Social y Democrático 
que nos rige, esto es el de supervisar, regular y fiscalizar las actividades de las 
distintas personas, naturales o jurídicas, que ofrezcan servicios al público y las 
sanciones a que hubiere lugar en caso contravengan las disposiciones legales 
y técnicas que regulen su labor.

18.	 Y es que se sostiene que nunca se dejó de lado esa labor de supervisión que 
por mandato legal le asiste a la entidad demandada porque según consta del 
informe alcanzado, la aprobación del ITF no implicaba que los locales de venta 
de GLP obtuvieran el mencionado ITF sin fiscalización previa sino se trataba de 
la simplificación del trámite para la obtención del mismo, además de advertirse 
un alto número de ITF aprobados a través del procedimiento simplificado y la 
posterior fiscalización realizada, con observaciones y sanciones en los 855 pro-
cedimientos administrativos sancionadores iniciados a nacional por no cumplir 
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con las disposiciones técnicas y de seguridad de la norma, y el ínfimo número 
de locales de venta de GLP con registro de alguna emergencia presentada.

19.	 En el caso en concreto, la obligación impuesta al interesado de presentar una 
solicitud documentada para acceder al Informe Técnico Favorable de Instalación 
previo a la inscripción en el registro para su funcionamiento, resulta, a criterio de 
la judicatura, razonable y proporcional con el otorgamiento de mayores facilidades 
a los interesados en este rubro para su correcto y eficiente desenvolvimiento 
en el mercado, en armonía con las obligaciones del Estado de remover los 
obstáculos aquel impidan o restrinjan el libre acceso a los mercados de bienes 
y servicios por cualquier persona natural o jurídica, y de preservar y conservar 
el ambiente frente a las actividades humanas que pudieran afectarlo, no solo 
para el bienestar de toda la población en un ambiente adecuado y equilibrado al 
desarrollo de su vida sino también para el disfrute de las generaciones futuras, 
entendido como fundamento del concepto de desarrollo sostenible.

20.	 Quiere decir que la decisión del Estado a través de la resolución cuestionada 
consigue el equilibrio que debe existir entre el esquema de la economía social 
de mercado con el derecho a vivir en un ambiente adecuado a través de la 
simplificación en el procedimiento respectivo, previniendo con las medidas im-
puestas los riesgos que puedan ocasionarse al ambiente como consecuencia 
de las actividades desplegadas, incluso con la aplicación de sanciones a los 
responsables en caso de producirse una violación a las disposiciones ambientales 
aplicables de acuerdo al marco jurídico preestablecido para la protección del 
ambiente como así se ha procedido de acuerdo a lo expuesto líneas arriba, siendo 
improbados los hechos alegados por la actora en cuanto a que los efectos de la 
decisión del ente administrativo podrían resultar atentatorios contra un ambiente 
saludable que haría factible y justificada la adopción de medidas adicionales a 
las ya dadas en aplicación de los principios de prevención y precautorio previsto 
en los artículos VI y VII de la acotada norma.

21.	 Es así que lo realizado por el ente emplazado se encuentra bajo los parámetros 
constitucionales establecidos, no pudiéndose amparar una pretensión por supues-
tos inciertos e improbados con relación al derecho fundamental a un ambiente 
equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida por lo que la demanda debe 
ser desestimada, exonerándose a la parte demandante de las costas y costos 
del proceso al haber tenido motivos atendibles para litigar de conformidad con 
el artículo 56° del Código Procesal Constitucional. FALLO: Por tales conside-
raciones y normas glosadas, administrando Justicia a nombre de la Nación, el 
Señor Juez del Quinto Juzgado Especializado en lo Civil del Callao FALLA: 
DECLARANDO INFUNDADA la demanda de amparo interpuesta por el Instituto 
de defensa Legal del Ambiente y el Desarrollo del Sostenible Perú - IDLADS 
Perú sobre Acción de Amparo, sin costas ni costos del proceso.- Notifíquese.
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Anexo 6.- Tercera Sentencia de segunda instancia sobre la 
supervisión previa de Osinergmin antes de iniciar operaciones de 
transporte y comercialización de gas (Confirman la sentencia de 

primera instancia que declara infundada la demanda)

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DEL CALLAO
PRIMERA SALA CIVL
SENTENCIA DE VISTA
EXP. NRO. 02171-2011

Demandante: IDLADS PERÚ
Demandado: OSINERGMIN
Materia: Proceso de Amparo
Procedencia: Quinto Juzgado Civil del Callao
Ponente: Dra. Yrma Flor Estrella Cama

RESOLUCION N 37
Callao, 26 de diciembre del 2017

VISTA la causa en audiencia pública llevada a cabo

I.	 ASUNTO
Es materia de grado la apelación concedida contra la sentencia contenida en la reso-
lución número 30 de fecha 01 de marzo de 2017, corriente de folios 390 a 403, que 
declara INFUNDADA la demanda de amparo presentada por el Instituto de Defensa 
Legal del Ambiente y el Desarrollo del Sostenible Perú (EDLADS).

II.	 ANTECEDENTES
2.1.	 Mediante escrito de fecha 28 de noviembre de 2011, corriente de folios 140 a 

154, el Instituto de Defensa Legal del Ambiente y el Desarrollo del Sostenible 
Perú - IDLADS interpone demanda de amparo contra el Organismo Supervisor de 
la inversión en Energía y Minería - OSINERGMIN, con el objeto de salvaguardar 
el derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la 
vida, que vienen siendo amenazados por los eventuales actos administrativos 
que se sustentarán en la aplicación de la Resolución N° 191 2011-OS/CD del 
Consejo Directivo del Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería 
(Osinergmin) que aprueba el nuevo Reglamento del Registro de Hidrocarburos, 
específicamente, contra los actos administrativos que aprueban la expedición 
de autorizaciones (ITF y Registro), sin supervisión previa para el funcionamiento 
de grifos y estaciones de servicio, grifos flotantes, grifos rurales con almace-
namientos de cilindros, consumidor directo GLP, distribuidor a granel de GLP 
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distribuidor de GLP en cilindros, distribuidor minorista de combustible líquido 
y/o OPDH, red de distribución de GLP en la provincia del Callao.

2.2.	 Manifiesta que, la afectación constitucional se da a consecuencia del contenido 
incompatible entre el nuevo reglamento con la Constitución, que implica amenaza 
o violación al contenido constitucional del derecho difuso a gozar de un ambiente 
equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida.

2.3.	 Agrega que, es necesario se declare la inaplicación de la norma citada para evitar 
sus efectos adversos contra el ambiente producto de los accidentes que podrían 
producirse a raíz de la aprobación de actos administrativos sustentados en la 
citada resolución directoral que [menciona] autoriza no efectuar supervisiones 
y/o fiscalizaciones previas para la operación de grifos u otras actividades.

2.4.	 Indica que, solicita en salvaguarda del derecho a un ambiente sano y equilibrado, 
se ordene la restitución de las supervisiones previas de uso y funcionamiento 
para el otorgamiento de autorizaciones (Registro de Hidrocarburos) de grifos y 
estaciones de servicio, etcétera.

2.5.	 Expresa que, con la dación de la Resolución No 193-2009-OS/CD que aprueba el 
procedimiento simplificado de ITF, que tuvo por objeto simplificar el trámite de la 
solicitud de Informe Técnico favorable para uso y funcionamiento de modificación 
y/o ampliación; se omitió cumplir con la función supervisora encomendada al 
otorgar autorizaciones para la instalación y funcionamiento de esas actividades 
peligrosas con la sola presentación de declaraciones juradas y fotos entregadas 
por los administrados.

2.6.	 Señala que, con fecha 03 de febrero de 2010, se publica el Decreto Supremo 
N° 004-2010-EM que transfiere a OSINERGMIN el Registro de Hidrocarburos 
que anteriormente estaba a cargo de la Dirección General de Hidrocarburos 
del Ministerio de Energía y Minas (MEM), y que dicho registro-^ne a constituir 
el mecanismo que permite a toda persona natural o jurídica inscrita en él, de-
sarrollar actividades de hidrocarburos (sea grifos y/o estaciones de servicios u 
otros) y, que exigía como requisito previo el informe técnico favorable de uso y 
funcionamiento conforme lo estableció la Resolución 091-2010-OS/CD.

2.7.	 Anota que, mediante la Resolución 191-2011-OS/CD, el OSINERGMIN preten-
de desaparecer la supervisión previa de uso y funcionamiento para todas las 
actividades de hidrocarburos, lo que significa [señala] que se prescindirá de 
verificar, las construcciones ejecutadas de las instalaciones de procesamiento, 
almacenamiento, transporte y/o comercialización de hidrocarburos sea grifos, 
estaciones de servicios, gasócentros u otras actividades afines, procediendo 
directamente a la inscripción en el registro de hidrocarburos, con la sola presen-
tación de una declaración jurada de cumplimiento de las normas legales, técnicas 
y de seguridad; mencionando su preocupación en cuanto a la responsabilidad 
de verificar la conformidad por los administrados, de quienes se indica tienen 
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incentivos necesarios para presentar declaraciones falsas como ocurre en los 
locales de venta de GLP que tiene un procedimiento simplificado y cuya fisca-
lización posterior no se realiza sobre el 100% de las autorizaciones otorgadas.

2.8.	 Adiciona que, el panorama es más crítico aun, cuando la norma exceptúa también 
el ITF de instalación y uso y funcionamiento a algunas actividades que debido a 
su desarrollo en medios susceptibles de contaminación (ríos o lagos navegables) 
representa un peligro o amenaza inminente contra el ambiente, como sería el 
caso de los grifos flotantes que antes de la vigencia de la norma se exigía las 
tres supervisiones previas antes mencionadas (instalación, verificación de prue-
ba de hermeticidad y uso y funcionamiento) mientras que actualmente solo se 
requiere la solicitud de inscripción en el Registro de Hidrocarburos para operar. 
Concluyendo que OSINERGMIN pretende no resguardar adecuadamente el 
derecho a un ambiente sano y equilibrado de las poblaciones aledañas a los 
establecimientos de procesamiento, almacenamiento, transporte y comercia-
lización de combustible líquido y GLP, al no ejercer una función fiscalizadora 
delegada por el Estado mediante Ley N° 26734.

2.9.	 Se admite la demanda conforme a la resolución número 06 de fecha 14 de 
marzo de 2013, obrante de folios 178 a 179, confiriendo traslado para que sea 
absuelta en el plazo de ley.

2.10.	Obra de folios 190 a 203, el escrito de fecha 03 de abril de 2013 presentado por 
el Organismo Supervisor de la Inversión de Energía y Minería (OSINERGMIN), 
en el que absuelve la contestación a la demanda solicitando que sea declarada 
improcedente y/o infundada la demanda conforme a los términos que señala, y 
formula excepción de prescripción extintiva. Así también, el Procurador Público 
de la Presidencia del Consejo de Ministros mediante escrito de fecha 05 de abril 
de 2013 corriente de folios 208 a 2014, presenta su escrito de contestación a 
la demanda y propone la excepción de incompetencia.

2.11.	Por resolución número 07 de fecha 05 de abril de 2013 (folio 204), se tiene por 
contestada la demanda por OSINERGMIN y se confiere traslado de la excepción 
de prescripción extintiva; asimismo, con la resolución número 08 de fecha 09 
de abril de 2013, corriente a folio 215, se da por contestada la demanda por la 
procuraduría pública de la PCM, por ofrecido los medios probatorios y se confiere 
traslado de la excepción de incompetencia.

2.12.	Conforme a la resolución número 11 de 24 de junio de 2013, corriente de folios 
229 a 231, se resuelve declarar INFUNDADA las excepciones de incompetencia 
y prescripción extintiva formuladas por el Procurador Público de la Presidencia 
del Consejo de Ministros y OSINERGMIN, respectivamente; y, saneado el pro-
ceso y la existencia de una relación jurídica procesal válida entre las partes: y 
se dispone emitir sentencia de la causa.
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2.13.	Mediante sentencia expedida en la resolución número 13 de fecha 06 de agosto 
de 2013, corriente de folios 247 a 259, se declara infundada la demanda inter-
puesta; sentencia que fuera apelada y concedida la apelación por resolución 
número 14 con fecha 11 de octubre de 2013.

2.14. Esta Sala Civil [hoy Primera Sala], entonces como Sala Civil Permanente, 
emite la sentencia de vista contenida en la resolución número 21 de fecha 09 
de octubre de 2014, corriente de folios 322 a 335, en la que se declaró nula la 
sentencia de primera instancia; ordenando se emita nuevo pronunciamiento.

2.15. El A Quo por resolución número 23 de fecha 02 de junio de 2015, corriente 
de folios 347 a 348, dispone oficiar a la demandada OSINERGMIN para que 
informe y/o remita la información que se detalla en dicha resolución. Habiendo 
expedido el Informe COR-8772015 con fecha 10 de agosto de 2015, corriente 
de folios 351 a 352, anexando un cd [obra adherido a folio 353], conforme a la 
resolución número 24 de fecha 11 de enero de 2015.

2.16. Habiendo expedido nueva sentencia el A Quo mediante resolución número 30 
de fecha 01 de marzo de 2017 (folios 390 a 403), ha declarado INFUNDADA la 
demanda de amparo interpuesta.

2.17.	El representante del Instituto de Defensa Legal del Ambiente y el Desarrollo 
Sostenible del Perú - IDLADS PERÚ, a través de su escrito de fecha 03 de 
mayo de 2017, interpone recurso de apelación contra la sentencia expedida, 
señalando como fundamentos de agravio, que;

i)	 Las actividades sujetas a supervisión previa ya sea en la etapa de insta-
lación, prueba de hermeticidad, uso y funcionamiento, era mayor hasta 
antes de la vigencia de la Resolución N° 191-2011-OS/CD que sustentará 
actos administrativos que amenazan de manera inminente el derecho a 
un ambiente sano y equilibrado, existiendo por tanto mayores garantías 
y menor riesgo en la anterior normativa para las operaciones de grifos y 
estaciones de servicios, grifos flotantes, grifos rurales con almacenamientos 
en cilindros, entre otros.

ii)	 El OSINERGMIN omitió cumplir con la función supervisora encomendada 
al otorgar autorizaciones para instalación y funcionamiento de esas acti-
vidades peligrosas con la sola presentación de declaraciones juradas y 
fotos entregadas por los administrados.

iii)	 Con la Resolución N’’ 191-2011-OS/CD se hace incurrir en omisión de 
funciones ya que se Incumplen normas de mayor jerarquía como es la Ley 
N° 26734, Ley de creación de OSINERGMIN, Ley N° 27332, Ley Marco de 
Organismos Reguladores de los Servicios Públicos, y Decreto Supremo N° 
030-98-EM, Reglamento para la Comercialización de Combustible Líquido 
u OPDH, ya que no se debe confundir el principio de simplicidad que exige 
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la ley que busca la eliminación de complejidades innecesarias ponderadas 
con la aprobación automática de una actividad altamente riesgosa que 
requiere de supervisión previa antes de iniciar operaciones y que de no 
ser así podría significar un peligro inminente para el ambiente, la salud y 
la vida de las personas.

iv)	 En este nuevo procedimiento, bajo qué criterios se exige a unos que pre-
senten su solicitud de instalación (ITF) y de Acta de Verificación (AV) antes 
denominada prueba de hermeticidad y a otros no; mientras al consumidor 
directo de combustible líquidos se le exige ITF de instalación y acta de 
verificación, por otra parte, consumidor de GLP se le otorga directamente 
el registro, cuando las instalaciones de GLP puede constituir un riesgo 
mayor que las de combustibles líquidos.

v)	 El OSINERGMIN ha trasladado su función supervisora y fiscalizadora a 
los propios agentes del mercado como es el caso de la Resolución N° 
146-2012 OS/CD que establece la obligación a las Plantas Envasadoras 
de GLP de otorgar el certificado de conformidad de los locales de venta 
de GLP de su cadena de comercialización, lo que significa que a partir de 
dicha norma son las plantas envasadoras quienes supervisan los locales 
de venta de GLP antes de su entrada en operación y OSINERGMIN úni-
camente se limita a constatar que el local tenga vigente dicho certificado 
de conformidad, cuando debería ser este organismo quien lleve a cabo 
tanto las supervisiones pre-operativas como operativas para evitar riesgos 
a la segundad de las personas y la vulneración del derecho a un ambiente 
sano y equilibrado.

vi)	 El artículo 1 del Decreto Supremo N° 004-2010-EM señala que OSINERG-
MIN es el encargado de administrar, regular y simplificar el Registro de 
Hidrocarburos, más no indica que debe omitir la evaluación técnica que se 
hacía en el procedimiento ITF de uso y funcionamiento, dado su importan-
cia para verificar que el administrado que pretende desarrollar actividades 
de hidrocarburos haya cumplido con ejecutar el proyecto conforme a lo 
aprobado por OSINERGMIN.

III.	 CONSIDERANDO
PRIMERO: Objeto del recurso de apelación y exigencia de fundamentación del 
apelante. El recurso de apelación tiene por objeto que el órgano jurisdiccional superior 
examine, a solicitud de parte o de tercero legitimado, la resolución que les produzca 
agravio, con el propósito de que sea anulada o revocada, total o parcialmente, según 
lo dispone el artículo 364 del Código Procesal Civil, aplicable supletoriamente al 
presente proceso constitucional. El artículo 366 del Código acotado establece que el 
apelante tiene que específicamente indicar “el error de hecho o de derecho incurrido 
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en la resolución, precisando la naturaleza del agravio y sustentando su pretensión 
impugnatoria”.

SEGUNDO: Naturaleza y objeto del proceso constitucional de amparo. En principio, 
el proceso constitucional de Amparo constituye un mecanismo procesal de tutela de 
urgencia y satisfactiva, proceso de condena cuyos caracteres para su procedencia 
es dejar sin efecto hecho, omisión o amenaza, inminente y directa contra el ejercicio 
de un derecho constitucional: esto es, siempre que se trate de lograr la reposición del 
derecho constitucional transgredido o amenazado de manera fáctica, evidente y sin 
duda alguna, pues éste no es declarativo de derechos, sino que, a través de él, se 
pueden resarcir aquellos derechos que estando plena e indubitablemente acreditados, 
son objeto de trasgresión; ello supone que quien solicita tutela en esta vía mínimamente 
tenga que acreditar la titularidad del derecho constitucional cuyo restablecimiento 
invoca, en tanto que este requisito constituye un presupuesto procesal, a lo que se 
suma la exigencia de tener que demostrar la existencia del acto cuestionado.

TERCERO: Finalidad del proceso.
Conforme lo previsto en los artículos 1 y 2 del Código Procesal Constitucional, los 
procesos constitucionales tienen como finalidad proteger los derechos constitucio-
nales, reponiendo las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación 
de un derecho constitucional, o disponiendo el cumplimiento de un mandato legal o 
de un acto administrativo; los procesos constitucionales de hábeas corpus, amparo 
y hábeas data proceden cuando se amenace o viole los derechos constitucionales 
por acción u omisión de actos de cumplimiento obligatorio, por parte de cualquier 
autoridad, funcionario o persona. Cuando se invoque la amenaza de violación, ésta 
debe ser cierta y de inminente realización.

Cuarto: El derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarro-
llo de la vida. El Tribunal Constitucional señala respecto al “derecho al ambiente 
equilibrado y adecuado comporta un deber negativo y positivo frente al Estado. Su 
dimensión negativa se traduce en la obligación del Estado de abstenerse de realizar 
cualquier tipo de actos que afecten al medio ambiente equilibrado y adecuado para 
el desarrollo de la vida y la salud humana.

En su dimensión positiva le impone deberes y obligaciones destinadas a conservar 
el ambiente equilibrado, las cuales se traducen, a su vez, en un haz de posibilidades, 
entre las cuales cabe mencionar la de expedir disposiciones legislativas destinadas 
a que desde diversos sectores se promueva la conservación del ambiente. Claro 
está que no solo supone tareas de conservación, sino también de prevención que 
se afecte a ese ambiente equilibrado”.59

59	 Exp. No 00004-2010-Pl/TC (fundamento jurídico 15).
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QUINTO: Para comenzar, esta materia se encuentra prevista en el inciso 22) del 
artículo 2 de la Constitución del Estado: y, conforme a lo establecido en la Ruarte 
Disposición Final y Transitoria de la Constitución, este derecho se halla contemplado 
en el artículo 11 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

SEXTO: Que la Ley N° 27332, Ley Marco de los Organismos Reguladores de la 
Inversión Privada en los Servicios Públicos, señala en su artículo 3, inciso c), la fun-
ción normativa de los indicados organismos, precisando que: “comprende la facultad 
exclusiva de dictar, en el ámbito y en materia de sus respectivas competencias, los 
reglamentos, normas de carácter general y mandatos u otras normas de carácter 
particular referidas a intereses, obligaciones o derechos de las entidades o actividades 
supervisadas o de sus usuarios”, en consecuencia, la demandada OSINERGMIN 
está facultada para normas al amparo de la facultad que se le ha concedido, fijada 
además en el Reglamento de la indicada Ley, en su artículo 2.

SÉTIMO: Ahora bien, se aprecia del escrito de apelación de folios 418 a 435 que el 
accionante propone el efecto revocatorio de la sentencia contenida en la resolución 
número 30 de fecha 01 de marzo de 2017, en ese sentido corresponderá revisar si 
la recurrida ha sido expedida con arreglo a ley y derecho.

Se manifiesta en la demanda obrante de folios 140 a 154 que los actos administrativos 
que se sustentan en la aplicación de la Resolución N*” 191 2011-OS/CD de fecha 18 
de octubre de 2011, expedido por el Consejo Directivo del Organismo Supervisor de la 
Inversión en Energía y Minería (OSINERGMIN), que aprueba el nuevo Reglamento del 
Registro de Hidrocarburos, específicamente, [refiere] contra los actos administrativos 
que aprueban la expedición de autorizaciones (ITF y Registro), sin supervisión previa 
para el funcionamiento de grifos y estaciones de servicio, grifos flotantes, grifos rurales 
con almacenamientos en cilindros, consumidor directo de GLP, entre otros, amenaza 
el derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida.

Pues bien, por Resolución de Gerencia General N° 136-2011-OS-GG se aprueba la 
estrategia para la implementación de mejoras en los procedimientos vinculados al 
Registro de Hidrocarburos del OSINERGMIN; en esa línea, se expide la Resolución N° 
091-2010-OS/CD que aprueba el Reglamento del Consejo Directivo de OSINERGMIN 
mediante Resolución N° 126-2011-OS-CD disponiendo la modificación de los requisitos 
exigibles en los procedimientos administrativos vinculados al Registro de Hidrocarburos 
y los informes u opiniones técnicas favorables requerido para dicho fin. En ese marco, 
contemplándose la optimización de los procedimientos administrativos vinculados al 
Registro de Hidrocarburos y los informes u opiniones técnicas que correspondan, 
se aprueba el nuevo Reglamento del Registro de Hidrocarburos [que se cuestiona], 
el cual debe contemplar requisitos y procedimientos conforme con los principios de 
simplicidad, eficacia y presunción de veracidad contemplados en el artículo IV del 
Título Preliminar de la ley 27444 [Ley de Procedimiento Administrativo General].
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OCTAVO: Que, el cuestionamiento a la Resolución N” 191-2011-OS/CD se sustenta 
como ya se ha señalado, porque aparentemente deja al libre albedrio la expedición 
de autorizaciones (ITF y REGISTRO), sin supervisión previa; sin embargo de la 
exposición de motivos se tiene que, dicha norma se sustenta en el principio de 
Simplicidad, regulado en el numeral 1.13 del artículo IV del Título Preliminar de la 
Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley N° 27444, que regula los trámites 
establecidos por la autoridad administrativa, lo que debe ser sencillos, eliminándose 
toda complejidad; es decir, los requisitos exigidos deberán ser racionales y propor-
cionales a los fines que se persigue cumplir; igualmente dicha norma se sustenta en 
el principio de Presunción de Veracidad regulado en el numeral 1.7 del artículo IV 
del Título Preliminar de la Ley que establece claramente con relación a la tramitación 
del procedimiento administrativo, toda vez que, se presume que los documentos y 
declaraciones formulados por los administrados en la forma prescrita por dicha Ley, 
responden a la verdad de los hechos que ellos afirman, admitiéndose prueba en 
contrario; siendo ello así, cualquier contravención a la declaración que presenten los 
usuarios, son pasibles de sanción, no solamente administrativa, sino también dentro 
del ámbito penal, por tanto, no existe violación constitucional alguna en la dación de 
la norma cuestionada.

NOVENO: Así, se manifiesta que dentro de la optimización se implementará respetando 
el principio de Privilegio de Controles Posteriores, el cual se encuentra establecido 
en el inciso 1.16) del artículo 1 de la Ley N’’ 27444, el cual señala que la fiscalización 
se ejercerá sobre la autenticidad de las declaraciones, de los documentos y de las 
informaciones proporcionadas por los administrados.

Por consiguiente, se expide la Resolución N° 191-2011-OS/CD de fecha 18 de octubre 
de 2011, por el Consejo Directivo del Organismo Supervisor de la Inversión en Energía 
y Minería (OSINERGMIN), que aprueba el reglamento de Registro de Hidrocarburos.

Pues bien, el principio de Privilegio de Controles Posteriores contenido en el sub 
numeral 1.16) del numeral 1 del artículo IV del Título Preliminar de la Ley N° 27444, 
implica que las autoridades al diseñar los procedimientos en sus TUPA o al regular 
los procedimientos especiales deben privilegiar las técnicas de control pos-
terior, en vez de técnicas de control preventivo sobre las actuaciones de los 
administrados. Como tal debe calificar mayoritariamente sus procedimientos como 
de aprobación automática y de evaluación previa con silencio positivo, a la vez que 
afianzar su rol de verificador de la veracidad de los argumentos, documentos y de-
claraciones presentadas.60

DÉCIMO: Agregando Juan Morón Urbina que “los controles posteriores, a diferencia 
de los controles ex ante, se sustentan [en] el respeto a la libertad individual de 

60	 MORÓN URBINA, Juan Carlos. “Comeníorios a la Ley del Procedimiento Administrativo General”. 
Tomo I. 12a. Edición. Limo; Gaceta Jurídica 2017. Página 133.
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los administrados y en la confianza que el Estado deposita en la veracidad de 
sus actos y declaraciones”.61 (Énfasis es agregado), para el caso, este principio se 
encuentra contenido en uno de los considerandos de la Resolución N° 191-2011-OS-
CD lo que importa que OSINERGMIN no renuncia [como señala la accionante] a su 
función fiscalizadora, destacando que ésta se ejercerá de manera posterior sobre 
la autenticidad de las declaraciones, de los documentos y de las informaciones 
proporcionadas por los administrados; en ese sentido, fluye del artículo 5 de dicho 
dispositivo legal, la tipificación de infracción al artículo 1 de la Ley N° 27699 que 
efectúa como organismo supervisor en el supuesto, entre otras, cuando se impida, 
obstaculice, niegue o interfiera con las facultades de fiscalización e investigación, y la 
posterior sanción [como consecuencia] a imponerse al administrado. En ese contexto, 
corresponde apreciar del Informe COR-877-2015 solicitado a la demandada, corriente 
de folios 351 a 352, respecto a la relación de locales de venta de GLP a quienes 
se les aprobó el ITF [Informe Técnico Favorable] entre el 2009 al 2011 conforme al 
procedimiento simplificado de ITF, sin fiscalización previa, aprobado por Resolución 
de Consejo Directivo N° 193-2009-OS/CD [dispositivo anterior a la Resolución N° 
191-2011-OS/CD], donde señala se aprobó 506 ITF; asimismo, fueron fiscalizados 
durante el 2009 al 2011 el número de 147 locales de venta de GLP, obtenidos mediante 
procedimiento simplificado; así también, los locales de venta de GLP fiscalizados y 
que fueron observados y sancionados por no cumplir con las disposiciones técnicas 
y de seguridad de la norma y por tanto amenazados el derecho al ambiente sano y 
equilibrado, siendo a nivel nacional, un total de 855 procedimientos administrativos 
sancionadores a locales de venta de GLP autorizados; y finalmente, los locales de 
venta durante esos años 2009 al 2001 que tuvieron accidentes con posterioridad a 
la entrega de ITF simplificado, el cual ascendió a 2 locales.

UNDÉCIMO: De modo que, ante lo informado por OSINERGMIN y lo normado por 
este organismo, concretamente, en la Resolución N° 191-2011-OS/CD de fecha 18 
de octubre de 2011, no se advierte de éste amenaza y/o vulneración al derecho a 
gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida, desde que no 
existe renuncia al mecanismo de fiscalización por la administración, pues el procedi-
miento de simplificación que otorga, se efectúa bajo la presunción de veracidad que 
privilegia el actuar honesto del administrado facilitando autorizaciones, licencias y/o 
permisos, lo que no significa bajo el principio administrativo de controles posteriores 
que se renuncie a su función fiscalizadora, sino que este se acondiciona para un 
momento posterior.

DUODÉCIMO: Debe recordarse que el derecho administrativo “(...) se constituye 
necesaríamente sobre un sistema de principios generales del Derecho que no sólo 
suplen a las fuentes escritas, sino que son los que dan a éstas todo su sentido y pre-

61	 Ibídenn. Página 134



110

Por qué escribir una tesis de Derecho innovadora y originalEl Amparo por el Informe Técnico Favorable Previo para el funcionamiento de grifos y transporte de Gas (GLP) en el Perú

siden toda su interpretación”62 y, es así que la función fiscalizadora que a lo largo del 
proceso la apelante ha negado su existencia en la resolución que aprueba el nuevo 
reglamento de Registro de Hidrocarburos, no es tal dado su implementación bajo 
el principio de controles posteriores, como tampoco resulta atentatoria y restrictiva 
la resolución que se ha controvertido y que se ha manifestado que ella resultaría 
negativa al derecho a un ambiente sano y equilibrado a la vida lo que no ha sido 
establecido por la apelante; por estas consideraciones, corresponde desestimar los 
agravios alegados.

Por consiguiente, la sentencia emitida por el A Quo se encuentra arreglada a ley.

DECISIÓN
Por cuyas razones, CONFIRMARON la sentencia expedida por resolución número 
30 de fecha 01 de marzo de 2017, que declara INFUNDADA la demanda de amparo 
interpuesta por el Instituto de Defensa Legal del Ambiente y el Desarrollo del Soste-
nible Perú - IDLADS PERÚ.

En los seguidos contra el ORGANISCO SUPERVISOR DE LA INVERSIÓN EN ENER-
GIA Y MINERÍA OSINERGMIN, sobre proceso de amparo; y, lo devolvieron.

ESTRELLA CAM
ILDEFONSO VARGAS
GARRIDO CABRERA

62	 GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás-Ramón. “Curso de Derecho Adminis-
trativo”. Tomo I. Palestra-Temis. Limo-Bogotá 2006. Página 95.
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Anexo 7.- Sentencia del Tribunal Constitucional sobre 
la supervisión previa de Osinergmin antes de iniciar 
operaciones de transporte y comercialización de gas 

(Declaran fundada la demanda)

Pleno. Sentencia 319/2023
EXP. N.° 01692-2018-PA/TC
LIMA

INSTITUTO DE DEFENSA LEGAL DEL AMBIENTE Y EL DESARROLLO 
SOSTENIBLE PERÚ (IDLADS PERÚ)

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
En Lima, a los 25 días del mes de julio de 2023, el Pleno del Tribunal Constitucional, 
integrado por los magistrados Morales Saravia, Pacheco Zerga, Gutiérrez Ticse, Do-
mínguez Haro, Monteagudo Valdez y Ochoa Cardich, pronuncia la siguiente sentencia.

ASUNTO
Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Henry Oleff Carhuatocto San-
doval, en representación del Instituto de Defensa Legal del Ambiente y el Desarrollo 
Sostenible Perú (Idlads Perú), contra la resolución de fojas 471, de fecha 26 de di-
ciembre de 2017, expedida por la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia 
del Callao, que declaró infundada la demanda de autos.

ANTECEDENTES
Demanda
Con fecha 28 de noviembre de 2011, el recurrente interpone demanda de amparo 
contra el Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería (Osinergmin), 
con el objeto de que se declare la inaplicación de la Resolución del Consejo Direc-
tivo del Osinergmin 191-2011-OS/CD, que aprobó el Reglamento del Registro de 
Hidrocarburos, en particular, las disposiciones normativas que regulan la expedición 
de autorizaciones, esto es, del Informe Técnico Favorable (ITF) y del registro, sin 
supervisión previa para el funcionamiento de grifos y estaciones de servicio, grifos 
flotantes, grifos rurales con almacenamientos en cilindros, consumidor directo de GLP, 
distribuidor a granel de GLP, distribuidor de GLP en cilindros, distribuidor minorista de 
combustible líquido y/o OPDH, local de venta de GLP, medios de transporte terrestre 
de combustibles líquidos, GLP u OPDH, red de distribución de GLP en la Provincia 
Constitucional del Callao. En consecuencia, solicita la restitución de las supervisiones 
previas de instalación y uso y funcionamiento para el otorgamiento de autorizaciones 
de todas las actividades y sobre los bienes antes citados.
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Denuncia la existencia de una amenaza cierta e inminente de violación del derecho 
a gozar de un medio ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida, toda 
vez que la cuestionada normativa ha modificado y flexibilizado los requisitos para que 
las personas naturales o jurídicas logren su inscripción en el Registro Nacional de 
Hidrocarburos u obtengan el Informe Técnico Favorable sin que previamente la entidad 
reguladora realice supervisión o fiscalización previa para ver si realmente reúnen las 
condiciones técnicas y de seguridad necesarias que garanticen los derechos de los 
usuarios, vecinos y transeúntes de los establecimientos y bienes que forman parte 
de la actividad de hidrocarburos.

Con ello —manifiesta— se habría eliminado aquello que cautela el derecho a un 
medio ambiente sano y equilibrado, así como la seguridad pública de los ciudadanos 
frente a actividades altamente riesgosas, como es el requisito previo de la supervisión 
preoperativa. En el mismo sentido, asevera que se estaría privilegiando la potestad 
de controles posteriores sin tener en cuenta los accidentes que podrían producirse 
como consecuencia de una potencial explosión o incendio de combustible líquido y 
GLP, con lo cual el Estado habría renunciado a su poder de policía para promover el 
crecimiento y el acceso del mercado de las inversiones privadas del sector sin respetar 
el derecho a un medio ambiente sano y equilibrado, así como la seguridad pública.

Aduce que la flexibilización y simplificación de los procedimientos incluye solo la 
presentación de declaraciones juradas de cumplimiento de las normas legales orien-
tadas bajo el principio de presunción de veracidad, y se ha privilegiado los controles 
posteriores, los que se dan únicamente en algunos casos aleatorios, con lo cual un 
gran porcentaje de establecimientos autorizados mediante este procedimiento se 
deja sin supervisión, con lo que se vulnera también los principios de prevención y 
precautorio regulados por la Ley General del Ambiente.

Contestaciones a la demanda
Con fecha 3 de abril de 2013, el apoderado del Organismo Supervisor de la Inversión 
en Energía y Minería (Osinergmin) se apersona al proceso, deduce la excepción de 
prescripción extintiva y contesta la demanda. Señala que la amenaza que se de-
nuncia no resulta cierta y de inminente realización. Aduce que el objeto de la norma 
cuestionada es la optimización de los procedimientos que desarrollan las empresas o 
personas naturales en el sector hidrocarburos, que incluyó como anexo 2.1 lo relativo 
a la obtención del Informe Técnico Favorable para la instalación o modificación de 
grifos, estaciones y gasocentros, y en ninguno de los requisitos se verifica que se haya 
eliminado el procedimiento regulado en el artículo 12 del capítulo II —respecto de la 
instalación de establecimientos de venta al público de combustibles— del Decreto 
Supremo 030-98-EM, que requiere el Informe Técnico Favorable, toda vez que sin 
dicho requisito no se le puede inscribir en el Registro de Hidrocarburos. Por tanto, 
subraya que la norma cuestionada no es ni ilegal ni inconstitucional.
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Agrega que mediante el artículo 1 del Decreto Supremo 004- 2010-EM se le transfirió 
el Registro de Hidrocarburos a Osinergmin, y se le encargó la función de simplificar 
dicho registro; por lo que, en virtud de ello, el organismo regulador emitió resoluciones 
administrativas para la implementación de mejoras en los procedimientos vinculados 
al citado registro, respetando el principio de privilegio de controles posteriores.

Con relación a que únicamente se está exigiendo declaraciones juradas de cumpli-
miento de las normas legales, manifiesta que no es correcto, pues lo que se está 
aplicando es el principio de presunción de veracidad, porque después, en una fisca-
lización posterior, la Administración comprueba la veracidad, lo que no significa que 
Osinergmin renuncie a su función de fiscalización y supervisión de todas las personas 
jurídicas o naturales que se encuentren desempeñando actividades de hidrocarburos.

Con fecha 5 de abril de 2013, el procurador público adjunto de la Presidencia del 
Consejo de Ministros del Perú (PCM) se apersona al proceso, deduce la excepción de 
incompetencia por razón de la materia y contesta la demanda manifestando que en 
esta se incurre en un error de interpretación y en flagrante actitud temeraria de alterar 
en forma maliciosa el sentido de la veracidad, pues trata de sorprender a la autoridad 
y con ello obtener una resolución de naturaleza fraudulenta. Así, asegura que el literal 
c) del artículo 3 de la Ley 27332, Ley Marco de los Organismos Reguladores de los 
Servicios Públicos; el artículo 22 del Reglamento General de Osinergmin, aprobado 
por Decreto Supremo 054-2001-PCM; el artículo 3 del Decreto Supremo 001-2007-
EM; y la Ley 27444, Ley de Procedimiento Administrativo General, han generado el 
marco jurídico para que el Osinergmin optimice los procedimientos administrativos 
vinculados a la inscripción y modificación del Registro de Hidrocarburos y el Informe 
Técnico Favorable, de acuerdo con los principios de simplicidad, eficacia y presunción 
de veracidad, con lo que se respeta el principio de privilegio de controles posteriores 
sobre la autenticidad de las declaraciones de los documentos y de la información 
proporcionada por los administrados.

Por lo expuesto, juzga que el reglamento cuestionado no puede ser considerado 
un instrumento capaz de generar situaciones de riesgo o amenaza al ejercicio del 
derecho al medio ambiente saludable y de otros derechos.

Sentencia de primer grado
El Quinto Juzgado Especializado en lo Civil de la Corte Superior de Justicia del Ca-
llao, mediante Resolución 11, de fecha 24 de junio de 2013, declara infundadas las 
excepciones de prescripción y de incompetencia por razón de la materia. Mediante 
sentencia de fecha 1 de marzo de 2017, declara infundada la demanda, pues, a su 
juicio, no existe amenaza cierta e inminente de violación de los derechos alegados 
en la demanda en la medida en que, conforme se advierte del informe alcanzado 
por la demandada, en la que acredita controles posteriores a la entrega del informe 
técnico favorable en un 29 % del total de las inscripciones registradas, así como los 
procesos sancionatorios tramitados, entre otros, no se han excluido del reglamento 
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cuestionado los mecanismos de prevención y fiscalización por parte de Osinergmin 
para el logro de las autorizaciones correspondientes, sino que lo que se ha producido 
es un proceso de simplificación en el trámite de obtención de estas, lo cual resulta 
razonable y proporcional con el otorgamiento de mayores facilidades a los interesa-
dos en este rubro para su correcto y eficiente desenvolvimiento en el mercado, en 
armonía con las obligaciones del Estado de remover los obstáculos que impidan o 
restrinjan el libre acceso al mercado de bienes y servicios.

Resolución de segundo grado
La Sala revisora confirma la recurrida por los mismos fundamentos de la resolución 
apelada.

FUNDAMENTOS
§.	 Delimitación del asunto litigioso

1.	 El objeto del presente proceso constitucional es la inaplicación de la Resolución 
del Consejo Directivo del Osinergmin 191-2011- OS/CD, que aprobó el Reglamen-
to del Registro de Hidrocarburos, en particular, de las disposiciones normativas 
que regulan la expedición de autorizaciones, esto es, del Informe Técnico Favo-
rable (ITF) y del registro, sin supervisión previa para el funcionamiento de grifos 
y estaciones de servicio, grifos flotantes, grifos rurales con almacenamientos en 
cilindros, consumidor directo de GLP, distribuidor a granel de GLP, distribuidor 
de GLP en cilindros, distribuidor minorista de combustible líquido y/o OPDH, 
local de venta de GLP, medios de transporte terrestre de combustibles líquidos, 
GLP u OPDH, red de distribución de GLP en la Provincia Constitucional del 
Callao. En consecuencia, se solicita la restitución de las supervisiones previas 
de instalación y uso y funcionamiento para el otorgamiento de autorizaciones 
de todas las actividades antes citadas.

2.	 De otro lado, la parte demandada manifiesta que no existe amenaza de violación 
del derecho a gozar de un medio ambiente saludable, ni tampoco amenaza de 
violación de los derechos a la vida, a la salud y a la seguridad pública, toda vez 
que el proceso de simplificación y flexibilización de los procedimientos para 
alcanzar la inscripción en el Registro Nacional de Hidrocarburos, así como 
para obtener el Informe Técnico Favorable, obedecen a la optimización de los 
procedimientos que desarrollan las empresas o personas naturales en el sector 
hidrocarburos.

3.	 En tal sentido, en el análisis de la presente causa se debe determinar si, en 
efecto, la amenaza que alega el demandante de violación de los derechos a 
gozar de un medio ambiente saludable, así como de los derechos a la vida, a 
la salud y a la seguridad pública, es cierta y de inminente realización.

§. Cuestión previa
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4.	 La presente demanda es una de amparo interpuesta contra una norma. De otro 
lado, considerando que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 200, inciso 
2, de la Constitución, no procede la demanda de amparo contra normas legales, 
es preciso que este Tribunal proceda a emitir pronunciamiento al respecto. Ahora 
bien, desde antes de la entrada en vigor del Código Procesal Constitucional 
(Cfr. por todas, sentencia recaída en el Expediente 0830-2000-AA/TC) e incluso 
luego de ello (Cfr. resoluciones dictadas en los Expedientes 02308-2004-AA/TC, 
05719-2005- PA/TC y 00935-2008-PA/TC, entre otras), el Tribunal Constitucional 
ha establecido —en lo que constituye doctrina jurisprudencial que conviene 
reiterar— que el inciso 2 del artículo 200 de la Constitución no contiene una 
prohibición para cuestionar mediante el amparo normas legales que puedan 
ser lesivas, en sí mismas, de derechos fundamentales, sino una limitación que 
pretende impedir que, a través de un proceso cuyo objeto de protección son 
los derechos constitucionales, se pretenda impugnar en abstracto la validez 
constitucional de las normas con rango de ley.

5.	 Además de ello, el Tribunal ha establecido que una interpretación sistemática 
de los alcances de la restricción contenida en el artículo 200, inciso 2, de la 
Constitución debe entenderse en el sentido de que no cabe, efectivamente, 
que mediante una demanda de amparo se cuestione una norma cuando el 
propósito de esta sea cuestionar su validez en abstracto, habida cuenta de que 
en el ordenamiento existen otros procesos, como el de inconstitucionalidad o 
el de acción popular, cuyo objeto precisamente es preservar la condición de la 
Constitución como Ley Suprema del Estado.

6.	 Ciertamente, la norma cuestionada en autos no es una norma legal o de rango 
legal, sino que es una infralegal. En efecto, como se ha referido, se solicita la 
inaplicación de la Resolución del Consejo Directivo del Osinergmin 191-2011-
OS/CD, que aprobó el Reglamento del Registro de Hidrocarburos. No obstante, 
conforme ha señalado este Tribunal en la sentencia proferida en el Expediente 
04677-2004-PA/TC, fundamento 2, tras una interpretación teleológica del alu-
dido artículo 200, inciso 2, de la Constitución, la finalidad no solo es evitar que 
el proceso constitucional de amparo se convierta en una vía en la que pueda 
enjuiciarse, en abstracto, la validez constitucional de las normas legales, sino 
de la generalidad de las normas, incluyendo también las infralegales. Por ende, 
el análisis que se efectúe de la normativa cuestionada excluirá hacerlo desde 
una perspectiva abstracta.

7.	 De otro lado, este Tribunal, en uniforme y reiterada jurisprudencia, ha estable-
cido que la improcedencia del “amparo contra normas” se circunscribe a los 
supuestos de la norma cuya inconstitucionalidad se acusa de heteroaplicativa; 
esto es, aquella cuya aplicabilidad no depende de su sola vigencia, sino de la 
verificación de algún acto posterior, sin cuya existencia la norma carecerá, inde-
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fectiblemente, de eficacia; es decir, de la capacidad de subsumir, por sí misma, 
algún supuesto fáctico en un supuesto normativo. En tales casos, no será posible 
alegar amenaza cierta e inminente de violación de derechos fundamentales, ni 
tampoco la existencia actual de algún acto lesivo (Cfr. sentencias recaídas en los 
Expediente 00504-2000- AA/TC, fundamento 2; y 0300-2002-AA/TC, fundamento 
1, entre otras).

8.	 Diferente es el caso del amparo contra normas legales de carácter autoaplicativo, 
esto es, aquellas normas cuya aplicabilidad, una vez que han entrado en vigor, 
resulta inmediata e incondicionada. Adicionalmente, en la referida sentencia 
dictada en el Expediente 04677-2004-AA/TC, se determinó que las normas 
autoaplicativas se distinguen de: (i) aquellas cuyo supuesto normativo en sí 
mismo genera una incidencia directa sobre la esfera subjetiva de los individuos 
y (ii) de aquellas otras que determinan que dicha incidencia se producirá como 
consecuencia de su aplicación obligatoria e incondicionada. En el segundo caso, 
la procedencia del amparo es consecuencia de la existencia de una amenaza 
cierta e inminente a los derechos fundamentales -que representa el contenido 
dispositivo inconstitucional de una norma inmediatamente aplicable-; de ahí 
que el artículo 3 del Código Procesal Constitucional habilita la procedencia del 
amparo contra normas en las que se invoque amenaza o violación de derechos 
fundamentales. Sentado lo anterior, sea por la amenaza cierta e inminente, sea 
por la vulneración concreta de los derechos fundamentales que la entrada en 
vigor de una norma autoaplicativa representa, la demanda de amparo interpuesta 
deberá ser estimada, previo ejercicio del control difuso de constitucionalidad 
contra ella, determinándose su consecuente inaplicación (Cfr. fundamento 4).

9.	 Ahora bien, si se trata de una amenaza de violación, esta habrá de ser cierta y 
de inminente realización. “Cierta” quiere decir posible de ejecutarse, tanto desde 
un punto de vista jurídico como desde un punto de vista material o fáctico. Y 
con la exigencia de que la amenaza sea también de “inminente realización”, 
este Tribunal ha expresado que ello supone su evidente cercanía en el tiempo, 
es decir, actualidad del posible perjuicio cuya falta de actuación oportuna haría 
ilusoria su reparación.

10.	 Siguiendo esta pauta de análisis, cabe determinar, primero, si la Resolución del 
Consejo Directivo del Osinergmin 191-2011- OS/CD, que aprobó el Reglamento 
del Registro de Hidrocarburos, en particular, las disposiciones normativas que 
regulan la expedición de autorizaciones, esto es, del Informe Técnico Favorable 
(ITF) y del registro, es autoaplicativa o heteroaplicativa. Al respecto, este Colegia-
do considera que, efectivamente, la norma cuestionada es autoaplicativa, debido 
a que su eficacia no se encuentra sujeta a un procedimiento o acto posterior. En 
efecto, se trata de una norma reglamentaria (prima facie ejecutiva); esto es, de 
una norma que, en instancia final, se encuentra regulando los rasgos generales 
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de normas vinculadas a los organismos reguladores, como la Ley Marco de los 
Organismos Reguladores de la Inversión Privada en los Servicios Públicos, así 
como lo vinculado a la actividad de hidrocarburos, Ley 26221, Ley orgánica que 
norma las actividades de hidrocarburos en el territorio nacional; y la Ley 26734, 
Ley del Organismo Supervisor de Inversión en Energía y Minería (Osinergmin). 
Además, a consecuencia del carácter normativo, esto es, reglamentario, regula 
los criterios que hacen posible el acceso al registro de hidrocarburos, con lo que 
su eficacia resulta inmediata e incondicionada.

11.	 En consecuencia, el hecho de que la parte demandante no haya cuestionado 
un acto concreto de aplicación del referido reglamento, por lo menos en su de-
manda —aunque sí en escritos posteriores—, no es óbice para que el Tribunal 
Constitucional ingrese en la evaluación de su constitucionalidad, puesto que su 
naturaleza autoaplicativa da lugar a la amenaza de los derechos fundamentales 
invocados en la demanda, en caso de que, tras ingresar a evaluar su contenido 
normativo, se colija su incompatibilidad con el contenido constitucionalmente 
protegido de alguno(s) de aquellos.

§.	 Los principios de prevención y precautorio en el marco de los derechos medioam-
bientales que inciden sobre la salud y vida de las personas

12.	 La Constitución Política no solo ha recogido el derecho a gozar de un medio 
ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida (artículo 2.22), sino 
que, además, en el marco de la “Constitución Ecológica”, se encuentran los 
artículos establecidos en el capítulo segundo del título tercero, entre otros, la 
obligación del Estado de promover el uso sostenible de los recursos naturales 
(artículo 67). En efecto, ya este Tribunal Constitucional, en diversas oportunida-
des, ha considerado que es posible referirse a la “Constitución Ecológica” como 
el conjunto de disposiciones que la Constitución fija en las relaciones entre el 
individuo, sociedad y el medio ambiente (Cfr. sentencias dictadas en los Expe-
dientes 03610- 2008-PA/TC, fundamento 33, y 00012-2019-PI/TC, fundamento 
7).

13.	 También en reiterada jurisprudencia se ha destacado que el contenido consti-
tucionalmente protegido del derecho a gozar de un medio ambiente equilibrado 
y adecuado al desarrollo de la vida se encuentra compuesto por los siguientes 
derechos: (i) derecho a gozar de ese medio ambiente y (ii) derecho a que se ese 
medio ambiente se preserve. Dichos contenidos también deben interpretarse 
con la categoría “desarrollo sostenible”, en aras de combinar el crecimiento 
económico del país con la obligación del Estado y de la sociedad de prevenir 
graves riesgos para el medio ambiente, la salud y la vida de las personas.

14.	 En virtud de ello, la Ley 28611, Ley General del Ambiente, norma de desarrollo 
constitucional, incorporó como principios básicos el principio precautorio y el 
principio de prevención. En efecto, el artículo VII del Título Preliminar de la citada 
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ley ha incluido el principio precautorio, el cual establece que, cuando haya peligro 
de daño grave o irreversible, la falta de certeza absoluta no debe utilizarse como 
razón para postergar la adopción de medidas eficaces y eficientes para impedir 
la degradación del ambiente.

15.	 Este Tribunal ha declarado que el instituto de la precaución es un principio que 
garantiza el derecho a gozar de un medio ambiente adecuado y equilibrado frente 
a situaciones de amenaza o de riesgo de un daño, en las que existe falta de 
certeza científica sobre sus causas y los peligros o daños que podrían causar. 
En particular, manifestó lo siguiente:

Al principio precautorio se le pueden reconocer algunos elementos. Entre 
ellos: a) la existencia de una amenaza, un peligro o riesgo de un daño; 
b) la existencia de una incertidumbre científica, por desconocimiento, por 
no haberse podido establecer evidencia convincente sobre la inocuidad 
del producto o actividad, aun cuando las relaciones de causa-efecto entre 
éstas y un posible daño no sean absolutas, o incluso por una importante 
controversia en el mundo científico acerca de esos efectos en cuestión; y c) 
la necesidad de adoptar acciones positivas para que el peligro o daño sea 
prevenido o para la protección del bien jurídico como la salud, el ambiente, 
la ecología, etc. (Cfr. sentencia recaída en el Expediente 02005-2009- PA/
TC, fundamento 49)

16.	 En el mismo sentido, la Ley General del Ambiente ha incorporado en el artí-
culo VI de su Título Preliminar el principio de prevención, consistente en que 
la gestión ambiental tiene como objetivos prioritarios prevenir, vigilar y evitar 
la degradación ambiental. Cuando no sea posible eliminar las causas que la 
generan, se adoptan las medidas de mitigación, recuperación, restauración o 
eventual compensación que correspondan. Este principio se diferencia del an-
terior en que, en este caso, el daño o riesgo potencial se encuentra acreditado; 
empero, se podría reconocer un nivel aceptable respecto de él, de ahí que, en 
las situaciones relativas al medio ambiente, este último principio cobra mayor 
relevancia, por ejemplo, en las situaciones que involucran licencias y permisos 
para actividades mineras, gasíferas, energéticas y de hidrocarburos.

17.	 Por tanto, la protección del efectivo ejercicio del derecho al medio ambiente 
adecuado y equilibrado no solo es una cuestión de reparación o compensación 
de los daños producidos, sino de prevención para que ellos no sucedan, y de 
protección que puede hacerse efectiva desde la previsión de medidas reactivas 
que hagan frente a los daños que ya se han producido. Ello involucrará medidas 
que hagan frente a riesgos conocidos antes de que se produzcan (prevención) 
hasta medidas que prevean y eviten amenazas de daños desconocidos o in-
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ciertos (precaución) (Cfr. sentencia recaída en el Expediente 00012-2019-PI/
TC, fundamento 21).

§.	 El rol de los organismos reguladores con relación al efectivo ejercicio del derecho 
a gozar de un medio ambiente saludable, vida y salud de las personas

18.	 Como parte de su organización administrativa dentro del modelo de economía 
social de mercado, nuestro país ha incorporado la creación y el funcionamiento de 
un conjunto de organismos reguladores en la estructura institucional del Estado 
con diversas denominaciones. En la sentencia recaída en el Expediente 00008- 
2003-PI/TC, fundamento 41, este Tribunal advirtió del rol de los organismos 
reguladores. Ahí se manifestó que los organismos reguladores de la inversión 
privada en los sectores públicos conllevan una misión de especial trascendencia 
para el correcto desenvolvimiento del mercado. A dichos organismos autónomos 
les compete, dentro de sus correspondientes ámbitos sectoriales, la supervisión, 
regulación y fiscalización de las empresas que ofrecen servicios al público, así 
como la aplicación de las sanciones a que hubiere lugar, en caso de que los 
oferentes de servicios contravengan las disposiciones legales y técnicas que 
regulan su labor o quebranten las reglas de mercado que garantizan una com-
petencia eficiente y leal. Deben, asimismo, actuar con eficiencia en la solución 
de toda controversia que pudiera presentarse en el sector que les compete.

19.	 Ha sido la Ley 27332, Ley Marco de los Organismos Reguladores de la Inversión 
Privada en los Servicios Públicos, la norma que los identificó como organismos 
públicos descentralizados adscritos a la Presidencia del Consejo de Ministros 
(PCM), con personería de derecho público interno y con autonomía administra-
tiva, funcional, técnica, económica y financiera (artículo 2); se trata, pues, de 
entidades que forman parte del Poder Ejecutivo con personalidad jurídica propia, 
autonomía técnica y funcional respecto del poder político.

20.	 Entre sus principales funciones destacan la supervisora, reguladora, normativa 
y fiscalizadora. En detalle: (i) la función supervisora comprende la facultad de 
verificar el cumplimiento de las obligaciones legales, contractuales o técnicas 
por parte de las entidades o actividades supervisadas, así como la facultad 
de verificar el cumplimiento de cualquier mandato o resolución emitida por el 
organismo regulador o de cualquier otra obligación que se encuentre a cargo 
de la entidad o actividad supervisadas; (ii) la función reguladora comprende 
la facultad de fijar las tarifas de los servicios bajo su ámbito; (iii) la función 
normativa comprende la facultad de dictar en el ámbito y en materia de sus 
respectivas competencias los reglamentos y normas que regulen los proce-
dimientos a su cargo, así como otras de carácter general y mandatos u otras 
normas de carácter particular referidas a intereses, obligaciones o derechos de 
las entidades o actividades supervisadas o de sus usuarios. Comprende, a su 
vez, la facultad de tipificar las infracciones por incumplimiento de obligaciones 
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establecidas por normas legales, normas técnicas y aquellas derivadas de los 
contratos de concesión, bajo su ámbito, así como por el incumplimiento de las 
disposiciones reguladoras y normativas dictadas por ellos mismos; y finalmente, 
(iv) la función fiscalizadora comprende la facultad de imponer sanciones dentro 
de su ámbito de competencia por el incumplimiento de obligaciones derivadas 
de normas legales o técnicas, así como de las obligaciones contraídas por los 
concesionarios en los respectivos contratos de concesión, sin perjuicio de otras 
funciones establecidas en el artículo 3 de la Ley (solución de controversias y 
solución de los reclamos de los usuarios de los servicios que regulan).

21.	 Así, el papel de los organismos reguladores puede resumirse en la función de 
suministrar el marco regulador necesario a fin de promover nuevas inversiones, 
así como el ingreso de nuevos operadores, desarrollando al mismo tiempo ma-
yores niveles de bienestar para los usuarios de los servicios bajo su supervisión. 
En efecto, el control de los estándares de calidad del servicio, el desarrollo 
sostenido del sector, la acción proactiva y efectiva en el cuidado del medio 
ambiente y la competencia técnica, son conductas que deben ser asumidas 
por los organismos reguladores, sea mediante acciones ex ante (regulaciones 
previas) o ex post (sanciones ejemplares que disuadan tanto al infractor como a 
los distintos competidores de atentar contra los valores de un mercado eficiente) 
(Cfr. sentencia recaída en el Expediente 00008-2003- PI/TC, fundamentos 41 
y 43).

22.	 La configuración de nuestro diseño institucional, que incluye las funciones propias 
de los organismos reguladores que potencian el mercado a través del pluralismo 
económico y las libertades económicas, debe interpretarse bajo criterios de 
unidad y concordancia práctica con otros derechos, principios y valores que se 
instituyen en la Constitución. Ello significa que los organismos reguladores deben 
desempeñar sus funciones considerando el marco normativo de protección de 
los distintos derechos y principios como la vida, la salud, el medio ambiente 
saludable, etc. Lo indicado cobra relevancia cuando una de las funciones de los 
organismos reguladores es la de fijar las normas técnicas que han de cumplir 
los diferentes agentes que participan en los procesos económicos.

23.	 En el mismo sentido, el artículo 67 de la Constitución Política establece la obliga-
ción del Estado de instituir la política del ambiente. Del mismo modo, el artículo 
44 establece que son deberes primordiales del Estado, entre otros, garantizar 
la plena vigencia de los derechos humanos y proteger a la población de las 
amenazas contra su seguridad, sin perjuicio de la obligación que, en específico, 
tiene el Estado de proteger la vida, la salud, el medio ambiente saludable, la 
seguridad pública y la propiedad de las personas.

24.	 Este Tribunal tampoco puede soslayar la importante labor de los organismos 
reguladores para promover nuevas inversiones, así como el ingreso de nuevos 
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operadores en el ámbito económico de nuestro país, en el marco del artículo 59 
de la Constitución, que dispone que el Estado estimula la creación de la riqueza y 
garantiza la libertad de trabajo y la libertad de empresa, comercio e industria; no 
obstante, debe destacarse que la Constitución precisa también que el ejercicio 
de tales libertades no debe ser lesivo a la moral, ni a la salud, ni a la seguridad 
públicas. Una forma de promover nuevas inversiones, el acceso al mercado, la 
pluralidad de los agentes económicos, la libre competencia e impulsar el proceso 
de formalización en el país, es optimizando los procedimientos administrativos 
para lograr las inscripciones en los registros, acceder a las autorizaciones, las 
licencias, las concesiones, etc., respecto de cada uno de los procesos en que 
participan los diferentes agentes económicos. Sin embargo, la optimización de 
los procedimientos, esto es, buscar la mejor manera de realizar una actividad, 
no implica que pueda ponerse en grave riesgo algunos bienes protegidos cons-
titucionalmente o el ejercicio de los derechos fundamentales de las personas.

25.	 Lo antedicho cobra especial relevancia cuando se está frente a actuaciones 
que involucran bienes y productos que son altamente peligrosos y nocivos 
para la vida, la salud, el medio ambiente e incluso la propiedad; es decir, para 
la seguridad pública, tales como los que provienen de los procesos mineros, 
gasíferos, energéticos y del sector hidrocarburos, etc. Por ello, es indispensable 
que cuando la autoridad administrativa o el Poder del Estado de que se trate, 
dentro del ámbito de sus competencias, elabore alguna normativa legal o técnica 
o diseñe políticas públicas, lo haga ponderando los riesgos potenciales respecto 
de los bienes o derechos que puedan verse afectados.

26.	 De ahí que los denominados procesos de simplificación o flexibilización de los 
procedimientos o requisitos exigidos para que los agentes económicos obten-
gan licencias, autorizaciones, concesiones, inscripciones, registro, etc., que les 
genere la titularidad de derechos sobre actividades como exploración, explo-
tación, instalación de dichos productos, transporte, etc.; deban ser estudiadas 
con mucha atención por la autoridad competente, considerando el peligro que 
suponen actividades ligadas como los hidrocarburos, gases, energía, etc. En 
todo caso, la simplificación o flexibilización de los procedimientos debe realizarse 
considerando la naturaleza de cada actividad concreta y atendiendo a criterios 
de razonabilidad y proporcionalidad, sin que en ningún caso pueda ponerse en 
grave riesgo la seguridad pública y el efectivo ejercicio de los derechos funda-
mentales a la vida, la salud y el medio ambiente.

§.	 Análisis del caso concreto

27.	 Expuestos el rol de los organismos reguladores en el marco de la efectiva 
protección del derecho a gozar de un medio ambiente saludable, vida y salud 
de las personas, así como de los principios que guían la gestión medioambien-
tal, corresponde ahora precisar si la aplicación de la Resolución del Consejo 
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Directivo del Osinergmin 191-2011-OS/CD constituye una amenaza cierta e 
inminente de violación a los derechos a la vida, salud y a gozar de un medio 
ambiente saludable y si, por tanto, contraviene algunos principios y derechos 
constitucionales.

28.	 Los artículos 1 y 2 de la Ley 26734, Ley del Organismo Supervisor de Inversión 
en Energía y Minería (Osinergmin) otorgan a esta entidad facultades reguladoras, 
supervisoras y fiscalizadoras de las actividades que desarrollan las personas 
jurídicas de derecho público interno o privado y las personas naturales, en los 
subsectores de electricidad, hidrocarburos y minería, así como el cumplimiento 
de las normas legales y técnicas referidas a la conservación y protección del 
medio ambiente. En el mismo sentido, el artículo 5 establece las funciones de 
dicho organismo regulador.

29.	 Mediante Decreto Supremo 030-98-EM, se aprobó el Reglamento para la Co-
mercialización de Combustibles Líquidos y Otros Productos Derivados de los 
Hidrocarburos (OPDH), norma que fue modificada por el Decreto Supremo 045-
2001-EM, publicado el 22 de julio de 2001; el Decreto Supremo 045-2005-EM, 
publicado el 20 de octubre de 2005; y el Decreto Supremo 026-2006-EM, que 
aprobó el Reglamento para el Uso de Marcadores en los Combustibles Líquidos 
y otros Productos Derivados de los Hidrocarburos. El artículo 4 de la primera de 
ellas establece que cualquier persona que cumpla con las disposiciones legales 
vigentes y con las normas contenidas en el reglamento, podrá comercializar 
cualquier tipo de combustible, siempre que estos productos cumplan con la 
normativa vigente; salvo que alguno de ellos tenga prohibición expresa.

30.	 El capítulo II del Título III del referido decreto detalla los requisitos para la instala-
ción y uso y funcionamiento de las plantas de abastecimiento y establecimientos 
de venta al público de combustibles y consumidores directos. Su artículo 12, por 
su parte, dispone que, para obtener la autorización de instalación de plantas de 
abastecimiento, plantas de abastecimiento en aeropuertos, establecimientos de 
venta al público de combustibles (excepto grifos de kerosene y grifos rurales) e 
instalaciones para consumo directo de combustibles, el interesado debe presentar 
una solicitud a la DGH (Lima y Callao) o a la DEM del departamento correspon-
diente (resto del país), con distintos requisitos, información o documentos, entre 
ellos, el Informe Técnico Favorable del Osinerg (hoy Osinergmin).

31.	 A su vez, en su artículo 18 se regula el procedimiento en concreto, y se dispone 
que:

Treinta días antes del inicio de las obras de instalación, el interesado por 
encargo de la DGH, solicitará al OSINERG la verificación de la ejecución 
del proyecto. El OSINERG por encargo de la DGH o la Empresa Fiscali-
zadora designada por el citado organismo, durante la etapa de construc-
ción, efectuará una revisión detallada de las instalaciones y edificaciones 
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de acuerdo con los requisitos del Reglamento, así como presenciará las 
pruebas de los tanques, tuberías y demás equipos, las que se realizarán de 
acuerdo a las normas de diseño y construcción dadas por el Reglamento 
de Seguridad para el Almacenamiento de Hidrocarburos y el Reglamento 
de Seguridad para Establecimientos de Venta al Público de Combustibles 
Derivados de los Hidrocarburos, normas complementarias, modificatorias 
y sustitutorias. Terminada la inspección/fiscalización, el representante del 
OSINERG o la Empresa Fiscalizadora preparará un acta, donde constará 
los resultados de la inspección y pruebas, además de cualquier otro tra-
bajo adicional que deba realizarse con el fin de cumplir los requisitos con 
miras a la obtención de la Autorización de Uso y Funcionamiento. El acta 
deberá estar firmada por el interesado, el representante de la Empresa 
Fiscalizadora, el representante del OSINERG y las personas responsables 
de las pruebas. Dicha acta formará parte del Informe Técnico Favorable 
del OSINERG, referido en el artículo siguiente del presente Reglamento.

32.	 El artículo 19 del mismo cuerpo normativo establece que, una vez concluida la 
etapa de instalación, el interesado presentará a la DGH (Lima y Callao) o a la 
DEM del departamento correspondiente (resto del país) una solicitud para la 
autorización de uso y funcionamiento de la instalación, acompañando diversos 
requisitos y documentos, entre ellos, el Informe Técnico Favorable de Osinergmin.

33.	 Con fecha 18 de octubre de 2009, se publicó la Resolución de Consejo Directivo 
de Osinergmin 193-2009-OS/CD, que aprobó el procedimiento simplificado para 
el trámite de solicitud del Informe Técnico Favorable, norma que resultaba aplica-
ble a las solicitudes de Informe Técnico de Uso y de Funcionamiento, así como 
de Uso y Funcionamiento de Modificación y/o Ampliación, para Consumidores 
Directos de Gas Licuado de Petróleo (GLP) que no cuenten con surtidores, 
Locales de Venta de Gas Licuado de Petróleo (GLP), Medios de Transporte 
de Gas Licuado de Petróleo (GLP) y Redes de Distribución de Gas Licuado de 
Petróleo (GLP). En ella se indicó que no será necesario solicitar previamente un 
Informe Técnico Favorable para la Instalación o para Modificación y/o Ampliación 
de Instalación, y que se deberá cumplir con todos los requisitos señalados en 
su Anexo 2.

34.	 Dicha normativa, hoy derogada, fue emitida, como se expone en sus consi-
derandos, en virtud de los principios de simplicidad, presunción de veracidad, 
eficiencia y efectividad, celeridad y de privilegio de controles posteriores, todos 
ellos recogidos en la Ley 27444, de Procedimiento Administrativo General y el 
Reglamento General del Osinergmin.

35.	 Mediante Decreto Supremo 004-2010-EM, el Ministerio de Energía y Minas 
transfirió a Osinergmin el Registro de Hidrocarburos, a fin de que sea dicho 
organismo el encargado de administrar y regular el citado Registro, así como 
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simplificar todos los procedimientos relacionados con él. En el mismo sentido, 
mediante Decreto Supremo 029-2010-EM se estableció que Osinergmin es el 
organismo competente para aprobar los procedimientos y requisitos necesarios 
para el otorgamiento de los Informes Técnicos Favorables que emita.

36.	 Posteriormente, se emitió la Resolución de Consejo Directivo de Osinergmin 
091-2010-OS/CD, que aprobó el Reglamento del Registro de Hidrocarburos. 
Dicha normativa fue derogada por la hoy cuestionada norma, Resolución del 
Consejo Directivo de Osinergmin 191-2011-OS/CD, publicada el 18 de octubre 
de 2011 y vigente desde el 21 de noviembre de 2011. En esta resolución se 
dispone como obligación, para determinados agentes, la obtención de un Informe 
Técnico Favorable (ITF) y de Actas de verificación de conformidad y de pruebas, 
previamente a la inscripción en el Registro de Hidrocarburos. En efecto, confor-
me se advierte del texto del reglamento, en virtud del proceso de simplificación 
iniciado años atrás, se habrían excluido algunos procedimientos para que el 
solicitante que desee realizar actividades de hidrocarburos sea incorporado en 
el registro, además de la exigencia del Informe Técnico Favorable para algunas 
de las actividades que forman parte de las actividades de hidrocarburos. Ello 
puede ser verificado de los anexos 2 y 3, que fueron reemplazados en algunos 
casos por declaraciones juradas de cumplimiento de las normas legales y téc-
nicas, así como de las actas de verificación de terceras empresas inscritas en 
el Instituto Nacional de Calidad (INACAL).

37.	 El fundamento para la implementación del proceso de simplificación recayó en 
la aplicación de diversos principios administrativos, como los principios de sim-
plicidad, eficacia y presunción de veracidad contemplados en el artículo IV del 
Título Preliminar de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, 
así como del principio de privilegio de controles posteriores, regulado en el nu-
meral 1.16 del artículo 1, en concordancia con el artículo 32 de la referida Ley, 
el cual establece que la fiscalización posterior se ejercerá sobre la autenticidad 
de las declaraciones, los documentos y las informaciones proporcionadas por 
los administrados.

38.	 Sin perjuicio de la profusa y dispersa regulación existente con relación a los 
reglamentos y normas que regulan la actividad de hidrocarburos, así como el 
evidente proceso de simplificación de los procedimientos administrativos para 
acceder al registro y a los Informes Técnicos Favorables que emite Osinergmin, 
este Tribunal Constitucional no puede dejar de advertir que la amenaza que se 
alega en la demanda ya se habría materializado, con lo cual no solo se puede 
constatar diversos actos lesivos a raíz del proceso de simplificación materia de 
autos, sino que, además, esto refleja que, mientras subsista dicha regulación, 
el riesgo de daño y, por ende, de vulneración de los derechos alegados en la 
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demanda, se torna cierto e inminente, a partir de la aplicación de la cuestionada 
resolución del consejo directivo del Osinergmin.

39.	 No son ajenos a este Colegiado los sucesos ocurridos el 23 de enero de 2020 en 
el distrito de Villa El Salvador, región Lima, que dejó el saldo de más de treinta 
personas fallecidas, más de cincuenta heridos y un número similar de viviendas 
afectadas63 a causa de la fuga de gas y deflagración de un camión cisterna de 
placa de rodaje A2X-847 que transportaba GLP. El Informe 103-2020-OS/OR 
LIMA SUR de Osinergmin, de fecha 30 de enero de 2020, seguido en el Expe-
diente 20200001826464 , da cuenta de que el Texto Único de Procedimientos 
Administrativos (TUPA) mantiene todos los requisitos previstos en el Reglamento 
del Registro de Hidrocarburos. Así, se expresó que “lo que se modificó fue la 
calificación del procedimiento, pasando de ser de evaluación previa con silencio 
administrativo negativo a aprobación automática. Ello implica que luego de ve-
rificados la entrega de todos los documentos previstos en el TUPA se procede 
a la inscripción en el Registro de hidrocarburos, sin perjuicio de la fiscalización 
posterior”. En otras palabras, únicamente, lo que realizaba Osinergmin, en virtud 
del principio de controles posteriores, es la fiscalización y supervisión posterior, 
mas no necesariamente las previas a la inscripción en el registro y a la emisión 
del Informe Técnico Favorable en la actividad de hidrocarburo.

40.	 Ello se reafirma en el anexo 2.3 del Reglamento ahora cuestionado, que establece 
los requisitos para solicitar la inscripción en el Registro de Hidrocarburos como 
“Medio de Transporte a Granel de GLP” o “Distribuidor Minorista a Granel de 
GLP” (modificados por la Resolución del Consejo Directivo 245-2013-OS/CD), 
entre otras actividades del citado reglamento.

41.	 En el mismo sentido, se emitió el Informe 108-2020-OS/OR LIMA SUR, de fecha 
31 de enero de 2020, a través del cual Osinergmin realizó una evaluación de 
los hechos y explicó cuáles habrían sido las causas que generaron la deflagra-
ción del GLP. En él se manifiesta que “la fuga no se originó por la falta de los 
elementos de seguridad del vehículo”, sino que se debió a que “el vehículo se 
desplazaba con la válvula interna en posición abierta, debido a que fue bloqueada 
manualmente y que debió permanecer cerrada”; situación que, en definitiva, no 
fue advertida por ninguna instancia administrativa de manera directa.

42.	 Asimismo, Osinergmin dio cuenta de que “en el marco de sus funciones, ve-
rificó la documentación técnica que permitía garantizar el cumplimiento de la 
normativa, previamente a la inscripción del medio de transporte en el Registro 

63	 https://www.defensoria.gob.pe/defensoria-del-pueblo-a-un-ano-de-fatal-accidente-de-
gas-en-villa-el-salvador-victimas-continuan-sin-recibir-justicia/

64	 https://www.osinergmin.gob.pe/empresas/hidrocarburos/noticia/detalle/informeso-
bre-evento-ocurrido-el-23-de-enero-de-2020-en-villa-el-salvado

https://www.defensoria.gob.pe/defensoria-del-pueblo-a-un-ano-de-fatal-accidente-degas-en-villa-el-salvador-victimas-continuan-sin-recibir-justicia/
https://www.defensoria.gob.pe/defensoria-del-pueblo-a-un-ano-de-fatal-accidente-degas-en-villa-el-salvador-victimas-continuan-sin-recibir-justicia/
https://www.osinergmin.gob.pe/empresas/hidrocarburos/noticia/detalle/informesobre-evento-ocurrido-el-23-de-enero-de-2020-en-villa-el-salvado
https://www.osinergmin.gob.pe/empresas/hidrocarburos/noticia/detalle/informesobre-evento-ocurrido-el-23-de-enero-de-2020-en-villa-el-salvado
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de Hidrocarburos” del vehículo de placa de rodaje A2X-847. Dichos documentos 
fueron los siguientes: (i) Certificado de Inspección 0197-2019, del 2 de setiembre 
de 2019, otorgado por un organismo de inspección acreditado ante INACAL 
(Marconsult SAC), que certificaba que podía operar conforme a las normas 
técnicas aplicables; (ii) Certificado de Mantenimiento […], que garantizaba que 
el tanque cumplía con las condiciones descritas […]; (iii) fotografías a color de la 
parte frontal, posterior, lateral izquierda y lateral derecha del medio de transporte, 
incluyendo equipos de seguridad, presentadas por el interesado; (iv) diagramas 
del Sistema de recepción y despacho, que permiten verificar la ubicación de 
los equipos y accesorios dentro de la unidad, así como información técnica de 
la válvula de seguridad, de la válvula interna con su accionamiento remoto, los 
equipos y accesorios; (v) plan de contingencia; y (vi) póliza de seguro. Adicional-
mente, señala que “el interesado estaba obligado a presentar una declaración 
jurada de cumplimiento normativo”.

43.	 Así pues, conforme se advierte de los informes precitados, Osinergmin única-
mente verificó y analizó los documentos presentados por la empresa que solicitó 
la inscripción en los registros de Hidrocarburos, sin haber realizado ninguna 
supervisión previa, en aplicación de la Resolución del Consejo Directivo 191- 
2011-OS/CD, razón por cual el medio de transporte fue inscrito en el Registro 
de Hidrocarburos como distribuidor de GLP a granel, con Registro 146747-
038-250919, a nombre de la empresa Transgas LG EIRL. En efecto, dicha 
normativa no exige la referida supervisión, constatación o fiscalización previa 
del cumplimiento de la normativa técnica (Anexo 2.3), en virtud del proceso de 
simplificación del procedimiento de acceso al registro, razón por la cual resulta 
evidente que, pese a que Osinergmin actuó de conformidad con su normativa 
interna, no le era obligatorio realizar mayor actuación.

44.	 Como consecuencia de los actos lesivos producidos con la deflagración de 
GLP que se comenta, el 10 de febrero de 2020 se publicó el Decreto Supremo 
023-2020-PCM, que declaró en reorganización a Osinergmin, con el objeto de 
evaluar la situación administrativa, organizacional y de gestión, así como proponer 
y ejecutar las acciones y medidas de reforma administrativa y de gestión que 
correspondan, por el plazo de noventa (90) días calendario, contados a partir 
de la instalación del comité de reorganización. En dicho decreto se expone que 
“la ocurrencia del gran incendio al que se refiere el considerando anterior ha 
puesto en evidencia una serie de debilidades a nivel de los procesos involucra-
dos en el otorgamiento de las autorizaciones que se brindan a las empresas 
que transportan, comercializan y distribuyen gas licuado de petróleo (GLP), 
combustibles líquidos y otros productos derivados de los hidrocarburos, así 
como en los relacionados a su supervisión […]”.
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45.	 Según el Plan de Evaluación de Resultados del Plan Estratégico Institucional 
(PEI) de Osinergmin, de 2015 al 2021, presentado el 22 de enero de 2021, en 
respuesta a lo ocurrido, dicho organismo regulador informó que se ha imple-
mentado un programa especial “Caso VES” con 21 medidas65.

46.	 Ahora bien, es cierto que se establecieron algunas medidas adicionales para 
mejorar la seguridad y evitar el peligro que representan los productos y bienes 
relacionados con el sector de hidrocarburos en otras actividades como en los 
procesos de instalación de lugares en los que se realizan actividades de hidro-
carburos. Entre otras normativas dictadas, se tiene la Resolución de Consejo 
Directivo 203-2020-OS/CD, publicada el 27 de noviembre de 2020, que aprueba 
las disposiciones para la implementación de un sistema de gestión de seguridad 
de procesos en las Instalaciones donde se realizan actividades de Refinación y 
Procesamiento de Hidrocarburos; empero, aún resulta insuficiente para aquellas 
amenazas que han sido acreditadas.

47.	 Es más, y como muestra del proceso de simplificación y eliminación de las 
supervisiones previas que realizaba antes Osinergmin en el sector de Hidrocar-
buros, y a causa de la deflagración producida en el distrito de Villa El Salvador, 
se expidió la Resolución del Consejo Directivo de Osinergmin 012-2020-OS/
CD, de fecha 30 de enero de 2020, que prescribe que se realicen las acciones 
pertinentes para la revisión de los procedimientos administrativos de inscripción 
y/o modificación en el Registro de Hidrocarburos de Osinergmin, y dispone que 
la División de Supervisión Regional efectúe una supervisión sobre el 100 % de 
los camiones tanque y camiones cisterna inscritos en dicho Registro.

48.	 No obstante, este Colegiado no puede soslayar que, pese a que se ha dispuesto 
que el 100 % de los camiones tanque y cisterna inscritos en el Registro de Hi-
drocarburos sea supervisado por Osinergmin, aún quedan expuestos los daños 
que pudiesen producirse a causa de las otras actividades, bienes e instalaciones 
vinculadas al sector hidrocarburos. Además, tal medida es transitoria, pues en 
modo alguno se ha modificado la normativa que se cuestiona en el presente 
proceso, a fin de mejorar los procedimientos administrativos que eviten este tipo 
de daños.

49.	 A todo ello se suman las declaraciones de don Juan Carlos Liu Yonsen, ministro 
de Energía y Minas de aquel entonces y encargado de investigar los hechos en 
Villa El Salvador y emitir el informe que fuera solicitado por la Presidencia del 
Consejo de Ministros en diferentes diarios de circulación nacional66 . En ellas 

65	 https://www.osinergmin.gob.pe/seccion/centro_documental/Institucional/Institucional/ 
Osinergmin-Evaluacion-Plan-Estrategico-2020.pdf

66	 https://rpp.pe/politica/gobierno/villa-el-salvador-ministro-de-energia-y-minas-enosinerg-
min-habia-una-situacion-que-advertimos-como-poco-adecuada-noticia-1244249 y https://
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reconoció la presencia de procesos de autorización automáticos que “no tomaban 
en consideración los Informes Técnicos Favorables”; que se debe “potenciar 
la fiscalización […]”, algo que “en los últimos años se ha debilitado”; que se ha 
identificado que “la normatividad existente es inadecuada”; y que “si bien es 
cierto que el tanque tenía certificación, la valvulería, así como la integridad del 
vehículo, tenían que ser verificados por este informe técnico (…). Se tenía que 
verificar si todo lo que se había puesto en la declaración jurada estaba instalado 
(...). La inspección tiene que ser en vivo y directo. Hay cosas que no se pueden 
señalar por fotos o en documento por escrito. Eso incluye la operación. Para la 
operación debía contarse con un conductor y un asistente calificados. ¿Cómo 
lo vemos? Tenemos que hacer visitas inopinadas”.

50.	 Asimismo, en autos obra el Informe de Osinerming, de fecha 6 de agosto de 
2015, Expediente 201500098748 (f. 351), que, dando respuesta al pedido de 
información que hiciera el juez de primera instancia o grado, comunicó que entre 
los años 2009 y 2011, a través del procedimiento de simplificación dispuesto en la 
Resolución de Consejo Directivo 193-2009-OS/CD (hoy derogada y reemplazada 
por la norma que se cuestiona en autos), se aprobaron quinientos seis (506) 
Informes Técnicos Favorables de los Locales de Venta de GLP, sin fiscalización 
previa. De ese total, 147 fueron fiscalizados posteriormente a la entrega del 
ITF simplificados, equivalente al 29 % del total. En los locales de venta de GLP 
fiscalizados posteriormente a la entrega del ITF, se iniciaron, a nivel nacional, 
un total de ochocientos cincuenta y cinco (855) procedimientos administrativos 
sancionadores. Además, se verificó que “dos locales de venta de GLP a los que 
se aprobó el ITF entre el 2009 al 2011 mediante el procedimiento simplificado, 
presentaron alguna emergencia posteriormente”. Dichos locales fueron C & 
M Distribuidores SAC y Wong Nanus Aydi (con Resoluciones 159- 2014-OS/
OMR I y 012904-2011-OS/GFHL, respectivamente). Este último caso, dejó tres 
trabajadores de un depósito de venta de gas con heridas graves debido a una 
explosión en el lugar67.

51.	 En definitiva, el procedimiento de simplificación y el privilegio de los controles 
posteriores sin las supervisiones previas, tal y como se acredita en autos, no solo 
ha materializado la lesión al ejercicio efectivo de los derechos fundamentales a 
la vida, salud y propiedad conforme se ha detallado en autos, sino que además 
demuestra el daño o riesgo potencial.

52.	 En esa misma línea, con relación a la amenaza de violación al derecho de go-
zar de un medio ambiente saludable, es necesario destacar que con el objeto 

elcomercio.pe/lima/sucesos/ministro-de-energia-y-minas-sobre-osinergminhabia-una-si-
tuacion-que-advertimos-como-poco-adecuada-villa-el-salvador-glpminem-noticia/

67	 https://larepublica.pe/sociedad/467016-tres-obreros-graves-por-explosion-de-gas/
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de preservar la integridad y la salud personal; proteger a terceras personas de 
eventuales riesgos; así como mantener las instalaciones, equipos y otros bienes 
relacionados con las actividades de hidrocarburos, que garanticen la normalidad 
y continuidad de las operaciones, se expidió el Decreto Supremo 043-2007-EM, 
Reglamento de Seguridad para las Actividades de Hidrocarburos, norma que se 
encuentra bajo la competencia del Osinergmin. A través del informe remitido a 
este Tribunal a través del Oficio 00017-2021-OEFA/GEG, de fecha 14 de enero 
de 2021, expedido por la Gerencia General del Organismo de Evaluación y Fis-
calización Ambiental (cuadernillo de este Tribunal), este organismo ha expresado 
que producto de las actividades de hidrocarburos establecidas en el artículo 2 
de la Resolución Directoral 191-2011-OS/CD “puede suscitarse una emergencia 
ambiental que genere daños ambientales (al agua, suelo, aire, etc.), a la salud 
y vida de las personas”.

53.	 El artículo 142 de la Ley 28611, Ley General del Ambiente, establece que el 
daño ambiental es todo menoscabo material que sufre el ambiente y/o alguno 
de sus componentes, que puede ser causado contraviniendo o no disposición 
jurídica, y que genera efectos negativos actuales o potenciales. Ahora bien, la 
citada normativa no solo hace referencia a los daños actuales, sino también a los 
potenciales, lo que significa que no es indispensable que los efectos negativos 
del menoscabo material producido en el ambiente sean reales, sino que resulta 
suficiente la potencialidad de que puede suceder o existir un daño (punto 12 del 
informe del fundamento precitado). En aquel informe también se explica cómo 
las actividades relacionadas con los hidrocarburos pueden generar impactos 
negativos en la flora y fauna, el suelo y el aire, sin perjuicio del grave daño en la 
salud y la vida de las personas. En particular, OEFA ha lanzado la advertencia 
de que “el GLP es un hidrocarburo que combinado con el aire en una proporción 
menor al 10% es inflamable”, y que “en grandes proporciones en el aire puede 
causar la muerte por asfixia y, en estado líquido, quemaduras en la piel”, además 
de que “una fuga de GLP puede devenir en una deflagración e incendio, cuyas 
consecuencias afectarían a la calidad del aire, la salud y la vida humana”.

54.	 Lo último trae justamente a colación lo ocurrido en el distrito de Villa El Salvador 
en enero de 2020, suceso trágico que, como se constató, no solo vulneró la vida 
y salud de diversas personas, sino que habría causado daño medioambiental. 
Por ello es que, a través del Decreto Supremo 011-2020-PCM, se declaró el es-
tado de emergencia en el sector comprendido entre las avenidas El Sol, Micaela 
Bastidas, Juan Velasco Alvarado y María Elena Moyano, del distrito de Villa El 
Salvador, de la provincia y departamento de Lima, por impacto de daños ante la 
ocurrencia del gran incendio, por el plazo de sesenta (60) días calendario, para 
la ejecución de medidas y acciones de excepción, inmediatas y necesarias, de 
respuesta y rehabilitación que correspondan.



130

Por qué escribir una tesis de Derecho innovadora y originalEl Amparo por el Informe Técnico Favorable Previo para el funcionamiento de grifos y transporte de Gas (GLP) en el Perú

55.	 Por otro lado, recientemente se ha expedido el Decreto Supremo 193-2020-
PCM, que modifica el Texto Único de Procedimientos Administrativos (TUPA) 
del Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería, publicado el 
15 de diciembre de 2020, y que regula los procedimientos administrativos de 
inscripción y modificación en el Registro de Hidrocarburos. El referido TUPA mo-
dificado está relacionado con la Resolución del Consejo Directivo del Osinergmin 
191-2011-OS/CD, pero no se advierte una derogación ni tampoco la superación 
per se de la amenaza invocada en la demanda, en la medida en que, si bien 
dicho TUPA establece que los procedimientos son ahora de evaluación previa 
y sujetos al silencio administrativo negativo; no obstante, se remite en cada uno 
de sus procedimientos administrativos a la cuestionada Resolución del Consejo 
Directivo del Osinergmin 191-2011-OS/CD, sea como base legal o como norma 
complementaria para la obtención de documentos en calidad de requisitos; por lo 
que, en estricto, los riesgos advertidos en esta sentencia no han sido suprimidos 
del todo, ya que este TUPA no establece en forma ordenada y sistemática los 
supuestos y forma de las supervisiones preoperativas que debería garantizar 
Osinergmin.

56.	 En tal sentido, en virtud del principio de prevención en las situaciones relativas al 
medio ambiente, vida y salud de las personas, la autoridad administrativa, en la 
emisión de las disposiciones técnicas para acceder al registro y al Informe Técnico 
Favorable de Osinergmin, debe considerar los daños potenciales a consecuencia 
de la implementación de la simplificación de los diversos procedimientos admi-
nistrativos establecidos en la Resolución del Consejo Directivo 191-2022-OS/
CD. Y es que este Tribunal considera que las actuaciones derivadas de dicha 
normativa, en los extremos que simplifican y flexibilizan los procedimientos, 
privilegiando los controles posteriores por encima de la supervisión previa, ha 
resultado lesivas a los derechos fundamentales al medio ambiente, a la salud 
y vida de las personas. En consecuencia, corresponde estimar la demanda.

57.	 La parte demandante solicita la inaplicación de la Resolución del Consejo Direc-
tivo del Osinergmin 191-2011-OS/CD, que aprobó el Reglamento del Registro 
de Hidrocarburos, en particular, las disposiciones normativas que regulan la 
expedición de autorizaciones, esto es, del Informe Técnico Favorable (ITF) y 
del registro, sin supervisión previa, para diversas actividades vinculadas a los 
hidrocarburos. Asimismo, solicita la restitución de las supervisiones previas 
de instalación y uso y funcionamiento para el otorgamiento de autorizaciones 
de todas las actividades vinculadas a dicho compuesto; no obstante, a juicio 
de este Colegiado, lo que correspondería en este caso es que, atendiendo a 
las modificaciones ya introducidas al TUPA de Osinergmin mediante el citado 
Decreto 193-2020-PCM, se complemente los procedimientos administrativos 
de inscripción y modificación en el Registro de Hidrocarburos, aminorando los 
riegos o daños potenciales a la salud, vida y medio ambiente, y se subsane la 



131

Anexos

omisión normativa derivada de la exclusión de las visitas o supervisiones previas 
materia de autos, a través de la elaboración de una nueva resolución del consejo 
directivo del Osinergmin, que lo regule en forma ordenada y sistemática.

58.	 Efectivamente, como se puede apreciar de la normativa de Osinergmin, en va-
rios de sus extremos, este organismo, en virtud de su competencia reguladora, 
no ha logrado reglamentar los controles previos necesarios a la obtención y 
acceso al registro de Hidrocarburos y al Informe Técnico Favorable, a través 
de los procedimientos administrativos reseñados en autos, por lo que se debe 
ordenar a dicho organismo que regule, en el marco de sus competencias, un 
reglamento a través del cual no se privilegie los controles posteriores sobre las 
supervisiones previas. Dicha regulación técnico-normativa deberá elaborarla en 
un plazo que no exceda de los noventa (90) días hábiles desde la notificación 
de la presente sentencia.

59.	 Por otro lado, y sin perjuicio de la nueva reglamentación sobre supervisiones 
preoperativas que debe diseñar Osinergmin en la ejecución de esta sentencia, 
también este Tribunal no puede dejar de recordar que las funciones de fiscali-
zación de Osinergmin no se agotan en la etapa previa a la inscripción en el Re-
gistro de Hidrocarburos. Una vez que se inicie operaciones, Osinergmin también 
debe realizar una política eficaz de vigilancia e inspección del cumplimiento de 
las obligaciones y prohibiciones legales y reglamentarias que les corresponde 
a los agentes del sector hidrocarburos. Tal como se ha puesto en relieve en 
los fundamentos supra, la actividad de hidrocarburos supone un riesgo para el 
medio ambiente y para la seguridad de las personas, lo cual requiere de Osi-
nergmin que asegure que las condiciones mínimas de seguridad y técnicas de 
prevención y manejo de riesgos sean debidamente preservadas por los agentes 
en operaciones en el mercado.

60.	 Por eso, debe exhortarse a Osinergmin que cumpla con eficacia e idoneidad su 
función de fiscalización, tanto en la etapa preoperativa como también en la etapa 
de operaciones de las personas naturales o jurídicas que realicen actividades 
en el sector hidrocarburos, tal como se establece que en el artículo 5, inciso 
c, de la Ley 26734, Ley del Organismo Supervisor de Inversión en Energía y 
Minería (Osinergmin), que dispone que es función de Osinergmin “Supervisar y 
fiscalizar que las actividades de los subsectores de electricidad, hidrocarburos y 
minería se desarrollen de acuerdo a los dispositivos legales y normas técnicas 
vigentes”.

61.	 Finalmente, en atención a que se encuentra acreditada la amenaza de vulnera-
ción de los citados derechos y bienes constitucionales, corresponde ordenar a la 
entidad emplazada que asuma el pago de los costos procesales, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 56 del Código Procesal Constitucional, que se 
liquidará en ejecución de sentencia.
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Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere 
la Constitución Política del Perú,

HA RESUELTO
1.	 Declarar FUNDADA la demanda de amparo interpuesta por don Henry Oleff 

Carhuatocto Sandoval, en representación del Instituto de Defensa Legal del 
Ambiente y el Desarrollo Sostenible Perú (Idlads Perú).

2.	 ORDENAR al Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería 
(Osinergmin) que, dentro del marco de sus competencias, elabore un nuevo 
reglamento de conformidad con los fundamentos 57 y 58 de esta sentencia, 
en el plazo de noventa (90) días hábiles desde la notificación de la presente 
sentencia.

3.	 EXHORTAR a Osinergmin que cumpla con eficacia e idoneidad su función de 
fiscalización no solo en la etapa previa a la inscripción en el Registro de Hidro-
carburos, sino también en la etapa de operaciones de las personas naturales o 
jurídicas que realicen actividades en el sector hidrocarburos, tal cual se establece 
que en el artículo 5, inciso c, de la Ley 26734, Ley del Organismo Supervisor 
de Inversión en Energía y Minería (Osinergmin)

Publíquese y notifíquese.
SS.
MORALES SARAVIA
PACHECO ZERGA
GUTIÉRREZ TICSE
DOMÍNGUEZ HARO
MONTEAGUDO VALDEZ
OCHOA CARDICH
PONENTE DOMÍNGUEZ HARO
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Anexo 8.- Resolución de ejecución de Sentencia del Tribunal 
Constitucional sobre la supervisión previa de Osinergmin antes 
de iniciar operaciones de transporte y comercialización de gas

Quinto Juzgado Civil de la Corte Superior de Justicia del Callao

Expediente	 :	02171-2011-0-0701-JR-CI-05
Materia	 :	Acción de Amparo
Juez	 :	Gutiérrez de la Cruz Carol Betzy
Especialista	 :	Gonzales de la Cotera Flores Juan Carlos
Representante	 :	CARHUATOCTO SANDOVAL, HENRY OLEFF
Demandado	 :	Procurador Público encargado del Consejo de Ministros, 

OSINERGMIN
Demandante	 :	 IDLADS PERU,

RESOLUCIÓN Nro. CUARENTA
Callao, veinte de noviembre

Del año dos mil veintitrés

Por recibidos los autos del Superior, con sentencia 319/2023 provenientes del Tribu-
nal Constitucional, de fecha 25 del mes de julio de 2023 (fojas 639-666) que declara 
FUNDADA la demanda de amparo y Ordenaron al ORGANISMO SUPERVISOR 
DE LA INVERSION EN ENERGIA Y MINERIA OSINERGMIN asuma el pago de los 
costos procesales; y que cumpla en elaborar un nuevo reglamento de conformidad 
con los fundamentos 57 y 58 expuestos en la sentencia emitida, durante el plazo de 
90 noventa días hábiles desde la notificación de la sentencia realizada por el Tribunal 
Constitucional; en ese sentido, CÚMPLASE LO EJECUTORIADO según sentencia 
319/2023. Avocándose al conocimiento de la presente causa, a la señorita Magistrada 
que suscribe por disposición superior. Notifíquese.-
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Por qué escribir una tesis de Derecho innovadora y originalEl Amparo por el Informe Técnico Favorable Previo para el funcionamiento de grifos y transporte de Gas (GLP) en el Perú

Anexo 9.- Nota de Prensa del Tribunal Constitucional

Fuente: TC Enlace: https://www.tc.gob.pe/institucional/notas-de-prensa/tc-ordena-a-osinergmin-
elaborar-un-nuevo-reglamento-del-registro-de-hidrocarburos-que-incluya-supervisiones-previas/
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Anexos

Anexo 10.- Publicación de Gaceta Constitucional y 
Procesal Constitucional

#Noticia Constitucional | Osinergmin emite Reglamento del Registro de 
Hidrocarburos con arreglo a una sentencia del Tribunal Constitucional

Durante el mes de septiembre del 2023, el Tribunal Constitucional emitió la STC Exp. 
N° 1692-2018-PA/TC a través de la cual se declaró fundada la demanda de amparo 
planteada por Idlads Perú ONG contra Osinergmin.
Producto de ese proceso, se instó a que Osinergmin elabore un nuevo Reglamento 
de Registro de Hidrocarburos, de modo tal que se contemplen visitas, y supervisiones 
previas de instalación, uso y funcionamiento para la dación de autorizaciones de las 
actividades relacionadas con los hidrocarburos.
Cabe precisar que en este proceso se recordó la deflagración sucedida en Villa el 
Salvador en el 2020, siniestro que causó grandes estragos en la localidad, y que, de 
la realización de un informe posterior de Osinergmin, se concluyó que el TUPA man-
tenía todos los requisitos previstos en el Reglamento de Registro de Hidrocarburos.
Por ello, el TC señaló que lo realizado por Osinergmin no era una inspección previa, 
sino una fiscalización y supervisión posterior. Esta situación “no solo ha materializado 
la lesión al ejercicio efectivo de los derechos fundamentales a la vida, salud y propie-
dad, (...), sino que además demuestra el daño o riesgo potencial”.
Es así como en la edición del viernes 2 de agosto, se publica en El Peruano el Reglamen-
to del Registro de Hidrocarburos de Osinergmin, adecuado a las exigencias del Tribunal.  
Agradecemos al profesor Henry Carhuatocto, litigante del caso, por compartirnos 
este logro. 
Síguenos en nuestras redes sociales:
 Linkedin: https://lnkd.in/eFtYWKRY 
 X (Twitter): https://lnkd.in/e3KgPepG

https://www.linkedin.com/feed/hashtag/?keywords=noticia&highlightedUpdateUrns=urn%3Ali%3Aactivity%3A7227422561330966528&lipi=urn%3Ali%3Apage%3Ad_flagship3_feed%3Br5Am%2BO71SKWKrMlf7FW0kg%3D%3D
https://www.linkedin.com/in/idlads-per%C3%BA-ong-137ab1233/
https://www.linkedin.com/in/henry-carhuatocto-54452a1ab/
https://lnkd.in/eFtYWKRY
https://lnkd.in/e3KgPepG
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